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Que quede escrito todo lo que nos pasó a nosotras,  
para que algún día se sepa esto,  

lo que nos pasó a las mujeres en la lucha por la tierra.
Amelia Tec

Lote Ocho, 25 de mayo de 2012



En memoria de Magdalena Pop, mujer q'eqchi' que partió antes 
de alcanzar justicia. Sus últimas palabras nos dan aliento para continuar 
en este esfuerzo compartido en favor de la dignidad y la justicia para 
las mujeres: 

Yo ya hice todo lo que pude. 
Hablé cuando tenía que hablar. 

Les toca a ustedes seguir con esta lucha. 

Sepur Zarco, 22 de enero de 2013.
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Prólogo

Rita Laura Segato

Luz Méndez, investigadora principal, y Amanda Carrera, co-inves-
tigadora, nos presentan, en este libro producido por ecap, un 
cua dro exhaustivo y contundente de lo sufrido por las mujeres 
mayas q’eqchis de El Estor, Izabal, Valle del Polochic, en la aldea 
de Sepur Zarco durante los años ochenta y en el Lote Ocho en 
2007.

Uno de los grandes méritos de este libro es que no sólo contri-
buye a develar hechos que han sido ocultados por largo tiempo, 
sino también contiene un análisis agudo y una interpretación de los 
mismos a la luz de la dominación patriarcal, en su intrincada relación 
con los otros sistemas de poder que impactan la vida de las mujeres 
en la sociedad guatemalteca. Es de notar que, si en el relato de los 
hechos y del papel de los actores históricos relevantes, las autoras 
se valen de las referencias justas, dejando al lector interesado de-
bidamente informado sobre las fuentes necesarias para continuar 
la indagación, en el trabajo de interpretación despliegan asimismo 
un gran conocimiento de los análisis existentes, en el campo femi-
nista, de la violencia contra las mujeres, tanto en el fuero de la in-
timidad como en espacios bélicos, como es el caso de Guatemala.

Otro de los grandes méritos de este libro es que confiere unidad 
a los tiempos que van desde la Conquista y la Colonia hasta el 
presente, colocando en una secuencia única aquellos eventos fun-
dadores del despojo en nuestro continente y el período de expansión 
del capital y sus consecuencias para las mujeres, que va de 1982 a 
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2007 y continúa. La mirada de las autoras integra, como una his-
toria única, la sujeción de los mayas, masacres y expropiación de 
sus tierras del período colonial, el período liberal con sus leyes de 
embargo, la expansión de las fincas del monocultivo, la posterior 
profundización del modelo extractivista y el agro-negocio para el 
mercado global, y las redes de grupos mafiosos y del crimen 
organizado de los días de hoy. Una historia única de usurpación 
por la fuerza y de confiscación, mirada a partir de lo sucedido en 
los dos eventos que las autoras describen con detalle: el funciona-
miento del cuartel de descanso de Sepur Zarco durante la guerra 
del Estado autoritario contra los pueblos y el despojo, por parte de 
la Compañía Guatemalteca del Níquel, de las tierras de la comuni-
dad q’eqchí de Lote Ocho.

Resalto que, frente a una historia de tanta violencia e injusticia, 
no muestra a las mujeres indígenas como pasivas, sino que pasa 
revista a su participación y rebeldía a lo largo de la historia, en todos 
sus períodos, ofreciendo al lector un sucinto panorama de gran 
utilidad de las formas en que éstas respondieron y buscan justicia 
hasta el presente.

Ofrece, también, al lector que desee tomar conocimiento de 
los hechos de la historia reciente de Guatemala, una excelente 
síntesis del período histórico abordado, resaltando elementos 
esenciales revelados por la Comisión para el Esclarecimiento 
Histórico, sin dejar de hacer mención de los otros relatos existentes. 
Dentro del vastísimo material informativo ya disponible, ofrece al 
lector un conjunto de datos estructurados que le permiten acceder 
a lo sucedido en época tan aciaga como los años ochenta y ver los 
desdoblamientos de lo que allí se impuso hasta el presente, como 
página única de la historia, sin esquivar el delicado tema de las 
continuidades entre aquel pasado y los días de hoy, entre el 
autoritarismo y la “democracia”. Destaco aquí la unidad entre el 
interés por las tierras por parte de la oligarquía y sus aliados 
norteamericanos, el despojo inicial que sienta las bases del agro-
negocio, la expansión de la minería en el presente, y la violencia 
mafiosa que, como señalé, son relatados aquí como un proceso 
único y continuo, de fundamento común: la constante expansión 
capitalista y sus consecuencias para la vida de las mujeres, foco de 
esta narrativa rigurosa.

En lo que respecta al impactante caso de la aldea Sepur Zarco 
durante el período represivo, Luz y Amanda emprenden aquí una 
descripción muy precisa de lo sucedido a las mujeres, con una 
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selección muy adecuada de testimonios que permiten acceder a las 
voces de las víctimas, para dar cuenta del papel de los militares y 
los finqueros en la persecución de los miembros de la comunidad, 
la expropiación y destrucción de todos sus bienes, la pérdida de sus 
esposos cuando éstos fueron capturados, las violaciones sufridas, 
evidentemente como un método de guerra y obedeciendo a la cadena 
de mando, las rutinas de esclavitud doméstica y sexual, la destrucción 
de toda y cualquier forma de sobrevivencia de ellas y de sus hijos 
fuera de la estricta sujeción a las órdenes del cuartel, el peso del 
tributo obligatorio de servicio al cuartel de Sepur Zarco en su 
finalidad de recreación y descanso para la tropa en recambio 
permanente. Es dramática la lectura de la tremenda y destructiva 
carga física y moral que sin piedad pesó sobre las mujeres de Sepur 
Zarco.

Luz Méndez y Amanda Carrera exponen también con minucia, 
ante el lector, las innumerables consecuencias y secuelas de lo 
sufrido por estas mujeres en el cuartel de Sepur Zarco, tanto para 
ellas mismas y sus hijos, como para la vida de las comunidades, y 
para el patrón comunitario de existencia debido al papel asignado 
a las mujeres en la manutención del mismo. Este papel fue franca 
y deliberadamente agredido, y, con él, el centro de gravedad de la 
reproducción de la vida social. Dicho en los términos que ha utilizado 
la autora de este prólogo en otros textos: la síntesis de todo lo 
relatado demuestra que el “método de la profanación” de los valores 
y personas fue una de las estrategias más consistentemente empleadas 
por las fuerzas estatales contra la población indígena. La profanación 
de la figura de la mujer emerge como central en esta coreografía 
de la opresión y la violencia.

Queda por verse si la nación guatemalteca responderá al clamor 
por justicia y reparación de estas mujeres. Ellas, de hecho, no han 
cedido en su reclamo, tanto en el Tribunal de Conciencia al que 
han acudido en el 2010, como en la demanda penal que han presentado 
al sistema estatal de justicia. Esperan ahora la devolución de su 
dignidad por el camino de una sentencia que reconozca su verdad.

Dos décadas después, emerge en el relato de Luz Méndez y 
Amanda Carrera, la brutal invasión de las tierras de Lote Ocho por 
los guardias de seguridad privada de la Compañía Guatemalteca del 
Níquel, junto a agentes de la Policía Nacional Civil y del ejército. 
Tierras maya q’ueqchís reivindicadas como ancestrales son, ese día, 
desalojadas por fuerza y extrajudicialmente. El ataque encontró 
mujeres solas cuidando del territorio y procedió, con gran uso de 
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fuerza, a la quema de sus casas, destrucción de sus bienes, robo de 
su comida, saqueo, violaciones sexuales colectivas y con saña de 
las mujeres, incluyendo a las embarazadas, frente a sus hijas e hijos, 
con los consecuentes daños físicos, morales y psicológicos que 
siguieron. El texto de Luz Méndez y Amanda Carrera procede a un 
análisis impecable de estas consecuencias, y de la doble victimización 
de las mujeres que padecieron estos crímenes, así como también 
de las secuelas en las niñas y niños que testimoniaron los terribles 
sucesos.

Destaco, en el texto de Luz y Amanda, la debida importancia 
dada a los testimonios que sugieren la afinidad entre violación sexual 
y despojo de la tierra, así como el pormenorizado informe que 
ofrece sobre los caminos de justicia que las mujeres sopesan y 
descartan, hasta que deciden recurrir a la justicia exterior, canadiense, 
por tratarse de la nacionalidad de la empresa minera, donde logran 
que su demanda legal sea admitida. Las autoras también indican, 
en su apartado final, el posible camino futuro de una justicia 
comunitaria, que deberá ser atravesada, de ahora en adelante, por 
el discurso de las mujeres y sensible a sus demandas.

Los méritos de este corto, denso, profundo y absolutamente 
bien informado libro son muchos. Ha sido esclarecedor y de gran 
utilidad tenerlo en manos.
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introduCCión

En este libro se documentan y analizan dos graves capítulos de 
vio  lencia sexual contra mujeres q’eqchi’s, así como sus luchas para 
al  canzar justicia. El primero tuvo lugar en el contexto del conflicto 
ar mado; y, el segundo, durante la etapa actual de profundización 
del modelo extractivista, en el marco de la globalización neoliberal. 
Las mujeres protagonistas de este estudio, en forma organizada y 
por medio de alianzas, llevan a cabo emblemáticos procesos por el 
acce so a la justicia, ya sea ante el sistema estatal o bien internacional.

Este libro es resultado de la investigación desarrollada por el 
Equipo de Estudios Comunitarios y Acción Psicosocial (ecap), en 
el marco de una iniciativa colaborativa con la Universidad Javeriana 
y el Instituto de Estudios Regionales de la Universidad de Antioquia, 
de Colombia, para lo cual se contó con el apoyo financiero del In-
ter national Development Research Center (idrc) de Canadá. La 
in  vestigación se enfocó en el análisis comparativo de las estrategias 
co  lectivas de acceso a la justicia utilizadas por mujeres indígenas y 
cam pesinas, víctimas de violencia sexual y otras violaciones a los 
de rechos humanos, en contextos de conflicto armado y transición 
en Colombia y Guatemala. Especial atención se dio a las condiciones 
con textuales que originaron tales hechos.

Una primera versión del estudio realizado en Guatemala fue 
pu blicada en el libro El camino por la justicia. Victimización y resistencias 
de mujeres indígenas y campesinas en Guatemala y Colombia (Ramírez Pa-
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rra, Patricia. Ed.), el cual incorpora los resultados de las investigaciones 
realizadas en los dos países.

Con la presente publicación se busca contribuir al acceso de 
las mujeres a la justicia por crímenes de violencia sexual, tanto del 
pa sado como del presente. En particular se quiere dar a conocer 
los graves hechos de violencia y las luchas que libran las mujeres 
q’eqchís protagonistas de este estudio en su afán por alcanzar justicia 
ante tales crímenes.

Además, este libro es un aporte a los esfuerzos que se llevan a 
cabo por la construcción de la memoria histórica de las mujeres 
in dígenas en Guatemala, tanto en su condición de víctimas de vio-
len cia y muchas otras injusticias, como en su condición de sujetas 
his tóricas, que trabajan por develar la verdad, alcanzar justicia y 
cons truir condiciones de vida digna para ellas, sus familias y sus 
co munidades.

Este estudio se inscribe en las luchas de los movimientos de 
mu jeres y de derechos humanos dirigidas a la erradicación de la 
violencia de género, la construcción de relaciones de igualdad entre 
mujeres y hombres, así como en favor de la justicia social, la 
democracia y la paz en Guatemala.

La conceptualización de la problemática analizada en este libro 
par te de comprender que Guatemala es un país de profundas y 
múl tiples desigualdades sociales. Por ello, para entender su pasado 
y su presente, así como para transformarlo, es indispensable in-
corporar en los análisis los tres grandes sistemas de dominación 
que lo han atravesado históricamente. Esto es, la opresión de género, 
la explotación capitalista y el racismo contra los pueblos indígenas. 
Es tos sistemas deben ser analizados en su compleja interacción, ya 
que se apuntalan, se influyen, se entrelazan y se expresan en las 
par ticulares condiciones de vida de la población.

En cuanto a las principales categorías y conceptos utilizados, 
en este estudio se concibe la violencia contra las mujeres como un 
pro blema social de carácter estructural, que es a la vez expresión y 
uno de los principales pilares para el sostenimiento del sistema de 
do minación patriarcal.1 En la Convención Interamericana para 

1. Con base en la teoría feminista, el sistema patriarcal o patriarcado es una forma de 
or ganización de la sociedad basada en la dominación de los hombres sobre las mujeres, 
y constituye una de las estructuras fundamentales de poder que existen en la sociedad. 
El patriarcado, como forma distinta de opresión, se articula y entrelaza con los otros 
sis temas de dominación en cada formación social concreta, atravesando todas las 
cla ses sociales y grupos étnicos.
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prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, se define 
este tipo de violencia como “cualquier acción o conducta, basada 
en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual 
o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el 
pri vado” (oea, 1994: Art. 1).

En el marco del sistema patriarcal, la violación sexual sintetiza 
la inferiorización de las mujeres y la supremacía masculina. No tiene 
co mo objetivo principal el placer, ni es resultado de una predisposición 
ge nética de los varones, sino es una demostración de poder. Además, 
la violación sexual ha sido una herramienta de dominación a lo 
largo de la historia, que impacta no solamente a las víctimas directas, 
sino a todo el colectivo femenino (Brownmiller, 1975), ya que limita 
sus posibilidades de acceso a la educación, el empleo, la participación 
política y social, así como la recreación y el esparcimiento.

El acceso a la justicia es un derecho humano fundamental, que 
con lleva el deber del Estado de proveer un servicio público, así 
como el ejercicio de un derecho. Por ello el acceso a la justicia debe 
ser garantizado por las instituciones del Estado, sin distinción de 
nin gún tipo. (Facio, 2002: 87)

Como resultado de las luchas del movimiento feminista, inter-
nacional y nacional, se cuenta actualmente con importantes avances 
en la construcción de instrumentos legales y políticos para el acceso 
de las mujeres a la justicia. En ellos se caracteriza la violencia contra 
las mujeres como una forma de discriminación, una violación a los 
de rechos humanos y un crimen. Particular importancia tiene el 
Es tatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, conforme el 
cual la violación sexual, el embarazo forzado, la esclavitud sexual 
o cualquier otra forma de violencia sexual pueden constituir crímenes 
de lesa humanidad, actos de tortura, crímenes de guerra y actos 
constitutivos de genocidio.

Este libro es resultado de un proceso de investigación-acción, 
que tuvo una duración de dos años y medio. Las metodologías uti-
li zadas, de carácter cualitativo, permitieron documentar con profun-
didad los fenómenos aquí analizados. Durante la investigación se 
rea lizaron dos estudios de caso, que se conformaron con 54 entre-
vistas individuales y 2 grupos focales con mujeres de las comunidades 
Sepur Zarco y Lote Ocho; 4 entrevistas individuales y 5 entrevistas 
grupales con dirigentes campesinos de comunidades de El Estor y 
Pan zós; 7 entrevistas individuales con funcionarios/as y dirigentes 
de organizaciones sociales local, nacional e internacionalmente. 
Ade más, se incluyeron citas textuales de siete entrevistas realizadas 
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a mujeres de Sepur Zarco en el año 2006, como parte de la investiga-
ción realizada por ecap y Unamg en el marco del Consorcio Actoras 
de Cambio.

En este estudio se asigna un papel central a las mujeres que 
fue ron las protagonistas de la investigación. Esto implica dar un 
pa pel relevante a sus vivencias y las interpretaciones que ellas hacen 
de tales vivencias. De esa cuenta, en este libro resuenan las voces 
de las mujeres q’eqchís, sus testimonios, sus opiniones y sus propues-
tas, en sus propias palabras.

El carácter colaborativo de la investigación entre Guatemala y 
Co lom bia fortaleció procesos de mutuo aprendizaje, tanto entre 
las investigadoras, como entre las mujeres participantes en los pro-
ce sos de investigación. Para las investigadoras esto hizo posible la 
reflexión conjunta sobre aspectos conceptuales y metodologías. 
Para las mujeres participantes, el Encuentro Internacional de Inter-
cambio de Experiencias entre mujeres indígenas y campesinas de 
Co lombia y Guatemala realizado en Valledupar, en 2013, fue una 
ex periencia de una gran riqueza, que contribuyó a sus procesos de 
em poderamiento.

En el proceso de esta investigación se crearon las condiciones 
que permitieron a las protagonistas de la investigación expresarse 
con libertad y confianza, para lo cual las entrevistas y demás 
actividades fueron rea lizadas en su idioma, el q’eqchi’, y traducidas 
al español. En ello die ron un aporte invaluable las promotoras-
traductoras, mujeres in dígenas jóvenes, que forman parte del mismo 
grupo étnico-linguís tico.

Particular importancia se asignó en la investigación al compromiso 
éti co para la protección de la seguridad de las protagonistas y el 
equi po de investigación. Para ello se adoptaron medidas dirigidas 
a garantizar que la recolección de la información se diera en condicio-
nes de seguridad y confidencialidad; así como también para resguardar 
la identidad de las víctimas y proteger la información recopilada. 
Por esa razón, las protagonistas son identificadas en el libro con 
pseu dónimos y códigos.

Este libro se compone de siete capítulos. En el primero se ex-
pli ca quiénes son las protagonistas de este estudio en su espacio y 
tiempo. En el segundo se analiza el contexto social, incluyendo 
ele mentos relevantes de la etapa actual a nivel nacional, así como 
las circunstancias históricas particulares en las cuales tuvieron lugar 
los hechos de violencia sexual contra las mujeres. En el capítulo iii 
se hace un recuento de hechos históricos significativos en los 
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procesos de opresión y violencia sexual contra las mujeres indígenas, 
así co mo sus resistencias y luchas de emancipación.

Los capítulos iV y V contienen la parte medular del estudio. Se 
cen tran en las mujeres de Sepur Zarco, el primero, y las de Lote 
Ocho, el segundo. Ambos capítulos están estructurados en dos 
apar tados. En el primero, se documentan las violaciones a los dere-
chos humanos contra las mujeres y sus comunidades; las consecuencias 
fí sicas, psicosociales, materiales y culturales; así como una reflexión 
des tinada a escudriñar y comprender la interacción de los sistemas 
opresivos que subyacen en las causas de tan graves hechos de vio-
lencia. En el segundo apartado se documentan y analizan las luchas 
que las mujeres están impulsando para alcanzar justicia, incluyendo 
los significados que ellas atribuyen a esas luchas, sus prioridades y 
es trategias, así como los obstáculos que enfrentan en los caminos 
que han emprendido.

El capítulo Vi se enfoca en las percepciones de las mujeres in-
te grantes de los grupos de Sepur Zarco y Lote Ocho sobre la justicia 
co munitaria. Finalmente, el capítulo Vii contiene las conclusiones 
y principales hallazgos de la investigación.
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CaPítulo i
las mujeres Protagonistas de  

este estudio en su esPaCio y tiemPo

Las protagonistas de las historias que se relatan y analizan en este 
es tudio son mujeres mayas q’eqchi’s, campesinas, que han vivido 
ex periencias similares de violencia sexual y otras graves violaciones 
a los derechos humanos, ocurridas ya sea en el pasado o el presente. 
A la vez, ellas comparten su determinación por alcanzar justicia 
an te tales crímenes. En forma organizada y estableciendo alianzas, 
lle van a cabo procesos legales en el marco de la justicia estatal, unas, 
y en el ámbito internacional, otras, los cuales por su significado 
cons tituyen acciones políticas y legales de carácter emblemático.

Se trata de dos grupos de mujeres que viven y trabajan en el 
mis mo territorio: el Valle del Polochic, una porción territorial ubi-
cada en el noreste de Guatemala, que tiene una gran riqueza natural: 
fér tiles tierras, bosques, subsuelo con variedad de minerales, cauda-
losos ríos y el lago más grande del país.2 Por esto, aun cuando 
for man parte de diferentes generaciones, tienen una memoria histó-
rica co mún, que les ha sido transmitida oralmente por sus ancestras 
y an cestros. Comparten también el mismo contexto sociopolítico 
de la etapa actual en la región.

Uno de los grupos vive en la comunidad conocida como Lote 
Ocho o Chacpaylá, ubicada en el límite territorial entre los municipios 

2. El Valle del Polochic, que bordea el río del mismo nombre, abarca los municipios 
de Tamahú, Tucurú, Telemán, La Tinta y Panzós, en Alta Verapaz, y el municipio de 
El Estor, en Izabal.
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Panzós y El Estor. Esto es al noroeste del lago de Izabal. Las inte-
grantes del otro grupo viven en la comunidad Sepur Zarco y otras 
ale dañas, ubicadas al suroeste del mismo lago. Sepur Zarco actualmente 
for ma parte de El Estor, aunque históricamente la comunidad ha 
estado vinculada a la dinámica política y social de Panzós.3

En el tiempo los hechos de violencia contra las mujeres del 
gru po de Sepur Zarco tuvieron lugar entre 1982 y 1988, en el marco 
del conflicto armado. Mientras que los acontecimientos de violencia 
con tra las mujeres de Lote Ocho fueron perpetrados en el año 2007, 
en el contexto de los actuales desalojos de tierra promovidos por 
em presas transnacionales y nacionales de las industrias extractiva 
y de agrocombustibles. Es decir, 25 años median entre unos hechos 
y otros.

Las mujeres de Sepur Zarco se hallan en un rango de edad entre 
los 58 y 65 años. Ellas se consideran a sí mismas ancianas. Todas 
tie nen hijos mayores y nietos. Por su parte, las de Lote Ocho son 
mu jeres cuyas edades oscilan entre los 25 y 38 años. Tienen cinco 
hi jos, en promedio, muchos de ellos pequeños.

La mayoría de las mujeres no lee ni escribe. Solo algunas, entre 
las más jóvenes, tuvieron acceso a algún grado de educación primaria. 
Su idioma materno es el q’eqchi’. Aun cuando algunas de ellas po-
drían expresarse también en español, su determinación de hacerlo 
sólo en su propia lengua es un rasgo distintivo del pueblo q’eqchi’, 
de gran significado histórico.

Las mujeres de los dos grupos cuentan con vivencias personales 
de desplazamiento forzado en su propio territorio. Sus historias de 
vi da están profundamente relacionadas con el continuo despojo al 
pue blo q’eqchi’ y su búsqueda permanente de nuevas tierras donde 
sem brar y vivir. Ese continuo entre despojo y nuevas búsquedas ha 
llevado a los q’eqchi’s a migrar desde sus asentamientos originales 
ha cia las tierras bajas del Valle del Polochic.

Las mujeres de Sepur Zarco y Lote Ocho comparten una sólida 
con ciencia sobre su derecho a la tierra y una convicción de lucha 
por hacer efectivo este derecho. Lo anterior está permeado por un 
sen tido de legitimidad histórica, pero también como un medio para 
la sobrevivencia económica y cultural.

3. Aparentemente Sepur Zarco tuvo cambios en la demarcación territorial, ya que 
has ta los años setenta aparece como parte de Panzós, Alta Verapaz, en los registros 
del Instituto Nacional de Transformación Agraria. Sin embargo, en la actualidad el 
Ins tituto Geográfico Nacional ubica esta comunidad en El Estor, Izabal (Laura Hur-
tado, comunicación escrita, 24 de julio de 2013).
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En las tierras donde viven y trabajan, las mujeres de ambos 
gru pos siembran granos básicos y hortalizas, y crían animales do-
més ticos para el sustento familiar. Además, las mujeres de Lote 
Ocho producen cardamomo a pequeña escala, lo cual es útil para 
la adquisición de ropa, medicinas, así como para costear la educación 
de sus hijos. Sus jornadas de trabajo en el campo son compartidas 
con su pareja. Simultáneamente llevan a cabo la gama de actividades 
re lacionadas con el ámbito doméstico o actividades reproductivas 
no remuneradas, que son asumidas sólo por ellas o compartidas 
con las hijas mayores, cuando las hay.

El entretejido de opresiones de género, clase y etnia ha sido 
de terminante en las vidas de las mujeres de los dos grupos. El des-
pojo de tierras, la explotación económica, la opresión patriarcal y 

Lo calización geográfica de las comunidades Sepur Zarco y Lote Ocho en el mapa 
de Guatemala. Elaboración propia con base en Mapas de laboratorio 
de información geofísica. Ministerio de Agricultura, Ganadería y Ali-
mentación, Guatemala.
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racial, y la violencia sexual han impactado la condición social que 
com parten las mujeres de Sepur Zarco y Lote Ocho.

Rasgos más específicos sobre las situaciones de vida, así como 
los hechos de violencia y las luchas por la búsqueda de justicia de 
los dos grupos de mujeres se podrán leer en los capítulos iV y V de 
este estudio.
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CaPítulo ii
el Contexto soCial

Este capítulo se compone de dos partes. La primera contiene ele-
mentos del contexto actual, que son relevantes para las luchas por 
la justicia que llevan a cabo las mujeres q’eqchi’s protagonistas de 
este estudio. La segunda parte se centra en los dos contextos espe-
cíficos en los cuales tuvieron lugar los episodios de violencia sexual 
abordados en este libro.

elementos del contexto actual

Los Acuerdos de Paz, suscritos entre 1991 y 1996 por el Gobierno 
de Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca 
(urng), contribuyeron significativamente al empoderamiento de 
las mujeres y los pueblos indígenas como actores sociales. En los 
Acuer dos, el Estado asumió el compromiso de promover la erradica-
ción de la discriminación contra las mujeres, construir institucionalidad 
es pecífica y adoptar medidas económicas, políticas y sociales en 
fa vor de la equidad de género. Al mismo tiempo, se reconoció, por 
pri mera vez, que Guatemala es un país pluriétnico y multilingüe; y 
se acordó el establecimiento de un conjunto de políticas e institucio-
nes destinadas a erradicar la opresión y la discriminación contra 
los pueblos indígenas. Sin embargo, la agenda de la paz muy pronto 
fue sustituida por la agenda neoliberal en las políticas gubernamentales, 
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con lo cual los compromisos de mayor trascendencia quedaron 
truncados.

La injusta estructura de propiedad y tenencia de la tierra sigue 
sien do uno de los grandes problemas estructurales en Guatemala. 
Ac tualmente el 57% de la tierra se halla en poder del 2% de propie-
tarios. En el otro extremo, el 3% de la tierra corresponde al 45% 
de propietarios (Instituto Nacional de Estadística, 2004). Para las 
mu jeres la situación es aún mucho peor, ya que el 84% de la tierra 
per tenece a hombres y el 16% a mujeres (ine & Seprem, 2007).

Desde mediados de los años noventa se lleva a cabo en Guatemala 
un proceso de profundización del modelo extractivista, en el marco 
de la globalización neoliberal. Empresas nacionales y transnaciona-
les llevan a cabo la expansión de la producción de agrocombustibles 
y la extracción de minerales a cielo abierto para la exportación. 
Es to forma parte de la “ofensiva extractivista” que tiene lugar en 
Amé rica Latina, caracterizada por un “acelerado avance de la expro-
pia ción, mercantilización y depredación de los bienes comunes 
na turales de la región, en tanto estrategia del capital frente a la crisis 
global de acumulación” (José Seoane, citado en Merchand, 2013, 
p. 114).

En la profundización del modelo extractivista se funden intereses 
del capital transnacional con los de la élite económica local, lo cual 
se refleja en la defensa y promoción que ha hecho el gobierno de 
la extracción minera y los agronegocios. En 1997 fue reformada la 
ley de minería, reduciéndose las regalías del 6% al 1% por la explota-
ción de los recursos naturales no renovables. Esto se ha traducido 
en el acelerado crecimiento de la industria extractiva, que entre 
2002 y 2012 tuvo una tasa de crecimiento anual del 18.9%, mientras 
que el pib creció al 2.4% anual. El níquel ha sido el producto con 
ma yor crecimiento, con una tasa del 164.4% anual.4

Ante la nueva fase de despojo y desposesión de tierras que ha 
traído la ofensiva extractivista, han adquirido particular relevancia 
la organización y la movilización comunitaria en defensa de la tierra 
y el territorio. Estas luchas “han tenido en las consultas comunitarias 
de buena fe y consultas municipales desarrolladas desde 2005 su 
ex ponente más conocido” (Bastos, Santiago & De León, Quimy 
2014: 11). Sin embargo, las y los dirigentes comunitarios, mayori-

4. Estimaciones realizadas con datos del Banco de Guatemala, disponibles en: <www.
banguat.gob.gt/inc/ver.asp?id=/estaeco/comercio/sercom/2_POR_PRODUCTO/ 
X_PROD_1994_2013.htm>.
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tariamente indígenas, enfrentan una creciente criminalización y 
represión.

La inseguridad ciudadana es uno de los graves problemas que 
exis ten en el país, especialmente en las áreas urbanas. En esto im-
pacta la violencia delincuencial, particularmente el narcotráfico. La 
política de militarización creciente de la seguridad ciudadana agrava 
la situación, incrementando las violaciones a los derechos humanos.

La violencia contra las mujeres ha aumentado en todas sus 
manifestaciones durante los últimos años, siendo el delito más 
denunciado en las instituciones de seguridad y justicia. Entre 2001 
y 2012 hubo una tasa de crecimiento anual del 7% de muertes vio-
lentas de mujeres; además, se agudizaron las formas de violencia 
ex trema contra ellas. Junto a las causas estructurales ancladas en el 
sis tema patriarcal, el contexto social actual potencia la violencia 
contra las mujeres. (Méndez Gutiérrez, 2013).

La impunidad y la corrupción son agudos problemas, que se 
sus tentan en poderosas redes de grupos mafiosos y del crimen or-
ganizado que han echado raíces en el sistema de seguridad y justicia. 
En ese contexto, hay avances en algunas instituciones para enfren-
tar la impunidad por crímenes de género, como los juzgados especia-
lizados en femicidio y otras formas de violencia contra las mujeres 
en el Organismo Judicial; y las Fiscalías de la Mujer en el Ministerio 
Pú blico. Además, la Comisión Internacional contra la Impunidad  
en Guatemala (cicig).5 trabaja por la erradicación de los poderes 
paralelos incrus tados en instituciones de seguridad y justicia.

Durante los últimos años se han fortalecido las luchas sociales 
di rigidas a poner fin a la impunidad por graves crímenes cometidos 
du rante el conflicto armado.6 En 2013 un tribunal nacional condenó 
al ex jefe de Estado Efraín Ríos Montt por genocidio y crímenes 
de lesa humanidad contra el pueblo ixil. Aun cuando la sentencia 
fue anulada en forma ilegal, el juicio, que no ha concluido, abrió 
una ventana a la verdad y la justicia, y puso fin a la certeza de inmu-
nidad e impunidad de la que han gozado las élites económica, 
política y militar (Méndez, 2013).

5. La cicig fue creada por acuerdo entre el Gobierno de Guatemala y la onu suscrito 
el 12 de diciembre de 2006. Tiene por mandato contribuir a la depuración de cuerpos 
ile gales y promover el fortalecimiento del sistema de seguridad y justicia.

6. En los Acuerdos de Paz se prohíbe la extinción de responsabilidad penal por delitos 
co metidos durante el conflicto armado que son imprescriptibles según el derecho 
in terno y los tratados internacionales ratificados por Guatemala. Tienen carácter im-
prescriptible los crímenes de guerra, los delitos de lesa humanidad y el genocidio.
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Para el movimiento de mujeres una de las principales banderas 
de lucha ha sido la erradicación de la violencia basada en el género. 
En tre las estrategias impulsadas destacan el fortalecimiento del 
pa pel de las mujeres como sujetos sociales; la reforma del Estado, 
tra ducida en nuevas leyes e instituciones a favor de los derechos de 
las mujeres; y el apoyo directo a las víctimas de violencia de género. 
To do esto ha contribuido al empoderamiento de las mujeres y a 
vi sibilizar la violencia contra como una violación a los derechos 
hu manos. Estela Maaz explica:

Ahora hay cosas que antes no había. Como ejemplo, en la radio 
di cen que no haya violencia a las mujeres, que no las golpeen. Hay 
mu chas leyes y organizaciones de mujeres. Ya no es el tiempo que 
su fran las mujeres. Por la radio le dicen a uno adonde ir si una mujer 
es golpeada, pero son las organizaciones las que han ayudado mucho 
a las mujeres (SZ-09, entrevista, 18/05/12).

Una característica significativa de la época actual es el creciente 
pro tagonismo de las mujeres indígenas. Ellas han conformado or-
ga ni zaciones de mujeres mayas, xinkas, garífunas, reivindicando su 
ser mujer e indígena. Los aportes al conocimiento de académicas 
in dígenas han permitido profundizar el análisis sobre la forma en 
que múltiples sistemas de dominación se articulan e impactan la 
con dición social de las mujeres indígenas y sus procesos de 
emancipación. Así lo analiza Aura Cumes (2012: 1):

Las mujeres indígenas tienen una experiencia de dominación con 
múl tiples aristas, que reta la comprensión monista de entender la 
es tructura social bien sea a partir del patriarcado, de la dominación 
étnica o de clase social. Están cuestionando un sistema-mundo opresivo 
e interconectado. Esta misma condición les permite aportar a la cons-
trucción de sujetos colectivos no ensimismado en la etnicidad, en el 
gé nero, en la clase social, sino creadores de nuevas formas de vida 
li beradoras que trasciendan las miradas unilaterales de los procesos 
de emancipación.
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contextos históricos de los dos episodios  
de Violencia sexual analiZados en este libro

el conflicto armado

El conflicto armado que tuvo lugar en Guatemala fue resultado de 
la aguda desigualdad en la distribución de la tierra, la riqueza y el 
in greso, así como de la exclusión social y política. Desde la colonización 
es pañola se instauró una estructura agraria con una alta concentración 
de la tierra en un reducido número de latifundistas. La tenencia de 
la tierra tuvo su correlato en el sistema político, que fue monopolizado 
por la oligarquía latifundista a través de dictaduras y gobiernos 
mi litares.

En 1944 dio inicio la Revolución de Octubre,7 que significó 
pro fundas transformaciones en los sistemas económico, político y 
so cial. En el ámbito económico, la pieza central fue una reforma 
agra ria dirigida a corregir la extrema concentración de la tierra en 
un número reducido de terratenientes, y que benefició a quinientas 
mil personas (Guerra Borges, 2006: 65). Los dos gobiernos electos 
de mocráticamente en ese período desarrollaron la educación, la 
salud y el sistema de seguridad social. Estratégicas obras de infraes-
tructura fueron iniciadas, las cuales estaban destinadas a promover 
el desarrollo socioeconómico y la independencia económica del 
país. El clima de libertades democráticas fomentó la organización 
so cial y el florecimiento de las artes.

Diez años más tarde, la reforma agraria y otras transformaciones 
so ciales quedaron truncadas con la intervención impulsada por el 
go bierno de Estados Unidos, en alianza con la oligarquía nacional. 
El poder político fue entregado a los militares. La represión se en-
señoreó en el país. Las tierras fueron arrebatadas a los campesinos 
y devueltas a los latifundistas. Los partidos políticos de izquierda, 
así como organizaciones sindicales, campesinas y de mujeres, fueron 
pros critas, mientras que sus dirigentes fueron asesinados, encarcelados 
o forzados al exilio.

Pocos años después las organizaciones de izquierda establecieron 
la vía armada como el medio principal para tomar el poder e impulsar 
un conjunto de transformaciones socioeconómicas y políticas. En 
1960 dio inicio la guerra interna, la cual se prolongó por 36 años. 

7. Conocida así por el mes en que tuvo lugar el levantamiento popular que puso fin 
a una dictadura de 14 años, marcando el inicio de la etapa revolucionaria.
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En los años setenta las organizaciones revolucionarias incluyeron 
en su programa político la erradicación del racismo contra los pue-
blos indígenas, con lo cual se incorporaron a sus filas importantes 
con tingentes de estos pueblos. A inicios de los años ochenta las 
or ganizaciones insurgentes intensificaron la guerra de guerrillas en 
el área rural. En 1982 las cuatro organizaciones revolucionarias8 se 
uni ficaron, conformando la Unidad Revolucionaria Nacional Gua-
temalteca (urng).

La política contrainsurgente del Estado, articulada en defensa 
de los intereses de las clases dominantes, estuvo encaminada a ani-
quilar al movimiento revolucionario. La represión se dirigió en una 
pri mera etapa contra dirigentes de organizaciones sociales y partidos 
po líticos de oposición en el área urbana. Después, entre 1982 y 
1983, el gobierno de facto del general Efraín Ríos Montt inició la 
es trategia de tierra arrasada en el área rural, la cual se cobijó 
ideológicamente en el combate al comunismo, en el contexto in-
ternacional de la Guerra Fría. El conflicto armado constituyó una 
de las etapas más álgidas de la lucha de clases en Guatemala.

La Comisión para el Esclarecimiento Histórico (ceh, 1999) 
lle gó a la conclusión que el 93% de las violaciones a los derechos 
humanos co metidas durante el conflicto armado correspondió a 
las fuerzas del Estado; el 3%, a las organizaciones insurgentes; y el 
4%, a au tores no identificados.

Además, la ceh reveló que agentes del Estado cometieron ge-
no cidio contra pueblos de origen maya, como parte de las operaciones 
con trainsurgentes realizadas entre 1981 y 1982. El hecho de que 
los pueblos indígenas pasaran a ser sujetos de su historia y se incor-
poraran a la vida política a través de organizaciones revolucionarias, 
desencadenó en el núcleo del poder político un inconsciente colecti-
vo de exterminio (Casaús, 2008: 57). La ideología racista, imbuida 
en el grupo oligárquico y los altos mandos del ejército, hizo que el 
com bate a la insurgencia deviniera en represión brutal contra co-
munidades indígenas que formaban parte de la población civil. Así, 
el conflicto armado se convirtió en uno de los momentos históricos 
de mayor exacerbación del racismo contra los pueblos indígenas.

El conflicto armado fue también un escenario donde se expresaron 
las relaciones desiguales de género. Las mujeres, por un lado, jugaron 
pa peles protagónicos en esta etapa histórica, desde diferentes 

8. Ejército Guerrillero de los Pobres (egp), Fuerzas Armadas Rebeldes (far), Or-
ganización del Pueblo en Armas (Orpa), Partido Guatemalteco del Trabajo (pgt).
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ámbitos. Por el otro, la violación sexual y otras formas de violencia 
pa triarcal se exacerbaron de forma atroz durante la guerra.

Durante las movilizaciones sociales que tuvieron lugar en los 
años setenta, por reivindicaciones gremiales, contra la represión 
po lítica y a favor de libertades democráticas, las mujeres participaron 
ac tivamente en organizaciones estudiantiles, sindicales, campesinas 
y de pobladores. Muchas de ellas se incorporaron también al movi-
miento revolucionario, guiadas por la convicción de poner fin a las 
de sigualdades de clase.

Entre los años setenta y ochenta, mujeres, mayoritariamente 
jó venes e indígenas, se unieron a la insurgencia. Participaron como 
com batientes; responsables de formación política, servicios médicos, 
co municaciones y logística; formaron parte de colectivos a cargo 
de medios de difusión, como radio y prensa escrita, que funcionaban 
en forma clandestina; integraron las representaciones internacionales. 
No obstante, las mujeres estuvieron subrepresentadas en los órganos 
de dirección de todas las organizaciones revolucionarias.

En la década de los años noventa, dirigentes de organizaciones 
de viudas del conflicto armado, de familiares de desaparecidos y 
otros grupos de derechos humanos contribuyeron al avance de los 
diá logos de paz. Durante las negociaciones, la participación de 
mu jeres, fortalecidas con la conciencia de género, tanto desde la 
Asam blea de la Sociedad Civil como desde la mesa de negociaciones,9 
tuvo impacto en los Acuerdos de Paz, ya que permitió incorporar 
apar tados que aportaron un ámbito generalmente ausente en este 
tipo de instrumentos políticos: la dimensión de género.

La ceh reveló que en el marco de la política contrainsurgente 
del Estado las mujeres fueron víctimas de todas las formas de vio-
lencia política, así como un tipo de violencia dirigida esencialmente 
con tra las mujeres: la violencia sexual, que incluyó violación sexual, 
es clavitud sexual, abortos y embarazos forzosos, así como otras 
ve jaciones.10

Del informe de la ceh se extraen tres grandes hallazgos: 1) la 
vio lación sexual fue una práctica generalizada, masiva y sistemática 
rea lizada por agentes del Estado en el marco de la contrainsurgencia; 
2) dicha violencia no fue producto de hechos aislados, sino parte 

9. Es necesario remarcar que las mujeres estuvieron agudamente subrepresentadas 
en la mesa de negociaciones de paz.

10. Es de hacer notar que la propia ceh reconoció que la violencia sexual quedó 
subregistrada en su informe.
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de una planificación estratégica; y 3) la violación sexual de mujeres 
in dígenas, quienes constituyeron el 89% de las víctimas, fue un 
ele mento constitutivo del genocidio contra pueblos de origen maya.

Por otro lado, al hacer un recuento de los hechos de violación 
se xual registrados en el informe de la ceh, se estableció que el 99% 
son atribuidos a agentes del Estado y el 1% a integrantes de grupos 
in surgentes (Consorcio Actoras de Cambio, 2006: 32).

La violación sexual constituyó un arma de guerra en la política 
con trainsurgente del Estado. Fue perpetrada en forma indiscriminada 
con tra las mujeres de las comunidades que fueron señaladas por el 
ejército como objetivo de la contrainsurgencia. Las mujeres, quienes 
for maban parte de la población civil, fueron violadas en forma 
sis temática, generalizada y con extrema crueldad. A través de la 
vio lación sexual el ejército buscaba quebrantar la moral de las co-
munidades, con el fin de inhibir su respaldo a la insurgencia.

Para las mujeres mayas el genocidio significó formas inimaginables 
de violencia sexual. Los perpetradores mostraron un particular 
en sañamiento contra los órganos sexuales y reproductivos de las 
mu jeres.11 Muchas de ellas fueron después asesinadas en el contexto 
de las masacres. La eliminación de las mujeres indígenas estuvo 
di rigida a destruir a las portadoras de la siguiente generación de un 
co lectivo que había sido catalogado como enemigo del Estado. Las 
mu jeres fueron atacadas por ser las progenitoras de los futuros 
in dios rebeldes (Velásquez Nimatuj, 2010: 125).

Las atrocidades cometidas contra las mujeres durante la guerra 
no pueden explicarse plenamente teniendo en cuenta solamente 
los objetivos contrainsurgentes y genocidas. Es indispensable in-
corporar en el análisis el papel que jugó el sistema patriarcal, donde 
se halla la causa primigenia de la violencia contra las mujeres, tema 
que se desarrolla en el capítulo iV de este estudio. Los múltiples 
sis temas opresivos, de género, clase y etnia, articulados en el contexto 
del conflicto armado, se sintetizaron en los cuerpos de las mujeres 
a través de la violación sexual, dejando como resultado uno de los 

11. Fueron comunes las violaciones sexuales a mujeres en estado avanzado de embarazo, 
a quienes las mataban por golpes en el vientre y les arrancaban los fetos, los cuales 
eran destrozados. Se dieron casos de empalamiento de mujeres. Muchas veces después 
de violar y asesinar a las mujeres, sus cuerpos eran exhibidos en condición de desnudez 
o con mutilación de pechos y órganos genitales. Véase: Guatemala: memoria del Silencio 
(ceh, 1999), así como Guatemala: nunca más. Informe del Proyecto Interdiocesano de Recuperación 
de la Memoria Histórica (Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de Guatemala, 
1998).
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capítulos más ominosos de violencia contra las mujeres en la historia 
de Guatemala.12

despojo y desposesión  
de tierras en el Valle del polochic

Antecedentes históricos

Ante la resistencia del pueblo q’eqchi’, a quienes los conquistadores 
no pudieron someter en el siglo xV, la Corona española encargó la 
re gión a la orden religiosa de los dominicos, la cual concentró a los 
in dígenas en reducciones para trabajar y tributar. Este fue el primer 
gran despojo de tierra a los q’eqchi’s, por cuanto fueron conminados 
a abandonar sus poblados y reducidos a la explotación de su fuerza 
de trabajo y la tributación, sin descartar el uso de la fuerza militar 
cuan do la institución eclesiástica lo consideró necesario.

Un segundo gran despojo de tierras inició en 1871, cuando el 
go bierno de la Reforma Liberal declaró baldías las tierras comunales 
del pueblo q’eqchi’, en favor de inmigrantes alemanes, quienes es-
tablecieron grandes fincas productoras de café para la exportación. 
Esto significó profundos cambios para los indígenas, quienes se 
vie ron forzados a trabajar en las fincas como mozos colonos, dando 
su fuerza de trabajo a cambio del derecho a vivir y sembrar en las 
fin cas. Buena parte de los actuales reclamos históricos de tierra en 
la región se explican a partir de estas injusticias.

El Valle del Polochic forma parte de la Franja Transversal del 
Norte (ftn),13 que surge como proyecto gubernamental de colo-
nización de tierras para contener las demandas campesinas de acceso 
a la tierra.14 Este proyecto quedó anulado cuando grupos económica 
y políticamente poderosos descubrieron que la ftn contenía una 

12. Para profundizar en el análisis sobre la violencia sexual contra las mujeres durante 
el conflicto armado, véase: Tejidos que lleva el alma. Memoria de las mujeres mayas sobrevivientes 
de violación sexual durante el conflicto armado (Fulchiron, Amandine; Paz, Olga & López, 
An gélica, 2009); La violencia sexual contra las mujeres en el conflicto armado. Un crimen 
silenciado (Montes, Laura, 2006); Eso no se escucha. Inclusión de los hechos de violencia sexual 
en las causas por violaciones a los derechos humanos en Guatemala (Diez, Andrea, 2006). 

13. La ftn abarca la parte norte de los departamentos de Huehuetenango, Quiché, 
Alta Verapaz e Izabal.

14. A mediados de los años sesenta se dio un desplazamiento de población campesina 
a la ftn “que buscaba tener sus propias tierras de cultivo para ya no depender del 
tra bajo jornalero en las grandes fincas” (Solano, 2007: 1).
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riqueza invaluable en recursos naturales, por lo que ésta se convirtió 
en una zona de grandes latifundios en manos de militares, terratenientes 
y empresas transnacionales, que acapararon las tierras utilizando el 
me canismo de titulación supletoria, perpetrando así nuevos despojos 
a los campesinos (Batres et al., 2012: 13).

La profundización del modelo extractivista en la época actual

Actualmente en el Valle del Polochic está teniendo lugar un acelerado 
pro ceso de profundización del modelo extractivista, en el marco 
de la globalización neoliberal. Esto incluye un conjunto de mega-
in versiones de diversa índole, particularmente la extracción de 
mi nerales a cielo abierto, la producción extensiva de agrocombustibles 
–palma africana y caña de azúcar– y proyectos hidroeléctricos.

Se trata de un modelo que se está imponiendo en gran medida 
por medio del despojo y la desposesión de tierras, y sin tomar en 
cuen ta la decisión de las comunidades indígenas que habitan el te-
rri torio. Las empresas extractivas están perpetrando violaciones a 
los de rechos humanos, incluyendo violencia sexual, así como daños 
am bientales y creciente conflictividad social. Esta conflictividad es 
re sultado de los proyectos extractivos “...debido a la oposición de 
las comunidades que no sólo rechazan estos proyectos por sus im-
pactos, sino porque son impuestos sobre sus derechos ancestrales 
so bre la tierra y el territorio” (Gómez Grijalva, 2013: 42).

El proceso de profundización del modelo extractivista ha gene-
rado la reconcentración de tierras en el Valle del Polochic. De 
acuerdo con Laura Hurtado (2008: 335, 345), esta reconcentración 
está produciéndose a través de mecanismos variados. Así como 
pue de incluir procedimientos legales de compra/venta de tierras, 
tam bién se han reactivado el acaparamiento y la apropiación con 
for mas ilícitas, en las que median el engaño, la coacción, las amenazas 
y el robo.

Entre las formas de coacción se hallan las deudas de los campe-
sinos, que los obliga a vender las pequeñas parcelas familiares, de 
las que muchas veces recién obtuvieron el documento de propiedad. 
Co mo efecto inmediato, las familias campesinas ven disminuidas 
las posibilidades de tener tierra disponible para la producción de 
gra nos básicos para la subsistencia, como el maíz y el frijol.

Además, la expansión de la producción de agrocombustibles y 
la extracción minera cerró la opción del arrendamiento de tierras, 
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así como el acceso a la montaña, a donde acudían las familias 
q’eqchi’s para recoger alimentos o realizar otras actividades económicas 
co mo la cacería, al igual que un repertorio de prácticas culturales 
(Batres et al., 2012: 6).

Resistencia y luchas del pueblo q’eqchi’

El nombre Valle del Polochic evoca un lugar de luchas campesinas. 
An te el histórico despojo de tierras y sometimiento económico, el 
pue blo q’eqchi’ ha impulsado múltiples formas de resistencia y lu-
chas por la defensa de sus tierras y contra la explotación económica.

Al generalizarse la expulsión de los mozos colonos de las fincas 
ca fetaleras en los años sesenta, comunidades q’eqchi’s iniciaron la 
crea ción de Comités de Tierras. Esto generó importantes procesos 
de organización y movilización campesina en la región. Los comités 
lle varon a cabo gestiones ante el Instituto Nacional de Transformación 
Agraria para obtener títulos de propiedad sobre la tierra, para lo 
cual contaron con la asesoría jurídica de organizaciones sindicales.15

Para frenar el crecimiento de la organización y movilización 
cam pesina, los finqueros recurrieron a sus estrechos vínculos con 
el poder militar. La represión desatada por el ejército tuvo como 
pun to culminante la masacre de Panzós.16 “A partir de la masacre 
el Ejército inició en el Valle Polochic una represión selectiva contra 
los líderes comunitarios que reivindicaban tierras y así también 
con tra sacerdotes mayas” (ceh, 1999, Tomo iV: 19).

Entre los años sesenta y ochenta, grupos de campesinos q’eqchi’s, 
in cluyendo mujeres y hombres, se incorporaron a las organizaciones 
re volucionarias que en diferentes momentos tuvieron presencia en 
la región. Esto significó la participación en procesos de formación 
po lítica sobre las desigualdades en la estructura agraria y las causas 
de la explotación económica en las fincas, lo cual contribuyó a 

15. Las comunidades q’eqchi’s contaron con la asesoría y acompañamiento de la Fe-
de ración Autónoma Sindical Guatemalteca (Fasgua), el Sindicato de Trabajadores de 
la Universidad de San Carlos de Guatemala y el Bufete Popular de esta universidad.

16. El 29 de mayo de 1978, cientos de campesinos q’eqchi’s marcharon desde varias 
al deas hacia la cabecera municipal de Panzós, con el fin de entregar al alcalde un es-
crito relacionado con sus demandas de tierra. Al llegar a la plaza, la población fue 
ata cada con armas de fuego por un contingente del ejército. Decenas de personas 
mu rieron en el ataque, otras se ahogaron en el Río Polochic cuando escapaban de la 
ma tanza. Esta masacre tuvo gran impacto en el Valle del Polochic y en todo el país.
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fortalecer la organización campesina comunitaria y sus luchas por 
la tierra (Walter Félix, entrevista, 21/03/13).

Ante el sucesivo despojo, el pueblo q’eqchi’ ha recurrido a dos 
me canismos de resistencia y lucha: la ocupación de tierras y el des-
pla zamiento. El desplazamiento ha tenido dos facetas. Por un lado, 
ha sido un recurso forzado ante las constantes expulsiones de las 
tie rras que va consiguiendo; por el otro, ha sido un mecanismo para 
li berarse de la explotación económica. Como resultado de esto, el 
ma pa de asentamientos originales de este pueblo, en el altiplano 
al taverapacense, se ha expandido cientos de kilómetros, en los cua-
tro puntos cardinales, hacia las tierras bajas (Grandia, 2009: 43).
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CaPítulo iii
mujeres indígenas:  

oPresión y emanCiPaCión

despojo de tierras y Violación sexual:  
binomio recurrente en la historia

El despojo de tierras y la violación sexual de mujeres indígenas ha 
si do un binomio recurrente en la historia de Guatemala. En la región 
q’eqchi’ la violación sexual de mujeres ha sido una herramienta 
uti lizada para una serie de propósitos relacionados con las luchas 
por la tierra: atemorizar en las continuas rebeliones o motines a lo 
lar go de la época colonial; demostrar el poder del colonizador y del 
fin quero; como herramienta para quebrantar las luchas de las comu-
nidades por el acceso a la tierra y para anular la acción política de 
las mujeres en la época actual.

Aun con la limitante que supone que recién se reconstruye la 
his toria de las mujeres como sujetos sociales, y por lo tanto la di-
ficultad que existe para documentar la magnitud de la violencia 
con tra las mujeres indígenas en la época colonial, esta historia ha 
sido poco a poco develada.

La tragedia humana que constituyó la invasión europea de fines 
del siglo xV, y que trajo consigo el “mayor robo de tierra y las ma-
yores formas de explotación que conoce la historia del país” (Cas-
tellanos, 2004: 97), llegó acompañada de particulares formas de 
vio lencia contra las mujeres que habitaban estos territorios. La lec-
tura de este período histórico muestra cómo llegaron aparejados el 
des pojo de tierras aplicado a las comunidades, con violación sexual 
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aplicada a las mujeres. En estos procesos de violencia sexual y des-
po jo de tierras actuaron sistemas de larga data como el pensamiento 
pa triarcal, así como el sistema colonial en proceso de germinación.

Las mujeres fueron reducidas, encomendadas y esclavizadas al 
ser vicio de los colonizadores, proveyendo mano de obra, pero ade-
más otra serie de servicios, incluidos los de carácter sexual. Cuando 
los colonizadores necesitaron mayores cantidades de mano de obra, 
im pusieron a las mujeres mecanismos para acelerar la reproducción, 
por ejemplo, a través del decreto emitido para que las mujeres se 
ca saran más jóvenes.

La violación sexual de mujeres indígenas se halla en la base del 
pro ceso de mestizaje durante la época colonial. Severo Martínez 
(1990: 262-264) explica que durante los primeros años de la conquista, 
el rapto y violación sexual de mujeres indígenas con lujo de violencia 
fue un fenómeno muy frecuente. Después, mientras llegaban las 
mu jeres de la Península Ibérica, los españoles construyeron viviendas 
pro visionales a las cuales llevaron a mujeres indígenas como concu-
binas, para obtener de éstas servicios domésticos y sexuales. Poste-
riormente, al instaurarse el régimen de servidumbre, como fenómeno 
rei terado los terratenientes se sirvieron sexualmente de las mujeres 
in dígenas, incluyendo el “derecho de pernada”. El autor resalta que 
el concubinato de los españoles con las mujeres indígenas se desa-
rrolló al margen del matrimonio y fue “una peculiar faceta de la 
opresión colonial”.

Durante la etapa de la Reforma Liberal, como resultado del 
sis tema de explotación en las fincas cafetaleras de agroexportación, 
se produjeron cambios profundos en las condiciones de vida de las 
mu jeres q’eqchi’s en el Valle del Polochic. Éstas fueron sometidas 
al encierro y a formas particulares de explotación económica, ya 
que fueron forzadas a trabajar como sirvientas, recolectoras, nodrizas, 
ni ñeras. Además, fueron violadas sexualmente por los finqueros, 
ca pataces y sus allegados.

En las fincas, las mujeres trabajaban especialmente en la selección 
del grano de café, trabajo técnicamente delicado. Las niñas eran 
tam  bién explotadas, ya que desde temprana edad comenzaban a 
tra  bajar en las fincas, como parte del grupo familiar, principalmente 
en la recolección del café. Sin embargo, las mujeres no fueron re-
co nocidas como trabajadoras.

Mujeres q’eqchi’s de la época actual poseen infinidad de historias 
de sus antepasadas en las fincas cafetaleras de la región, las cuales 
ates tiguan que las mujeres no sólo fueron sometidas al trabajo 
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forzado, sino también a la violación sexual. Esto lo sintetiza así 
Greg Grandin (2007: 52): “La vida en las fincas descansaba tanto 
en las violaciones y el sexo, como en el trabajo forzado”.

En la etapa actual de profundización del modelo extractivista 
neoliberal, evitar el despojo de tierras por parte de empresas na-
cionales y transnacionales constituye una prioridad para las mujeres 
q’eqchi’s en el Valle del Polochic. Esto las ha colocado en la primera 
línea de la violencia desatada por tales empresas para expulsar a la 
po blación de tierras en disputa. Durante los desalojos las mujeres 
han sufrido los mayores daños, ya que no sólo han enfrentado la 
des trucción de viviendas, alimentos y otros bienes, sino también 
han sufrido violación sexual, tal como se documenta más adelante 
en este estudio.

Organizaciones feministas que participan en las luchas por la 
de fensa del territorio han denunciado el impacto del modelo ex-
tractivista, particularmente la violencia sexual, en las vidas de las 
mujeres. Al mismo tiempo, junto con otras organizaciones latino-
americanas, están construyendo un planteamiento interpretativo y 
po lí tico que se centra en el cuerpo de las mujeres como el primer 
te rritorio a defender.

Lorena Cabnal (2010), de la Asociación de Mujeres Indígenas 
de Santa María de Xalapán, Jalapa, afirma que las mujeres xinkas 
es tán luchando a la vez por la defensa territorial frente a la minería 
y la erradicación de la violencia contra las mujeres; añade que la 
de fensa de la tierra sin la defensa de las mujeres ante la violencia 
se xual es una incongruencia.

resistencia y rebeldía

Las mujeres han sido invisibles como sujetos históricos, a pesar de 
que han participado en los grandes y pequeños acontecimientos de 
la historia humana (Scott, 1996: 301). En Guatemala, sólo reciente-
mente, se ha empezado a develar cómo las mujeres indígenas a lo 
largo de la historia han sido protagonistas de innumerables procesos 
de resistencia y rebeldía para librarse de las múltiples cruces de 
do minación en sus vidas. De acuerdo con Emma Chirix (2013: 143): 
“Las mujeres indígenas no han sido víctimas pasivas de la dominación 
de clase, patriarcal y racial. Ellas han ejercido su poder enfrentándose 
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continuamente contra los encomenderos, habilitadores, funciona-
rios ladinos y ejército indígena y ladino”.

Severo Martínez (2011: 151-152) revela que durante el régimen 
co lonial las mujeres indígenas fueron protagonistas de una gran 
can tidad de actos de rebeldía y levantamientos indígenas. Además, 
hu bo muchos motines que fueron iniciados o bien dirigidos por 
mu jeres, como Micaela Pérez, de Comalapa, o Francisca Ixcaptá, 
de Santa Catarina Ixtahuacán. Esta última, en 1814: “(…) agitó al 
pue blo contra los justicias, se enfrentó a éstos en el motín y le 
arrebató la vara de mando al alcalde primero (...). Fue apresada y 
lo gró escapar (...). De regreso encabezó un asalto a la cárcel para 
li berar a los presos, entre quienes se hallaba su marido”.

A finales del conflicto armado, mujeres tz’utujiles de Santiago 
Atitlán, ante la masacre perpetrada por el ejército el 2 de diciembre 
de 1990, jugaron un papel central en la organización comunitaria 
pa ra lograr el cierre del destacamento militar y la expulsión del 
ejér cito de su municipio (Acevedo, 2011: 225).

En la actualidad muchas mujeres indígenas, junto con mestizas, 
tie nen una presencia masiva y se han puesto a la cabeza de movimien-
tos comunitarios en defensa de la tierra y el territorio, frente a 
pro yectos extractivos de empresas transnacionales y nacionales que 
es tán despojando a las comunidades de su patrimonio y son lesivos 
pa ra los seres humanos y el medio ambiente. En estas luchas destacan 
los ejemplos de Crisanta Pérez y las mujeres del pueblo mam en la 
re sistencia frente a la mina Marlin, en San Miguel Ixtahuacán, San 
Marcos; así como Hermelinda Simón y las mujeres q’anjobales, en 
la defensa del agua frente a la imposición de una hidroeléctrica en 
Santa Elena Barillas, Huehuetenango.

Ante el acaparamiento de tierras que llevan a cabo empresas 
pro ductoras de agrocombustibles y mineras, la regularización de la 
te nencia de los terrenos se ha convertido en una prioridad para las 
mu jeres. Además, en varias regiones del país las mujeres campesinas 
se han opuesto a la venta de su patrimonio, lo cual en la gran mayoría 
de los casos es una decisión asumida unilateralmente por el esposo. 
En el Ixcán, por ejemplo, mujeres q’eqchi’s emprendieron acciones 
co lectivas de oposición a la venta de las parcelas.

No obstante, pese a la presencia masiva de mujeres en las luchas 
por la defensa de la tierra y el territorio, en este movimiento esca-
samente se visibiliza el impacto que los procesos de despojo de 
tie rras están teniendo en las mujeres como resultado de las múltiples 
opresiones que atraviesan sus vidas. Respecto a la participación de 
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las mujeres indígenas en movimientos emancipatorios, Aura Cumes 
(2012: 13) expresa: “Si bien, las mujeres tienen una gran fuerza en 
es tos movimientos, éste es un lugar difícil para hablar de las opre-
siones de las mujeres y de sus formas de solución porque prima la 
ex periencia, la palabra y la autoridad de los hombres o más bien la 
au toridad masculina”.

el legado de mamá maquín

Adelina Caal, mujer q’eqchi’ conocida como Mamá Maquín, es un 
per sonaje legendario por sus luchas a favor de la tierra y contra la 
ex plotación económica. Nació en 1915 y, junto con su familia, se 
des plazó de Carchá hacia el Valle del Polochic en busca de tierras, 
donde obtuvieron un terreno en la finca La Soledad, Panzós.

En Panzós Mamá Maquín desarrolló un fuerte liderazgo en las 
mo vilizaciones campesinas por la tierra, a la vez que promovió la 
or ganización de las mujeres y su participación en estas luchas. Im-
pulsó también actividades culturales del pueblo q’eqchi’. Por todo 
esto, ella gozaba de reconocimiento y liderazgo en las comunidades 
cam pesinas de la región. El 29 de mayo de 1978 Adelina Caal enca-
be zó la marcha que culminó con la masacre de Panzós, en la cual 
per dió la vida.

Manuela Tzi, mujer q’eqchi’ de Panzós, al reivindicar la par-
ticipación de las mujeres en las luchas por la tierra, recuerda el 
ejem plo que les legó Mamá Maquín:

En esta lucha no sólo los hombres han estado. La misma necesidad 
[de tierra] tienen los hombres y las mujeres. El ejemplo más inmediato 
es el de Adelina Maquín. Le ponía ganas a la lucha. Una marcha para 
pe dir la tierra, la cual ella encabezó (…) (Panzós, entrevista grupal, 
08/05/12).

Para honrar la memoria de Mamá Maquín, actualmente lleva su 
nom bre una organización de mujeres indígenas y campesinas, quie-
nes son retornadas del refugio en México durante el conflicto ar-
ma do, y, junto con otras organizaciones, han sido pioneras en la 
lu cha por el derecho de las mujeres a la propiedad y la copropiedad 
de la tierra.
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CaPítulo iV
las mujeres de sePur ZarCo

Yo nací un día cuando estaba tierna la luna.
Alicia Tení

las Violaciones a los derechos humanos

cómo sucedieron los hechos

Entre los años 1982 y 1988, mujeres campesinas q’eqchi’s y sus 
fa milias, residentes en varias comunidades de Panzós y El Estor, 
de los departamentos de Alta Verapaz e Izabal, respectivamente, 
fue ron víctimas de un conjunto de violaciones a los derechos hu-
manos perpetradas por integrantes del ejército, en el marco de la 
política contrainsurgente del Estado durante el conflicto armado. 
En la región del Valle del Polochic, la Comisión para el Esclarecimiento 
His tórico documentó miles de casos de desaparición forzada, tortura, 
eje cución extrajudicial y masacres cometidas por el ejército, espe-
cialmente entre 1981 y 1983.

Los hechos de violencia en el Valle del Polochic se desencadenaron 
a raíz de la militarización y el inicio de operativos contrainsurgentes. 
Es to incluyó patrullajes permanentes de tropas del ejército, re-
clutamiento de hombres de las comunidades como Comisionados 
Mi litares,17 despliegue de varios destacamentos militares y organización 

17. Los comisionados militares eran agentes que formaban parte de la estructura del 
ejér cito, y conformaban una red con funciones de inteligencia, control y represión en 
las comunidades. Eran hombres que hablaban el idioma indígena de la comunidad, 
así como el español, lo que facilitaba su comunicación con los soldados. En Sepur 
Zarco los comisionados militares causaron terror entre las mujeres. Varios de ellos 
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de Patrullas de Autodefensa Civil (pac).18 Elemento central de los 
ope rativos contrainsurgentes fue la instalación del destacamento 
mi litar de Sepur Zarco, en la finca San Miguel, el cual se convirtió 
en lugar de operaciones para rastreos en las montañas, secuestros, 
tor turas y, especialmente, violaciones sexuales de mujeres.

En esta región el ejército desarrolló un plan articulado de ataques 
a la población civil no combatiente. El modus operandi tuvo una se-
cuencia de etapas que arrancaron con el secuestro, tortura y desapa-
rición forzada de dirigentes campesinos. A partir de ese momento 
las esposas de estos hombres fueron violadas sexualmente de forma 
ma siva y sistemática en sus viviendas. Luego sus casas y pertenencias 
fue ron quemadas y las cosechas destruidas. Las mujeres que escaparon 
a las montañas para salvar su vida e integridad, fueron objeto de 
per secución y represión. Las que permanecieron en la comunidad 
fueron obligadas a desplazarse a Sepur Zarco, en donde fueron 
so metidas a esclavitud sexual y doméstica en el destacamento militar.

Secuestro, tortura y desaparición forzada

A principios de 1982, tropas del ejército allanaron las viviendas de 
fa milias campesinas y secuestraron a 18 hombres en Sepur Zarco 
y comunidades ale dañas, quienes eran dirigentes comunitarios y los 
es posos de las mujeres cuyas historias se narran en este estudio. 
Ellos se habían organizado alrededor de diez años antes en Comités 
de Tierras, de forma abierta y legal, con el fin de obtener los títulos 
de propiedad sobre las tierras en las cuales trabajaban y vivían.19 
Los hijos de varias de las mujeres también fueron secuestrados en 
es tos operativos militares. Aurelia Botzoc denuncia: “Cuando llega-
ron los soldados empezaron a capturar. Se llevaron a mi esposo, se 

han conservado poder político, ya que después de la firma de los acuerdos de paz, se 
in volucraron en partidos políticos formados por militares, como el Frente Republicano 
Gua temalteco (frg) y el Partido Patriota (pp), los cuales han gobernado el país en 
di ferentes momentos.

18. Las Patrullas de Autodefensa Civil estaban conformadas por hombres de las co-
mu nidades que eran reclutados de manera forzosa. Quienes se negaban a participar 
eran objeto de represión, lo cual incluía la muerte. Los patrulleros eran obligados a 
par ticipar en acciones contrainsurgentes, junto con los soldados, bajo la jerarquía del 
ejército. 

19. También fueron secuestrados y desaparecidos muchos otros hombres de los 
alrededores. 
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fueron dos de mis hijos; uno tenía 18 años y el otro 15” (SZ-03, 
en trevista, 15/05/12).

Los campesinos fueron torturados en sus casas, frente a sus 
fa milias. Después fueron trasladados a destacamentos militares 
ins talados en las fincas vecinas, particularmente en la finca Tinajas, 
don de también fueron sometidos a tortura. No se supo del paradero 
de la gran mayoría de ellos. En algunos casos los cuerpos fueron 
vis tos en los caminos, mientras eran devorados por animales de 
ra piña. En 2012 se realizaron exhumaciones en la finca Tinajas, en 
la cual fueron descubiertas fosas clandestinas con 57 osamentas.

Las mujeres de Sepur Zarco identifican como una injusticia 
es tos hechos violentos contra los integrantes de sus familias porque 
ellos no habían cometido ningún delito. “¿Qué culpa tenía mi esposo 
cuando lo mataron?” (SZ, grupo focal, 17/07/12).

Violación sexual

Las mujeres fueron violadas de forma masiva y múltiple, frente a 
sus hijos e hijas menores, por soldados y oficiales cuando éstos 
irrum pieron en las casas para secuestrar a los campesinos. “Los 
ejér citos entraron en mi casa y mis hijos se asustaron cuando me 
aga rraron a la fuerza y ahí mismo me violaron” (E9-AV-Q, 15/03/06). 
Los soldados continuaron incursionando en las casas por las noches 
y violando a las mujeres.

Los militares violaron a una gran cantidad de mujeres de las 
co munidades, no sólo a las esposas de los dirigentes campesinos. 
Además, en algunas comunidades las mujeres fueron citadas a la 
iglesia o a la escuela por los comisionados militares, en donde fueron 
en cerradas y violadas sexualmente.

Las violaciones sexuales fueron perpetradas de forma organizada 
y siguiendo la estructura militar. En una entrevista colectiva con 
hom bres de Sepur Zarco y comunidades aledañas, éstos expresaron 
que “Los soldados se sentían con el derecho de agarrar a las mujeres; 
se organizaban para violar”. Agregaron que “Los tenientes eran los 
pri meros en hacerlo, luego los soldados” (SZ-H, entrevista grupal, 
09/05/12).

Los militares violaron a mujeres y niñas de todas las edades, así 
co mo mujeres en avanzado estado de embarazo o que recién habían 
dado a luz. “Yo puedo dar fe de eso, de que fui testigo, que incluso 
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empezaban a violar a las niñas desde los 12 o 13 años” (Tribunal 
de Conciencia, 2010: 32).

Las mujeres que después del secuestro de sus esposos fueron 
a buscarlos a las fincas cercanas, fueron también violadas. Otras 
fue ron secuestradas junto con sus esposos en los destacamentos-
fin cas, violadas sexualmente y sometidas a otras formas de tortura. 
Paulina Pol, quien fue capturada ilegalmente junto con su esposo 
e hijos, relata:

El ver a mi esposo colgado, agonizando, cuando yo vi esa escena 
me desmayé del impacto. Con la desesperación lejos de mi hijo de 6 
me ses, con la incertidumbre si estaba o no vivo, si le estaban dando 
de comer o si estaba aguantando hambre (SZ-19, entrevista, 21/06/12).

Destrucción de viviendas y cosechas

Después del secuestro de los hombres, los soldados y patrulleros 
que maron las viviendas, destruyeron las siembras y las cosechas, 
así como otros enseres domésticos y mataron los animales domésticos 
de las familias. Maya Ic manifiesta: “Quemaron mi casa, las siembras, 
mi café, la milpa, cerdos, animales, todo lo que tenía” (SZ-12, en-
trevista, 17/05/12).

Después de la destrucción de la vivienda y todos sus bienes, 
va rias de las mujeres se quedaron viviendo a la intemperie. Mariana 
Chen tuvo que vivir durante más de un año, junto a sus hijos peque-
ños, cubiertos solamente con piezas de nylon atadas a un árbol 
(Tes timonio presentado en el Juzgado de Primera Instancia Penal 
de Alto Riesgo B, en audiencia como anticipo de prueba, septiembre 
2012).

Ante la desaparición del esposo, la violación sexual y la destruc-
ción de sus medios de subsistencia, muchas mujeres se vieron 
forzadas a huir a las montañas, en donde permanecieron períodos 
hasta de seis años. Sin embargo, allí las condiciones de vida eran 
su mamente pre carias, ya que carecían de alimentos y abrigo. El 
ejér cito ejerció persecución contra las mujeres y las familias que 
bus caban escapar de su control, destruyendo lo poco que éstas 
sem braban, con el fin de asfixiarlas por medio del hambre y forzarlas 
a entregarse. En las montañas varias mujeres vieron morir a sus 
hi jos e hijas por falta de alimentos y enfermedades. Cleotilde Raxjá 
com partió este doloroso testimonio:
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(…) una semana de haber agarrado mi marido cuando los militares 
me violaron. Yo tuve que ir a esconderme en la montaña y ahí estuve 
seis años, pero ahí no había nada de comida (…) mis dos hijos se 
mu rieron de hambre. Yo tuve que enterrarlos. Ahí se quedaron en la 
montaña (E14-AV-Q, 02/03/06).

Otras mujeres decidieron permanecer en casas de familiares o 
ve cinos durante el día y trasladarse a los cerros cercanos durante 
la noche, con el fin de evitar la violación sexual de los soldados.

Desplazamiento forzado a Sepur Zarco

Después del secuestro y desaparición forzada de los dirigentes 
cam pesinos, el ejército ordenó a los habitantes de las comunidades 
de la zona abandonar sus casas y trasladarse a Sepur Zarco, cerca 
del destacamento militar, en donde fueron objeto de estricto control. 
Quie nes se oponían a hacerlo eran acusados de ser guerrilleros. “Si 
alguien de ustedes va a seguir viviendo en esta comunidad, es que 
son pecadores, son guerrilleros” (SZ-01, entrevista, 14/05/12).

A partir del secuestro de los esposos, las mujeres empezaron a 
ser nombradas por los miembros del ejército como “las viudas”. 
Los comisionados militares, bajo amenazas de muerte e invocando 
el poder de la ley, ordenaron a las viudas trasladarse al destacamento 
mi litar de Sepur Zarco para servir al ejército. “Tenés que ir a trabajar 
al destacamento, así salió en la ley, me dijo el comisionado” (SZ-03, 
en trevista, 15/05/12).

Además, otras mujeres que habían huido a la montaña con sus 
hi jos, y que agobiadas por el hambre y las enfermedades volvieron 
a las comunidades, fueron también forzadas a trasladarse a Sepur 
Zarco.

En Sepur Zarco las mujeres fueron obligadas a establecerse 
junto al destacamento, donde tuvieron que construir pequeñas 
cham pas para vivir. “Ahí hicimos una casa de lámina y ahí pasamos 
los seis años. Estaba el destacamento, solo que a la par yo tenía mi 
ca sa de cinco laminas porque ahí estuvieron mis hijos mientras yo 
co cinaba comida para los militares” (SZ, 02/03/06). Otras mujeres, 
junto a sus hijos, fueron ubicadas en casas aledañas al destacamen-
to, las cuales fueron denominadas por los soldados “casas de viudas”. 
Algunas otras se fueron a vivir a casas de familiares en Sepur Zarco.
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Las champas instaladas junto al destacamento parecían, de 
acuerdo con las mujeres, gallineros o bien casas de perros. “Primero 
estuve en una casa como de perros. Cuando los soldados nos dejaron 
libres, venimos aquí” (SZ-05, entrevista, 15/05/12).

Esclavitud doméstica y sexual

En el destacamento militar de Sepur Zarco las mujeres fueron for-
zadas a realizar trabajo doméstico, sin remuneración alguna, teniendo 
la obligación de preparar la comida, hacer la limpieza y lavar los 
uni formes de los soldados. Para ello fueron organizadas por turnos, 
que debían realizar cada tres días, bajo el estricto control de los 
co misionados militares.

El régimen de esclavitud doméstica, que duró en promedio seis 
años, tuvo dos etapas. En la primera, las mujeres debían trabajar al 
in terior del destacamento. En la segunda, tenían la obligación de 
pre parar tortillas de maíz en sus casas y llevarlas al destacamento. 
Car melita Ical revela: “Estuve 6 meses trabajando en el destacamento 
(…) pero no sólo 6 meses estuvieron los soldados, a saber cuántos 
años estuvieron allí y nosotros seguíamos mandando tortilla” (SZ-
11, entrevista, 17/05/12).

La esclavitud doméstica en el destacamento llegó a niveles de 
ex plotación económica extrema, ya que las mujeres eran forzadas 
a trabajar doce horas al día. Esto les impidió proveer alimentos y 
otros cuidados a sus hijos durante el día. Andrea Cu lo explica de 
esta forma:

En el destacamento de Sepur yo me mantenía trabajando y mis 
hi jos solos, aguantando hambre en la casa. Nos sacaban tarde. Hasta 
cuan do yo salgo del destacamento yo llego a mi casa y empiezo a 
pre parar la comida para mis hijos (SZ-04, entrevista, 15/05/12).

Además, las mujeres fueron obligadas a proveer las materias 
pri mas para el trabajo que realizaban, es decir, el maíz para preparar 
las tortillas y el jabón para lavar la ropa de los soldados. Todo esto 
sig nificó un sacrificio extremo para las mujeres, con el consiguiente 
de terioro de su salud, así como la de sus hijas e hijos.

La esclavitud doméstica iba de la mano con la esclavitud sexual 
en el destacamento militar de Sepur Zarco. Todas las mujeres que 
hi cieron trabajo doméstico forzado, fueron violadas sexualmente 
de manera sistemática, masiva y múltiple por los soldados. “Nos 
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con formaron por grupos para ir a hacer turnos, para hacerles la 
co mida, las tortillas. Luego de cumplir con todo eso que ellos nos 
imponían, empezaban a violarnos una a una” (Tribunal de Conciencia, 
2010: 33).

Cada vez que las mujeres iban a hacer turnos al destacamento 
eran violadas, ya sea en la galera donde se encontraban las camas 
de los soldados, en la cocina, en la garita de vigilancia o en la fosa 
cons truida para la tortura. También fueron violadas en el río Ro-
quepur, cuando iban a lavar los uniformes de los soldados. “Estuvimos 
dos años en el destacamento. En ese tiempo éramos nosotras galli-
nas que cualquiera se le antojaba agarrarnos. Pasaron por nuestro 
cuerpo y ahí nos violaron” (E7-AV-Q, 01/03/06).

En el destacamento las mujeres fueron violadas de forma masiva 
y múltiple, ya que grupos de soldados violaban simultáneamente a 
las mujeres, y cada mujer era violada por varios hombres. También 
fue ron violadas las mujeres en las “casas de viudas”. “A veces nos 
ha cían en la casa o en el destacamento. Siempre nos ponían el arma 
en el pecho” (SZ-01, entrevista, 20/06/12).

Las mujeres no tenían ninguna posibilidad de impedir la viola-
ción sexual o escapar, ya que, además de ser violadas bajo la amenaza 
de muerte con armas de fuego, eran permanentemente vigiladas y 
te nían prohibido salir de la comunidad. Esto ocurrió en un contexto 
en el que el ejército controlaba completamente y restringía la mo-
vilidad de toda la población.

El destacamento militar de Sepur Zarco funcionó principalmente 
como lugar para “el descanso de la tropa”, es decir como centro 
para la violación sexual de mujeres. Esto se evidencia por medio 
de dos prác ticas. Una, la rotación constante y masiva de soldados 
que lle ga ban de otros destacamentos, supuestamente para descansar 
y que les lavaran la ropa. “En ese tiempo llegaban bastantes, podría 
decir que por miles. Los soldados se iban rotando” (Tribunal de 
Conciencia, 2010: 32). Dos, la implantación del control natal, ya 
que las mujeres eran obligadas a ingerir píldoras o les aplicaban 
inyecciones anticon ceptivas cuando hacían los turnos (Testimonios 
presentados en el Juzgado de Primera Instancia Penal de Alto Riesgo 
B, como anticipo de prueba, septiembre 2012).
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El asesinato de Dominga Coc y sus hijas

La historia de Dominga Coc tuvo un fuerte impacto entre las mujeres 
es clavizadas en Sepur Zarco, como una amenaza constante de lo 
que podía ocurrirles a ellas. Dominga fue capturada en este destaca-
mento, junto con su esposo y sus dos pequeñas hijas, Anita y Her-
melinda. En el destacamento Dominga fue violada sexualmente en 
forma atroz por más de 20 soldados, frente a su esposo y sus hijas.

El esposo de Dominga Coc sobrevivió y cuenta: “Yo vi con 
mis propios ojos como los soldados pasaron uno por uno con ella, 
de lante de mis dos niñas. Mi esposa solo me miraba”. Luego él fue 
tras ladado a la finca Pataxte, donde fue sometido a torturas durante 
30 días. (SZ-H-01, entrevista, 17/02/12). En el destacamento de 
Se pur Zarco tiempo después Dominga y sus hijas desaparecieron. 
Ellas habían sido asesinadas, como se comprobó en el año 2001, 
cuando fueron encontrados y exhumados los restos óseos de Do-
minga, así como vestimenta de las niñas, junto al río Roquepur.

Las mujeres de Sepur Zarco también fueron objeto de otras 
violaciones a los de rechos humanos, como desnudez y matrimonio 
forzosos. Cuando iban al río a lavar los uniformes de los soldados, 
las mujeres fue ron obligadas en varias ocasiones a desnudarse y 
bañarse con los soldados. Además, algunas mujeres se vieron 
obligadas a unirse con sus captores, como un mecanismo para poner 
fin a las violaciones se xuales masivas de los soldados.

las secuelas

¡Ay Dios!, ahí nos entró el miedo.
Hermelinda Rax

Violencia sexual: consecuencias físicas y psicosociales

Cuando el ejército se retiró de Sepur Zarco la población recuperó 
cierta tranquilidad. Algunas personas regresaron a sus comunidades 
de origen, mientras otras se desplazaron a diferentes regiones. Sin 
em bargo, para las mujeres que habían sufrido las violaciones sexuales 
el suplicio no terminó ahí, ya que tuvieron que seguir lidiando du-
rante décadas con las secuelas físicas y psicosociales de tales crímenes.
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Lore Aresti (2003: 32) dice que la violación sexual constituye 
“una agresión que repercute, más allá de la materialidad del hecho, 
en la capacidad psíquica y en la integridad de la mujer”. Para las 
mu jeres del grupo de Sepur Zarco y las comunidades aledañas, las 
con secuencias físicas de la violación sexual incluyeron abortos y 
em barazos forzosos, incapacidad de volver a concebir, hemorragia 
vaginal, dolores musculares, así como otras enfermedades que les 
han durado muchos años. Entre las consecuencias psicosociales 
des tacan el miedo, el silencio, el encierro, la estigmatización social, 
así como sentimientos de culpa y vergüenza.

Las mujeres de Sepur Zarco se vieron forzadas a guardar silencio 
du rante 25 años acerca de los graves crímenes de violencia sexual 
co metidos contra ellas. El silencio formó parte de las estrategias 
de afrontamiento y sobrevivencia ante los imaginarios sociales sobre 
la violación sexual. Olivia Yat recuerda:

La única solución que encontramos era estar lo más encerradas 
y calladas para poder sobrevivir. Nadie, a nadie le podíamos contar 
lo que nos había pasado por temor a lo que nos pasara a nosotras y 
a los que estaban cerca de nosotras (SZ-05, entrevista, 15/05/12).

Las mujeres que fueron violadas en sus casas sin testigos, guar-
daron silencio para evitar reacciones de rechazo y violencia por 
parte de su pareja actual. Quienes fueron violadas de manera pública, 
ca llaron para evitar la violencia de los perpetradores, ya que muchos 
de ellos vivían en sus mismas comunidades. Callaron también para 
evi tar reavivar la estigmatización y el rechazo comunitario. Sin em-
bargo, ellas en la soledad de sus casas recuerdan los hechos, los 
sueñan, les causan “dolor en el corazón”. (Fulchiron et al., 2009).

Además, muchas de las mujeres que se unieron a nuevos cónyuges 
han sufrido violencia física y psicológica, ya que ellos las culpan 
por no haber evitado la violación. “La persona con que me junté 
me empezó a pegar cuando se enteró de lo que me había sucedido... 
Él me sacaba en cara que yo me había dejado violar por los soldados, 
me pegaba” (SZ-13, entrevista, 18/05/12).

Acorde con la lógica patriarcal, la violencia sexual es un crimen 
por el cual se culpabiliza a las víctimas. Aun cuando las violaciones 
se xuales tuvieron lugar en un contexto de terror, de militarización 
y guerra, donde las mujeres no tenían ninguna posibilidad de escapar, 
hoy se les culpabiliza por la violencia sexual que les fue infligida. 
Por medio de imaginarios patriarcales se generan dudas sobre las 
mu jeres, en el sentido de que pudieron haber provocado la violación 
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o que, habiendo podido hacerlo, no la evitaron. La duda incluye 
tam bién la posibilidad de que las mujeres hubieran encontrado 
pla cer en la violación.

La esclavitud sexual en el destacamento militar ha sido la principal 
fuen te de estigmatización contra las mujeres. Dos características 
de la esclavitud sexual agudizaron la estigmatización: la duración 
de la esclavitud en períodos que duraron hasta seis años y la modali-
dad que tuvo el régimen de esclavitud sexual, mediante los turnos, 
por lo cual las mujeres entraban y salían del destacamento.

En la cultura patriarcal los hombres se apropian de las mujeres 
a través del acto sexual, “las hacen suyas”. Así, en la comunidad se 
ge neró la idea de que las mujeres esclavizadas en el destacamento 
eran propiedad de los soldados. “Hablaban que muchas viudas están 
allí trabajando, que ahora las viudas son para los soldados” (SZ-H-
03, entrevista, 17/02/12).

Por lo anterior, en las comunidades las sobrevivientes de violencia 
se xual han sido representadas socialmente como cómplices de los 
sol dados, como parte del enemigo. Esto profundizó el rechazo 
so cial y la estigmatización hacia ellas. De forma peyorativa han sido 
ca lificadas como las amantes de los soldados. “Las mujeres que 
te nían sus esposos hablaban de nosotras diciendo que somos queridas 
de los militares” (E11-AV-Q, 03/09/06).

Las consecuencias de la violación sexual en las mujeres incluye-
ron sen timientos de autoculpabilización, in terpretando la violación 
sexual como adulterio. Las creencias reli giosas aumentaron el 
sentimiento de culpa. Algunas mujeres pidieron per dón a Dios por 
haber sido infieles a sus esposos y por haber co metido un pecado. 
“Yo era casada y me dio pena cuando abusaron de mí porque cuando 
nos casamos nos dijeron que no debe de haber adulterio, también 
nos dijeron si cometen un pecado nunca van ver a Dios” (E11-
AV-Q, 03/09/06).

La autoculpabilización es construida por las mujeres mediante 
me canismos ideológicos patriarcales. Marcela Lagarde (1993: 283) 
ex presa que la explicación que dan las mujeres a la violencia sexual 
es coyuntural, separando la experiencia propia de la del resto de 
mu jeres; con ello, el círculo ideológico se cierra, ya que “ante sus 
pro pios ojos, que son los ojos de la cultura patriarcal, la víctima es 
la causante del daño que le han infligido”.

Además, a las sobrevivientes de violencia sexual se les ve como 
per sonas peligrosas para los hogares y un mal ejemplo para las jó-
venes. Con el fin de romper esa estigmatización varias mujeres 
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de cidieron unirse a otro hombre. “Me dejaron de insultar cuando 
yo me volví a juntar. Yo no quería juntarme, pero por las críticas 
acepté a mi nuevo marido y así dejaron de molestarme” (E14-AV-Q, 
02/03/06).

También se les consideró impuras y sucias por haber sido vio-
ladas. Paula Tut, después de la violencia sexual se trasladó a la casa 
de unos familiares; sin embargo, cuando éstos se enteraron que 
ha bía sido violada “me dijeron que ya no tengo derecho de tocar 
las cosas que tenían en su casa y después me sacaron de la casa” 
(E21-AV-Q, 12/10/06).

Consecuencias de la desaparición forzada de los esposos

El miedo es una de las secuelas de los graves hechos de violencia 
vi vidos por las mujeres. Este sentimiento, que arrancó desde que 
el ejército secuestró a sus esposos y se profundizó con las violaciones 
se xuales, y las ha acompañado por mu chos años. “Desde que empecé 
a sentir miedo fue cuando em pezaron a sacar los esposos de las 
casas. ¡Ay Dios!, ahí nos entró el miedo. Sentí miedo en mi corazón 
y en mi pensamiento, ahí es donde empezó” (SZ, entrevista grupal, 
20/06/12).

La pérdida del cónyuge, como resultado de la desaparición for-
za da o el asesinato por parte del ejército, tuvo serias consecuencias 
materiales, subjetivas y simbólicas en la vida de las mujeres y sus 
hijos e hijas, lo cual les ha impactado a lo largo de sus vidas.

La carga de trabajo se incrementó sustancialmente para las mu-
jeres, ya que ellas se convirtieron en las únicas proveedoras de sus 
hogares. A esto las mujeres le atribuyen padecimientos físicos que 
les han durado toda la vida. “Tuve que chapear, limpiar la milpa. 
Me duele demasiado mi pecho. Mi espalda me duele. Por eso estoy 
sufriendo ahora. Yo tuve que hacer el trabajo como hombre, pues 
me quedé sola” (SZ-03, entrevista, 15/05/12).

La pérdida del padre tuvo alto impacto en los niños y niñas, ya 
que, en el contexto socioeconómico y político en que vivían, se 
pro fundizó el empobrecimiento de las familias. “Cuando él se fue 
me quede tan triste. Me dejó con cuatro niños, dos varones y dos 
mu jeres. No hallaba que hacer, no hay donde conseguir dinero para 
co mer con ellos. Mis hijos aguantaron hambre” (SZ-05, entrevista, 
15/05/12). Además, la pérdida del padre significó privar a los niños 
de otros derechos sociales, como la educación. “Mis hijos no es-
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tudiaron (...) pero si estaría vivo su papá tal vez mis hijos hubieran 
es tudiado” (E7-AV-Q, 01/03/06).

Por el hecho de haberse quedado sin la figura del esposo, varias 
mu jeres fueron despojadas de sus terrenos. “En mi comunidad me 
han tratado mal por ser viuda, porque yo viví sola mucho tiempo. 
La gente pensaba que yo no iba poder pagar el terreno, por eso lo 
qui taron” (E7-AV-Q, 01/03/06).

En el contexto social imperante, las mujeres deben contar con 
la presencia física y simbólica del esposo para que las cuide. El ha-
berse quedado viudas, les ha traído como consecuencias la restric-
ción de la movilidad, así como la privación de su derecho al esparci-
miento. Mariana Maquín cuenta:

Cuando estaba mi esposo, él me lleva a la fiesta patronal de Panzós, 
o sea a la fiesta de Santa Rosa o a la de Telemán. Él nunca me dejó. 
Si hay fiesta patronal él me lleva. La verdad es que lo disfruté con él 
sa lir afuera. Ahora ya no hay quien me cuide, ya no es igual. Ahora 
ya no puedo salir sola (SZ-01, entrevista, 14/05/12).

Consecuencias culturales en la comunidad

La violencia brutal desatada por el Estado durante el conflicto ar-
ma do tuvo impactos culturales en las comunidades indígenas, ya 
que cortó con prácticas ancestrales y significativas en la vida de los 
pue blos indígenas, transformando dinámicas sociales.

Irma Alicia Velásquez Nimatuj (2010: 122) explica que las viola-
ciones se xuales masivas de mujeres indígenas, provocaron que éstas 
per dieran el respeto y la posición comunitaria que tenían, tal es el 
caso las comadronas, las hueseras, las hierberas, las aj’qijab’ o las 
mediado ras de conflictos. Además, la violencia sexual implicó que 
las mujeres de jaran de suministrar servicios clave a sus comunidades, 
que no pro porciona el Estado, e impidió el proceso de construcción 
de co nocimientos a las mujeres indígenas.

Con la destrucción de sus viviendas, las mujeres perdieron ob-
je tos que las relacionaban con sus padres, abuelas y abuelos, los 
cua les tenían un contenido afectivo con la familia. Estos elementos, 
co mo las piedras para moler el maíz, constituían formas de convivir 
en tre generaciones; revestían una importancia simbólica y espiritual.

El asesinato de los líderes espirituales fue una pérdida sensible 
pa ra las comunidades indígenas, ya que, en el marco de su cosmovisión, 
significó la imposibilidad de dar un sentido a lo que ocurría e impidió 
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rea lizar los rituales necesarios para acompañar los ciclos de la vida. 
Es tela Maaz explica:

Los guías espirituales nos enseñan a estar bien con todo lo que 
te nemos alrededor. Durante el conflicto se llevaron a tres guías espi-
rituales. Ellos pedían en la comunidad por la siembra, por los niños 
(…) todo eso quedo en la nada (SZ-09, entrevista, 21/06/12).

las causas, en su interacción

¿Cuáles son las causas fundamentales de las atrocidades cometidas 
contra las mujeres de Sepur Zarco, particularmente la esclavitud 
sexual y doméstica en el destacamento militar? Para responder a 
esta pregunta es indispensable incorporar en el análisis el entre-
lazamiento de los principales sistemas de dominación que atraviesan 
la vida de las mujeres indígenas, en el contexto del conflicto armado.

La tierra y la guerra

Las mujeres de Sepur Zarco explican que la violencia sufrida por 
ellas y sus familias es resultado de las luchas por la tierra. La violencia 
lle gó a sus comunidades cuando los campesinos se organizaron 
pa ra obtener los títulos de propiedad de los terrenos donde vivían. 
“Pienso que el motivo de la violencia que pasó, es que fue por la 
ma dre tierra. En ese tiempo se hicieron las solicitudes para conseguir 
la tierra ante el gobierno. Por eso tomaron la decisión de matarnos” 
(SZ-03, entrevista, 15/05/12).

Al analizar los hechos de violencia, las mujeres hacen acopio 
de la memoria histórica sobre la explotación económica vivida por 
sus antepasados en las fincas de café, así como sus historias de 
des plazamiento en busca de tierras.

Mis padres me contaron todo lo que vivieron en la finca de café. 
Los finqueros de café son ricos porque los pobres trabajaron con 
ellos, porque sólo pagan un poco a los hombres que trabajaban con 
ellos y por eso ganaban millones de dinero (HV4-AV-Q, 10/08/06).

Ellas forman parte de familias que migraron de las tierras altas 
de Alta Verapaz, especialmente de Senahú. Siendo niñas o mujeres 
jó venes llegaron a los terrenos donde habitan, abriendo brecha para 
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sem brar, construir sus viviendas y hacer sus vidas. Regina Tiul re-
cuerda:

Cuando nos venimos aquí fue por mi papá, pues él se vino a 
bus car tierra. Aquí crecí. Esta comunidad no era aldea todavía, la 
gen te estaba llegando. La gente empezó a botar árboles. Todo era 
pu ra montaña. Había que botar bosque para construir la casa y para 
sem brar (SZ-06, entrevista, 16/05/12).

Las mujeres han continuado, a lo largo de muchos años, con 
los esfuerzos para obtener el título de propiedad sobre la tierra 
don de viven. Algunas lo han obtenido, mientras que la mayoría no. 
An drea Cu cuenta “hace como 2 años logramos la escritura del 
te rreno” (SZ-04, entrevista, 15/05/12). Sin embargo, el título de 
pro piedad no salió a nombre de ella, sino de sus hijos.

La guerra, afirman las mujeres, dio inicio en las comunidades 
cuan do los militares secuestraron a sus esposos e hijos. Aurelia 
Bot zoc señala: “Y quisiera compartir cómo fue cuando llegó la 
gue rra en mi comunidad. Cuando llegaron los soldados empezaron 
a capturar, se llevaron a mi esposo, se fueron dos de mis hijos” 
(SZ-03, entrevista, 15/05/12).

A partir de entonces se impuso el terror y el silencio en sus 
co munidades y en sus vidas: “Cuando comenzaron a llegar los mili-
tares (...) el lugar se fue volviendo triste y nosotras también. El 
te mor de hablar, el tener que quedarnos en silencio, no tener ningún 
lu gar o persona a quien se pudiera contar lo que estábamos viviendo” 
(SZ, entrevista grupal, 20/06/12).

Para Alejandra Sagüí la llegada del ejército significó la destrucción 
to tal de las comunidades, la pérdida de la paz: “Cuando llegan los 
mi litares al lugar nosotros perdimos todo, toda nuestra salud. Ellos 
nos destruyeron todo, el ejército en conjunto con los finqueros. 
Nos quitaron lo que más queríamos, se fue la paz del lugar” (SZ-20, 
en trevista, 21/06/12).

En la explicación que las mujeres se dan a sí mismas sobre lo 
que originó la esclavitud doméstica y sexual, aparece, en primer 
lu gar, el haberse quedado sin el esposo. “Dijeron que todas las viu-
das, que las mujeres que se quedaron solas tienen la obligación de 
ser vir a los soldados (…) Entonces nos llevaron para allá” (SZ-11, 
en trevista, 17/05/12).

La ejecución extrajudicial o la desaparición forzada del esposo 
es interpretada por las mujeres como el hecho violento que desenca-
denó las otras violaciones a los derechos humanos, ya que a partir 
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de entonces ellas: 1) fueron violadas por los soldados; 2) fueron 
so metidas a esclavitud sexual y doméstica en el destacamento militar; 
3) tuvieron que hacerse cargo del sostenimiento de sus hijos; y 4) 
sus hijos fueron privados de derechos esenciales, en primer lugar 
la alimentación.

Muchas de las mujeres consideran que la pérdida de sus esposos 
pu so fin a su felicidad. “Como ya lo hemos dicho, que antes que se 
lle varan a nuestros esposos la vida era feliz” (SZ, entrevista grupal, 
20/06/12). Al respecto, Irma Alicia Velásquez Nimatuj (2010: 121) 
expresa que, ante el trauma que implicó el arrasamiento de las 
comunidades in dígenas y la propia violencia sexual y material, las 
mujeres tienden a idealizar su cultura, sus vidas familiares y sus 
relaciones de pareja an tes de la violación.

Al analizar los hechos de violencia, las mujeres señalan la res-
ponsabilidad de los finqueros de la región, a la vez que reivindican 
sus derechos como indígenas y campesinos. Estela Maaz así lo sin-
tetiza:

La violencia vino porque luchamos por la tierra. Los finqueros 
se dieron cuenta que estamos creciendo y pensaron que como pueblos 
in dígenas “están agarrando todo”. ¿Acaso no tenemos derecho de 
pe dir si somos trabajadores? La respuesta de ellos fue la muerte (SZ-
09, entrevista, 18/05/12).

Explican las mujeres que los propietarios de las fincas entregaron 
al ejército listados con los nombres de los dirigentes campesinos, 
a quienes acusaron de apoyar a los guerrilleros. Liuba Quinich de-
nuncia: “Cuando se fue mi esposo, fue la misma finquera que entregó 
el listado al ejército. Porque mi esposo cuando termina de trabajar 
se va a pescar, lo que ella dice es que mi esposo se va a dejar la co-
mida de los guerrilleros” (SZ-07, entrevista, 16/05/12).

En el Valle del Polochic la represión del Estado durante el con-
flicto armado tuvo características propias. Allí los finqueros fueron 
ac tores de primera línea, ya que no sólo apoyaron política e ideoló-
gicamente al ejército sino que se involucraron directamente en los 
operativos represivos, ya sea haciendo labor de inteligencia, pres-
tando tractores y camiones, o bien cediendo tierras para instalar 
los destacamentos militares.20

20. Los destacamentos militares en el Valle del Polochic fueron instalados en las fincas 
Se pur Zarco, Tinajas, Sa’quiha’, Panacté y Pataxte; así como también en las cabeceras 
municipales de Panzós, Telemán y El Estor (Paredes, 2006: 25).
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El informe Memoria del Silencio, de la Comisión para el Es-
clarecimiento Histórico (ceh: 2009), da cuenta de cómo la política 
con trainsurgente del Estado fue diseñada para defender los intereses 
eco nómicos y políticos de las clases dominantes. Si en algún lugar 
del país se evidencia nítidamente cómo las instituciones del Estado 
fue ron puestas al servicio de los intereses de los grandes propietarios 
de tierra, es en el Valle del Polochic.

En esta región el Ejército utilizó el conflicto armado pa ra poner 
fin a la organización y movilización campesina en favor del acceso 
a la tierra. Cuando tuvieron lugar los hechos de violen cia en Sepur 
Zarco, era débil la presencia de las organizaciones in surgentes en 
la región y ninguna de ellas instaló allí algún frente gue rrillero. Sin 
embargo, el ejército puso en práctica todo al arsenal con trainsurgente, 
secuestrando, torturando y asesinando campesinos, arra sando 
comunidades, desplazando de manera forzada a la po blación y 
violando sexualmente a las mujeres.

Violación sexual: arma de guerra

La violación sexual de mujeres en Sepur Zarco constituyó un arma 
de guerra en la política contrainsurgente del Estado, en el contexto 
del conflicto armado que tenía lugar en el país. En esos años el 
ejér cito llevaba a cabo las más horrendas acciones de tierra arrasada 
y genocidio en el altiplano occidental.

La forma organizada en que fueron perpetradas las violaciones 
se xuales de mujeres en Sepur Zarco, indica que no se trató de hechos 
aislados de la tropa, sino parte de un ataque a la población civil no 
com batiente, resultado de una planificación de carácter militar, 
di rigida desde los altos mandos del ejército en la región. Como ya 
se señaló, por un lado, las violaciones sexuales se perpetraron si-
guiendo la jerarquía militar. Por el otro, la aplicación sistemática de 
con traceptivos a las mujeres en el destacamento militar son una 
evi dencia sólida de que se trató de un operativo planificado, meticu-
losamente or ganizado.

Además, aún cuando las mujeres fueron violadas de forma sis-
temática en el destacamento, ninguno de los testimonios recabados 
ha bla de alguna sanción, ni siquiera en forma verbal, para los per-
petradores, lo cual significa que la violación sexual era algo permitido 
y fomentado (Paz, s.f.).
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Llevar prostitutas a los destacamentos militares fue una práctica 
uti lizada por el ejército durante el conflicto armado. En el plan de 
cam paña militar Victoria 82 se establece que los soldados, después 
de haber realizado determinadas tareas en los destacamentos mi-
litares, “podrían tener acceso o intercambio con el sexo opuesto” 
(Sen tencia por genocidio y delitos contra los deberes de humanidad 
con tra el pueblo maya ixil, 2013). Es importante señalar que al des-
tacamento de Sepur Zarco nunca llevaron prostitutas, lo cual es 
indicativo de que el “acceso al sexo opuesto” se ejecutó por medio 
de la violencia sexual.

Todo lo anterior reafirma cómo la violación sexual de mujeres 
en el destacamento de Sepur Zarco constituyó un arma de guerra 
en el marco de la política contrainsurgente del Estado.

La dominación patriarcal y la política contrainsurgente

Durante el conflicto armado el sistema de opresión de género fue 
ins trumental a los objetivos de la política contrainsurgente del Es-
tado. La dominación patriarcal proveyó a la contrainsurgencia, en 
pri mer lugar, un sistema de relaciones de poder que otorga a los 
hombres una posición de supremacía, a costa de la subordinación 
de las mujeres. Además, mecanismos específicos de ese sistema 
opre sivo fueron utilizados en el contexto de la guerra.

Cuando los altos mandos del ejército dieron la orden de violar 
a las mujeres encontraron un terreno fértil. Por un lado, socialmente 
exis te permisividad hacia la violencia contra las mujeres; por el otro, 
la violación sexual de mujeres ha sido ejercida históricamente en 
la cotidianidad, tanto desde el espacio privado, incluyendo incesto 
y violación conyugal, así como desde el ámbito público, como asal-
tos sexuales en caminos y terrenos baldíos, en escuelas y entidades 
la borales.

Las guerras y la militarización refuerzan la construcción de la 
se xua lidad masculina basada en la fuerza y agu dizan la violencia 
sexual contra las mujeres. Analizando la dinámica de los perpetradores 
en este tipo de escenarios, Rita Segato (2006: 19-20) explica que 
los violadores establecen un doble diálogo, a tra vés de un eje vertical 
y otro horizontal. El eje vertical constituye su interacción con las 
víctimas, a quienes insultan y humillan, mientras que en el eje 
horizontal se dirigen a sus pares para demostrar que merecen formar 
parte y adquirir una posición destacada en la her mandad viril.
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Es necesario tener en cuenta que la esclavitud sexual constituyó 
una forma particular de violación masiva y múltiple durante el con-
flicto armado. Las violaciones sexuales masivas y múltiples tienen 
dos efectos perversos. Del lado de las víctimas, acrecientan las 
consecuencias psicosociales en las mujeres, en forma de estigmatiza-
ción y ostracismo en sus comunidades. Del lado de los victimarios, 
es ta forma de violencia fortalece los lazos de complicidad y afianza 
los pactos de silencio entre ellos, favoreciendo la im punidad ante 
tales crímenes.

Además, para comprender el entretejido detrás de la esclavización 
do méstica y sexual en el destacamento militar de Sepur Zarco, es 
in dispensable analizar las funciones sociales asignadas a las mujeres 
en el marco de la cultura patriarcal. Franca Basaglia (1986) explica 
que la subjetividad de las mujeres está centrada en una sexualidad 
pa ra otros: para los hombres y para la procreación; ese ideal de 
mu jer ha sido construido por medio de mitos, religiones, filosofías, 
le yes, literatura. Esto significa que las mujeres tienen un cuerpo del 
que no son dueñas, un cuerpo que les ha sido expropiado. Marcela 
La garde (1993: 202) añade que la procreación y el erotismo “son 
la base de la especialización sociocultural de las mujeres” .

Al mismo tiempo, durante la esclavización de las mujeres en el 
des tacamento militar fue instrumentalizada la división sexual del 
tra bajo, mecanismo de la dominación de género mediante el cual 
las mujeres son confinadas al espacio privado, donde tienen asignada 
la obligación social de llevar a cabo el trabajo doméstico y el cuidado 
de los integrantes de la familia.

El impacto del racismo

El racismo contra los pueblos indígenas es un componente indis-
pensable para comprender las causas de la esclavización doméstica 
y sexual de las mujeres q’eqchi’s en Sepur Zarco, así como el ensa-
ñamiento contra ellas, como parte de la política contrainsurgente 
del Estado.

En Guatemala la ideología racista enraizada en las clases do-
minantes, la cual a lo largo de los siglos ha permeado a todas las 
cla ses y grupos sociales, se articula con los otros sistemas de do-
minación, de género y clase, y se refleja en las particulares condiciones 
de discriminación, opresión cultural y explotación económica contra 
las mujeres indígenas. Como resultado de ese entramado de sistemas 
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opresivos en sus vidas, ellas son las que tienen las menores 
oportunidades de acceso a la salud, la educación, el trabajo remunerado 
y otros bienes sociales. Todo esto da como resultado que las mujeres 
in dígenas sean percibidas como empleadas domésticas entre amplios 
sec tores de la población.

Respecto a las funciones sociales basadas en la etnicidad, Marta 
Casaús et al. (2010: 139), citando a Stolcke, dicen: “La raza al igual 
que la etnicidad son categorías construidas para asignar funciones 
so ciales con el fin de marcar diferencias y desigualdades y así jus-
tificar una dominación social, política y económica”.

El sistema de trabajo forzado por medio de turnos en el des-
tacamento militar, además de ser forma de explotación económica, 
fue una aguda expresión del racismo contra las mujeres indígenas. 
Tal práctica se asemeja al repartimiento de indios del régimen colonial, 
me canismo mediante el cual los indígenas eran enviados por tandas 
a trabajar de manera obligatoria en las haciendas, en forma casi 
gra tuita, con la diferencia de que las mujeres de Sepur no recibieron 
re muneración alguna. Constituyó también un delito, ya que el trabajo 
for zado está prohibido en Guatemala desde 1945.

Por otro lado, el trabajo forzado al cual fueron sometidas las 
mu jeres profundizó las condiciones de pobreza y marginación social 
de ellas y sus familias. Tanto la esclavitud doméstica como la sexual 
en el destacamento militar significaron para las mujeres la exacción 
fí sica y emocional, a niveles que las llevaron al borde de la sobrevivencia. 
Co mo dice Estela Maaz: “De milagro estamos vivas” (SZ-09, en-
trevista, 21-06-12).

Las bases de la esclavización sexual y doméstica

Los múltiples cruces de dominación, de género, económica y étnica, 
en las vidas de las mujeres indígenas, conformaron la base estructural 
pa ra la esclavización sexual y doméstica de las mujeres q’eqchi’s en 
el destacamento militar de Sepur Zarco. Sobre este entramado se 
mon taron las tácticas militares contrainsurgentes desplegadas por 
el ejército en el contexto del conflicto armado, todo lo cual se tra-
dujo en la expropiación de la fuerza de trabajo y el cuerpo erotizado 
de las mujeres, a través de formas de violencia extrema, constituyendo 
así uno de los capítulos más abyectos del conflicto armado.

La estrategia militar del ejército en Sepur Zarco terminó de 
es tablecer las condiciones materiales, políticas y subjetivas para la 
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es clavización doméstica y sexual de las mujeres. Respecto a las 
con diciones materiales, las mujeres fueron despojadas de todo re-
curso para la sobrevivencia de ellas y sus familias, a través de la 
de saparición o asesinato de sus esposos, la destrucción de sus casas, 
co sechas y demás bienes materiales. En el ámbito político, el contexto 
que rodeaba a las mujeres era la represión, el control militar y el 
te rror en las comunidades del Valle del Polochic.

En cuanto a las condiciones subjetivas, las mujeres habían sido 
“deshonradas” desde que fueron violadas en sus casas por los sol-
da dos, dado que la reputación de las mujeres en el marco de la 
cultura pa triarcal des cansa en primer lugar en su conducta sexual. 
El deber ser de gé nero manda que las mujeres deben “pertenecer” 
a un solo hombre, ya sea en el ámbito del matrimonio o la unión 
de hecho. Cuando es te mandato se rompe, aun si esto es producto 
de un acto de vio len cia brutal como es la violación sexual, el prestigio 
de las mujeres que da anulado.

Además, el hecho de haber sido rotuladas como viudas facilitó 
la esclavitud sexual y doméstica, ya que en el imaginario social im-
pe rante se considera que las mujeres deben estar siempre protegidas 
por un hombre, en especial por el esposo, quien es considerado “el 
dueño de la mujer”. Cuando esta figura desaparece, las mujeres son 
con sideradas seres disponibles para otros hombres. Al mismo tiem-
po, al haberlas convertido en viudas se potenciaron los mecanismos 
de control social que existen sobre las mujeres.

Importa destacar también el sentimiento de desprotección de-
rivado de la viudez entre las mismas mujeres. Es significativo notar 
que al ser nombradas como viudas por los militares, las mujeres lo 
asu mieron como parte de su propia identidad. A lo largo de los 
años ellas se han seguido llamando viudas, aún cuando algunas 
ten gan otro cónyuge.

Por otro lado, estereotipos de carácter sexista en relación con 
el trabajo tuvieron impacto en las mujeres de Sepur Zarco. En las 
co munidades los hombres eran los principales encargados de sembrar 
y cosechar el maíz, así como los otros alimentos para el sustento 
fa miliar. No obstante, las mujeres, además de ocuparse de las tareas 
do mésticas, aportaban a la economía familiar a través de actividades 
agrí colas para la producción de alimentos. Elena Chub relata:

Cuando me junté, mi esposo era un hombre trabajador también. 
Me fui con él. Entre los dos sembrábamos malanga, camote, piñas, 
hier ba mora. Entonces daba mucho. Todo lo que se come lográbamos 
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sem brar. Cuando las mujeres son casadas, las mujeres van a la milpa, 
a la cosecha (SZ-08, entrevista, 16/05/12).

El secuestro o asesinato del esposo rompió de manera abrupta 
con la división sexual del trabajo en los hogares, ya que las mujeres 
se vieron forzadas a realizar “el trabajo de hombres”. Esto, además 
de que objetivamente incrementó la carga de trabajo a las mujeres, 
ge neró en ellas la idea de que ya no había quien trabajara en la fa-
milia, causándoles gran sufrimiento. En ello influye el hecho de 
que socialmente se considera que las mujeres campesinas no trabajan, 
si no que solamente ayudan a los hombres. “Con mi esposo estuvimos 
tra bajando juntos. Mi esposo era un hombre trabajador. Siempre 
yo ayudaba” (SZ-01, entrevista, 14/05/12). Además, a las labores 
que las mujeres realizan en la esfera doméstica no se les confiere 
re conocimiento ni valor como trabajo, sino se les considera parte 
de sus rasgos naturales, pese a que ellas reponen diariamente gran 
par te de la fuerza de trabajo de las clases trabajadoras (Larguía & 
Dumoulin, 1971). En ese contexto, no es extraño que las mujeres 
de Sepur Zarco subestimaran su propia condición de trabajadoras.

las luchas de las mujeres  
de sepur Zarco por la justicia

significados y prioridades

Las mujeres de Sepur Zarco hoy exigen justicia por los múltiples 
crímenes sufridos durante el conflicto armado. Al indagar sobre lo 
que significa para ellas la jus ticia, resaltan: que se sepa la verdad, 
que el gobierno reconozca el daño que les hicieron, que no se 
repitan estos hechos, que los per petradores vayan a la cárcel y que 
les den compensación económica por medio de tierra y vivienda.

La develación de la verdad ha sido durante muchos años una 
de las principales demandas de justicia entre el grupo de mujeres. 
Ali cia Tení remarca: “Que todos sepan lo que sufrimos las mujeres. 
Su frimos destrucción de nuestras cosas, violación, nos dejaron sin 
tie rra” (SZ-10, entrevista, 17/05/12). Además, develar la verdad 
con lleva una transformación de la valoración social de lo sucedido: 
las mujeres quieren que se sepa que ellas no fueron las culpables 
de las violaciones sexuales.
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El grupo de Sepur Zarco exige que el gobierno asuma su res-
ponsabilidad, empezando por reconocer los múltiples daños que 
les causaron. “La idea para buscar la justicia es que reconozcan que 
nos hicieron un daño, no solamente la violación, sino que también 
mataron a nuestros esposos, que acabaron nuestros animales, nues-
tros bienes” (Consorcio Actoras de Cambio, 2007).

Entre los significados que las mujeres asignan a la justicia destaca 
tam bién la no repetición de los hechos de violencia que ellas su-
frieron. “Yo creo por mi parte que queremos esa justicia para que 
no se vuelva a repetir para las otras generaciones” (SZ-01, entrevista, 
20/06/12).

La mayoría de las mujeres tiene una concepción reparadora de 
la justicia. Demandan tierra, como una compensación económica 
del Estado por los daños materiales y morales cometidos contra 
ellas y sus familias. “Cuando pasó la guerra quemaron nuestras ca-
sas. Hasta la fecha no tengo ni un pedazo de tierra. Cuando mataron 
a nuestros esposos fue por la tierra, entonces que nos reconozcan 
tierra para trabajar” (SZ, Grupo Focal, 17/05/12).

La principal demanda de justicia en el grupo de mujeres de 
Sepur Zarco es el castigo penal a los perpetradores de los crímenes. 
Ellas piden que el sistema de justicia investigue los hechos y que 
los responsables sean sancionados. Mariana Maquín denuncia y 
exige: “Nos separaron, mataron a nuestros esposos y nos violaron. 
Tie nen que enfrentar la justicia ellos. Que manden a la cárcel a los 
ase sinos” (SZ-01, entrevista, 20/06/12).

Las prioridades en cuanto a la exigencia de justicia se fueron 
trans formando a lo largo del tiempo. Cuando recién inició el proceso 
or ganizativo, las mujeres, aún cuando hablaban de justicia por la 
vio lación sexual contra ellas, priorizaban la búsqueda de justicia 
por el asesinato o desaparición forzada de sus esposos, así como 
la destrucción de sus viviendas y cosechas. Sin embargo, esto se 
fue modificando conforme fueron fortaleciendo su conciencia de 
te ner derechos como mujeres y el grupo se fue consolidando. Des-
pués comenzaron a ubicar la violencia sexual como una violación 
a los derechos humanos de gravedad  comparable a los crímenes 
co me tidos contra sus esposos. “Quiere decir que no sólo por los 
esposos, sino que nosotras mismas sufrimos también” (SZ-02, 
entrevista, 14/05/12).

Durante las reuniones que se llevaron a cabo para definir el 
con tenido de la querella en el proceso penal en curso por esclavitud 
se xual, las mujeres decidieron que se incluyeran los asesinatos de 
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los esposos y la destrucción de casas y cosechas, pero que la prioridad 
de bería ser la violencia sexual contra ellas. “Analizamos entre el 
grupo que lo más importante para nosotras es la violación sexual 
su frida por nosotras” (SZ-02, entrevista, 14/05/12).

Finalmente, para el grupo de mujeres de Sepur Zarco la justicia 
es un medio para construir la paz en las comunidades. “La justicia 
es para que haya tranquilidad, que haya paz, que las comunidades 
pue dan vivir en armonía” (SZ-01, entrevista, 20/06/12).

el camino hacia la justicia

El camino hacia la justicia que han recorrido las mujeres de Sepur 
Zar co está conformado por un conjunto de estrategias, entre las 
cua les sobresalen la construcción de espacios organizativos de mu-
jeres y las alianzas. Ese camino incluye también acciones políticas 
y legales de gran significado: a) un proceso de construcción de 
me moria histórica sobre violencia sexual contra mujeres indígenas 
du rante el conflicto armado, el cual se plasmó en la publicación de 
un libro; b) el Tribunal de Conciencia contra la violencia sexual 
ha cia las mujeres durante el conflicto armado; y c) la presentación 
de una demanda penal en el sistema de justicia de Guatemala, en 
el marco de la justicia transicional.

Construcción de grupos de mujeres y alianzas

La construcción de grupos de mujeres y alianzas marcó el inicio 
del camino en búsqueda de justicia por la violencia sexual durante 
el conflicto armado. En el año 2003, mujeres feministas y defensoras 
de los derechos humanos dieron los primeros pasos al articular una 
alianza que permitiera dar visibilidad a lo que hasta entonces había 
si do la dimensión oculta del conflicto armado: la violación sexual. 
Es to se concretó en la construcción del Consorcio Actoras de 
Cam bio.21 A partir de entonces se establecieron vínculos con mujeres 
so brevivientes de violencia sexual en cuatro departamentos del país 
(Alta Verapaz, Izabal, Huehuetenango, Chimaltenango) y se inició 

21. El Consorcio Actoras de Cambio estuvo integrado por el Equipo de Estudios 
Co munitarios y Acción Psicosocial (ecap), la Unión Nacional de Mujeres Guatemaltecas 
(Unamg) y feministas a título individual. Desarrolló sus actividades entre 2003 y 2008.
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un proceso de acompañamiento psicosocial, formación en derechos 
de las mujeres y construcción de memoria histórica, a través de 
gru pos de mujeres, como parte de las luchas dirigidas a poner fin 
a la condición de opresión de las mujeres.

En ese contexto, el grupo de mujeres sobrevivientes de violencia 
se xual de Sepur Zarco empezó a reunirse en 2004 y hasta la fecha 
ha mantenido un activismo ininterrumpido, con un promedio de 
60 mujeres participantes. Éste ha sido un espacio de gran valía para 
sus integrantes, ya que fue ahí donde ellas pudieron hablar por pri-
mera vez sobre la violencia sexual vivida durante el conflicto armado, 
rom piendo así el silencio que habían guardado durante más de 
vein ticinco años. Mariana Maquín así lo explica:

(…) hablé de la violación, yo sentí que es el único espacio de 
con fianza para hacerlo y también para relajarme. No es fácil contar 
todo eso. Yo empecé a perder el miedo, a perder la preocupación, a 
per der la tristeza que yo tenía guardada (SZ-01, entrevista, 14/05/12).

El grupo ha sido también el lugar en el que las mujeres han 
po dido procesar los duelos por las múltiples pérdidas del pasado. 
Si bien recordar los hechos es siempre doloroso para ellas, la di fe-
ren cia ahora es que ese sentimiento no las inmoviliza, por el contrario, 
les da fuerza para seguir adelante. En el grupo las mujeres también 
des cubrieron y potenciaron sus fortalezas, así como las formas de 
en frentar las situaciones difíciles del presente.

La formación en los grupos les permitió tomar conciencia de 
la discriminación de género y los derechos de las mujeres, lo cual 
sen tó las bases para la búsqueda de justicia. Estela Maaz opina:

Antes, cuando no participábamos nosotras en talleres, no pen-
sábamos en esta posibilidad de encontrar justicia. Estábamos pálidas, 
nos quedamos muy mal. [La guerra] nos dejó enfermas, tristes, apa-
gadas. Por la gracia de Dios no morí. Después vimos que era posible 
que se responsabilizara a quienes cometieron eso contra nosotras 
(SZ-09, entrevista, 21/06/12).

Además, el grupo ha sido un espacio para la reflexión sobre las 
cau sas de la violencia sexual durante el conflicto armado. Las mujeres 
han podido analizar las múltiples relaciones de poder que subyacen 
en el origen, desarrollo y consecuencias de tan graves hechos de 
vio lencia. Esto ha sido de crucial importancia para dar nuevos sig-
ni ficados a la experiencia vivida, sacándola de la esfera personal y 
si tuándola en el ámbito social y político, lo cual les ha permitido ir 
su  perando los sentimientos de vergüenza y culpa.
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Algo muy importante para el grupo ha sido tomar conciencia 
de que la violencia sexual no fue un problema que las afectó sólo 
a ellas, sino también a muchas otras mujeres. Esto lo han podido 
per  cibir y analizar en los encuentros con mujeres sobrevivientes de 
violencia sexual durante el conflicto armado, procedentes de 
diferentes regiones del país.

Las mujeres han forjado fuertes lazos de solidaridad dentro del 
grupo. Ellas han establecido acuerdos para apoyarse y protegerse 
mutuamente en aspectos de sus vidas cotidianas y aquellos relacionados 
con la búsqueda de justicia. “Cuando nos enfermamos, el acuerdo 
que hemos hecho es que entre nosotras tenemos que apoyarnos. 
Nos hacemos visitas entre nosotras para que la gente mire que no 
estamos solas” (SZ-01, entrevista, 14/05/12).

Es importante remarcar que las integrantes del grupo de Sepur 
Zarco tienen una sólida cultura de colectividad. En esto influye el 
hecho de que todas compartieron similares experiencias de violencia 
sexual. Además, tienen un fuerte impacto las tradiciones del pueblo 
q’eqchi’, las cuales asignan gran importancia a la organización y 
participación colectiva.

La construcción de alianzas ha sido una estrategia fundamental 
en la búsqueda de justicia, ya que ningún grupo u organización por 
sí sola podría enfrentar la enorme tarea de poner fin a la impunidad 
total por los crímenes de violencia sexual durante el conflicto ar-
mado. Actualmente la Alianza Rompiendo el Silencio y la Impunidad, 
como parte de su compromiso político en favor de los derechos y 
la emancipación de las mujeres, brinda acompañamiento psicosocial, 
legal y formación en derechos al grupo de Sepur Zarco.22

En el proceso para la búsqueda de justicia, las mujeres valoran 
la importancia que tiene llevar a cabo esta lucha conjuntamente con 
otras organizaciones. Alicia Tení afirma: “La estrategia de nosotras 
es colectiva y tenemos el acompañamiento de las organizaciones” 
(SZ-10, entrevista, 17/05/12). Esa lucha colectiva es precisamente 
lo que conforma la fuerza motriz dirigida a poner fin a la impunidad 
por los crímenes cometidos contra las mujeres de Sepur Zarco 
durante el conflicto armado.

No obstante, las mujeres q’eqchi’s están conscientes que ellas 
son el centro del proceso de búsqueda de justicia, que son las que 

22. La Alianza Rompiendo el Silencio y la Impunidad está conformada por el Equipo 
de Estudios Comunitarios y Acción Psicosocial (ecap), Mujeres Transformando el 
Mundo (mtm) y la Unión Nacional de Mujeres Guatemaltecas (Unamg).
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toman las decisiones finales. “Es un proceso de nosotras. Yo ya 
entendí que tenemos que hablarlo las veces que sean necesarias, si 
al final es un proceso de nosotras” (SZ, grupo focal, 17/07/12).

Sobre esa base, las mujeres han establecido acuerdos sobre 
cómo impulsar la lucha por la justicia partiendo de las condiciones 
sociales en sus comunidades. Como parte de sus estrategias, durante 
un largo período las mujeres no revelaron el motivo de sus actividades. 
Como lo señaló Mariana Maquín: “Nosotras todavía no hemos 
dicho a nuestros familiares ni a nuestros hijos. Entre nosotras hemos 
acordado no contar nada a nuestros hijos, porque no sabemos qué 
puede pasar” (SZ-01, entrevista, 14/05/12). Este acuerdo entre las 
mujeres es una forma de protección ante el contexto sociopolítico, 
pero es también resultado de la memoria histórica sobre los hechos 
represivos durante el conflicto armado, así como de las tradiciones 
de resistencia histórica del pueblo q’eqchi’.

La cosmovisión y la fe han sido pilares importantes para las 
mujeres de Sepur Zarco en su lucha por la justicia. Desde que se 
conformó el grupo ellas tomaron la decisión de incorporar ceremonias 
mayas en sus actividades principales. Estela Maaz explica:

Nosotras, aunque estemos calladas, estamos en constante reflexión. 
Cada día pedimos al sagrado cerro, a la tierra, a Dios el supremo, al 
sagrado fuego. Hemos pedimos ayuda a Dios que no nos pase nada 
en el camino. Le hemos dicho a los cerros que ustedes siempre estén 
con nosotras (SZ-09, entrevista, 21/06/12).

El camino que las mujeres de Sepur Zarco han recorrido hasta 
ahora, ha dejado impacto en sus vidas, sus familias y sus comunidades. 
La conciencia de tener derechos las mueve a interceder ante hechos 
de violencia contra otras mujeres. “Nosotras, que conocemos lo 
que hay que hacer cuando una mujer ha sido agredida, tratamos de 
acercarnos a ella y al esposo para aconsejarles que la mujer tiene 
derechos y que hay otras formas de resolver los problemas” (SZ, 
entrevista grupal, 20/06/12).

Memoria, verdad y justicia simbólica

Las integrantes del grupo de mujeres de Sepur Zarco han sido 
protagonistas de procesos de develación de la verdad, construcción 
de memoria histórica y justicia simbólica, conjuntamente con mujeres 
sobrevivientes de violencia sexual durante el conflicto armado de 
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otras regiones del país. Estas acciones, promovidas por organizaciones 
feministas y de derechos humanos, han contribuido a la dignificación 
de las mujeres, así como a situar en el debate público la violencia 
se xual.

En 2009 fue publicado el libro Tejidos que lleva el alma: Memorias 
de las mujeres mayas sobrevivientes de violencia sexual durante el conflicto 
ar mado (Fulchiron et al., 2009),23 siendo el primer esfuerzo de cons-
trucción de memoria histórica desde las mujeres sobre estos crímenes 
del conflicto armado. En el libro se documentan las historias de 
vi da de mujeres mayas sobrevivientes de violencia sexual, se analizan 
sus causas y consecuencias, así como los mecanismos que permitieron 
a las mujeres trascender el dolor, transformarse individual y co-
lectivamente y buscar alternativas para el acceso a la justicia.

Los días 4 y 5 de marzo de 2010 tuvo lugar el Tribunal de Con-
ciencia contra la Violencia Sexual hacia las Mujeres durante el 
Con flicto Armado Interno en Guatemala, el cual constituyó un 
pa so relevante en el camino de las mujeres hacia la justicia.24 Éste 
fue un espacio para dar respuesta a la demanda de las mujeres de 
de velar la verdad. Ante cientos de personas, incluyendo funcionarios 
del organismo judicial y otros órganos del Estado, ellas denunciaron 
los hechos de violencia, exigieron al gobierno que reconociera su 
res ponsabilidad y pidieron justicia formal. Decir la verdad fue para 
ellas una acción política dignificante y reparadora.

El Tribunal de Conciencia fue también un mecanismo de justicia 
sim bólica y un ejercicio pedagógico para demostrar que sí existen 
me canismos para juzgar los crímenes de género durante el conflicto 
ar mado. Con tales propósitos, el Tribunal se llevó a cabo siguiendo 
el formato de la justicia formal: fueron presentados ocho testimonios 
de mujeres sobrevivientes de violencia sexual; siete peritajes en 

23. Este libro es resultado de una investigación colectiva de dos años y medio, que 
es tuvo articulada al trabajo realizado por el Consorcio Actoras de Cambio, acompañando 
a mujeres mayas sobrevivientes de violencia sexual durante el conflicto armado en 
cua tro departamentos del país.

24. El Tribunal de Conciencia fue organizado por Unión Nacional de Mujeres Gua-
temaltecas (Unamg), Mujeres Transformando el Mundo (mtm), Equipo de Estudios 
Co munitarios y Acción Psicosocial (ecap), Coordinadora Nacional de Viudas de 
Gua temala (Conavigua) y Asociación feminista La Cuerda. 
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di versas disciplinas, como pruebas periciales;25 así como la petición 
de las fiscales y el pronunciamiento de las magistradas de conciencia.26

Justicia penal

Lo tengo guardado en el corazón. No sé si él me va a
creer o no [el juez], pero yo lo tengo en el corazón.

Esperanza Caal

Los horrendos crímenes contra las mujeres de Sepur Zarco y sus 
familias tienen trascendencia nacional e internacional.  Los delitos 
de vio lación sexual, esclavitud sexual, tortura y desaparición for zada 
que se evidencian en este estudio, constituyen crímenes de lesa 

25. Se presentaron peritajes de género, psicosocial, médico, antropológico, cultural, 
ju rídico doctrinario y de estrategia militar.

26. Todos los documentos del Tribunal de Conciencia están disponibles en: <http://
pu blicaciones.hegoa.ehu.es/assets/pdfs/279/Ni_olvido,_ni_silencio.pdf?1342173748>.

Tribunal de Conciencia contra la Violencia Sexual hacia las Mujeres durante el 
Con flicto Armado en Guatemala. Ciudad de Guatemala, marzo de 2010. 
Fotografía: Alianza Rompiendo el Silencio y la Impunidad.
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humanidad y crímenes de guerra, por lo cual tienen carácter im-
prescriptible.

El 30 de septiembre de 2011, quince mujeres de Sepur Zarco 
presen taron una querella penal ante un juzgado de Primera Instancia 
Pe nal de Izabal, por violación, esclavitud sexual y otros crímenes 
co metidos contra ellas y sus familiares durante el conflicto armado. 
Pos teriormente, por medio de solicitud de competencia ampliada, 
el caso fue trasladado a un juzgado de alto riesgo en la ciudad de 
Guatemala. La querella también incluye la tortura infligida a cuatro 
hom bres que estuvieron detenidos en el destacamento militar de 
Se pur Zarco y fueron testigos de las violaciones sexuales contra las 
mu jeres.27

Los inculpados son personas señaladas como autores materiales 
e intelectuales de los crímenes denunciados. Ellos tenían responsabi-
lidades asignadas bajo la jerarquía del Ejército de Guatemala, en el 
mar co de la política contrainsurgente. Actualmente la demanda 
pe nal se encuentra en la fase de investigación en el Ministerio Pú-
blico.

El proceso penal de Sepur Zarco ha tenido hasta ahora como 
hi tos importantes: a) la ratificación de los testimonios de las mujeres 
en el Ministerio Público; b) el traslado del caso a un Juzgado de 
Alto Riesgo; c) la presentación de medios probatorios, que incluyeron 
19 testimonios; d) la construcción de la prueba científica, con base 
en peritajes de diferentes disciplinas; e) las exhumaciones realizadas 
en Sepur Zarco y la finca Tinajas por la Fundación de Antropología 
Fo rense de Guatemala, cuyos informes reafirman la credibilidad 
de los testimonios de las mujeres; y f) las declaraciones de las de-
man dantes en un Juzgado de Alto Riesgo, como anticipo de prueba 
(Lucía Morán, entrevista, 16/05/13).

En 2012 las demandantes presentaron declaraciones en audiencias 
pú blicas en el Juzgado de Primera Instancia Penal de Alto Riesgo 
B, en calidad de anticipo de prueba. Treinta años tuvieron que es-
perar las mujeres q’eqchi’s para declarar ante un juez sobre los 
crí menes de los cuales fueron objeto en el destacamento militar de 
Se pur Zarco. Se trató de un hecho inédito, ya que fue la primera 

27. La asociación Mujeres Transformando el Mundo (mtm) y la Unión Nacional de 
Mu jeres Guatemaltecas (Unamg) se constituyeron como querellantes adhesivas en el 
pro ceso penal. La Alianza Rompiendo el Silencio y la Impunidad en su conjunto 
brinda acompañamiento a las mujeres demandantes.



74 Luz Méndez Gutiérrez – Amanda Carrera Guerra

vez que un grupo de mujeres testificó ante un juzgado sobre la 
vio lación y la esclavitud sexual vividas durante el conflicto armado.

Durante los cinco días que duraron las audiencias las mujeres 
hi cieron acopio de todas sus fuerzas y fueron capaces de narrar las 
atro cidades cometidas contra ellas y sus esposos por integrantes 
del ejército. Sus voces de ancianas expresaban certeza y autenticidad, 
a la vez que un profundo dolor ante los hechos que narraban.

En las audiencias se adoptaron medidas para garantizar el trato 
dig no y respetuoso a las mujeres, a la vez que se incorporaron 
mecanismos que les permitieran expresarse en condiciones de con-
fianza y seguridad. Ellas hablaron en su idioma q’eqchi’ y contaron 
con traducción al español, realizada por mujeres de su grupo étnico; 
tam bién estuvieron acompañadas de una psicóloga, todas ellas con 
ex periencia en el apoyo a víctimas de violencia sexual. Además, las 
mu jeres cubrieron parcialmente sus rostros, utilizando chales indí-
genas, con el fin de resguardar su identidad. Solamente el juez, 
estando frente a ellas, podía identificarlas plenamente.

Las mujeres interpretan la presentación de sus testimonios en 
el juzgado como una validación de su verdad. “La ley nos está es-
cuchando, eso quiere decir que no es una mentira lo que pasó” 
(SZ-09, entrevista, 18/05/12). En efecto, las audiencias se convirtieron 
en un medio para poner al descubierto los crímenes más ocultos 
de la política contrainsurgente del Estado durante el con flicto 
armado: la violencia sexual contra las mujeres indígenas. La opinión 
pública reaccionó, expresando horror por los crímenes que fueron 
develados.

Las demandantes remarcan que en el juicio representan la expe-
riencia de otras mujeres sobrevivientes de violencia sexual, que no 
se atrevieron a presentar denuncia por las posibles consecuencias 
fren te a sus cónyuges. “Aquí en la comunidad, somos más las mujeres 
víc t imas, lo que pasó es que tuvieron miedo por sus esposos” (SZ-
14, entrevista, 18/05/12).

Si bien el proceso legal aún se halla en fase de investigación, lo 
avan zado hasta ahora ha generado en el grupo de mujeres confianza 
en el sistema de justicia, y ha refrendado su compromiso de seguir 
ade lante con la lucha por la justicia. “(...) ahora el Ministerio Público 
sí nos está escuchando. Que no digamos aquí nomás llegamos. La 
lu cha sigue” (SZ-09, entrevista, 18/05/12).

El proceso penal de las mujeres de Sepur Zarco constituye un 
li tigio estratégico. Por un lado, se trata de un caso emblemático, ya 
que por primera vez se presentó en los tribunales del Estado una 
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que rella por violación y esclavitud sexual durante el conflicto ar-
mado, con lo cual se busca romper la impunidad total por crímenes. 
Por otro, el proceso pe nal constituye una contribución a la incor-
poración de la perspectiva de género en la justicia transicional,28 
así como a la lucha por la erradicación de la violencia y la discriminación 
contra las mujeres en la etapa actual.

Además, este caso tiene impacto a nivel internacional, dado que 
constituye uno de los pocos procesos penales por violación y escla-
vitud sexual en contextos de guerra, que han sido abordados en 
ór ganos jurisdiccionales del país donde se originaron los hechos.29 
Esto significa un aporte a las luchas mundiales dirigidas a poner 
fin a la impunidad por violencia sexual durante conflictos armados, 
una de las más generalizadas y masivas violaciones a los derechos 
humanos.

Siendo un litigio estratégico, el acompañamiento al proceso 
pe nal de las mujeres de Sepur Zarco incluye los componentes jurí-
dico, psicosocial, político y comunicacional. La Alianza Rompiendo 
el Silencio y la Impunidad ha impulsado campañas en medios de 
co municación, dirigidas a situar en la atención pública la violencia 
se xual como una violación a los derechos humanos y como un cri-
men, con vistas a promover transformaciones en el imaginario 
social sobre este grave problema social.

obstáculos y retos

Entre los principales obstáculos para la búsqueda de justicia que 
afronta el grupo de mujeres de Sepur Zarco, se hallan la conflictividad 
re lacionada con la profundización del modelo extractivista en el 
Va lle del Polochic, así como el clima de violencia delincuencial y la 
cre ciente militarización en la región. Otro obstáculo es el hecho de 
que las mujeres conviven en sus comunidades con varios de los 
per petradores de la violencia sexual, presencia que representa para 
ellas una amenaza permanente.

28. Algunos elementos utilizados en las audiencias públicas como anticipo de prueba 
fue ron utilizados posteriormente en el abordaje de la violencia sexual contra mujeres, 
en el juicio por genocidio contra el pueblo ixil, en 2013.

29. Pocos casos de violencia sexual en tiempos de guerra han sido juzgados en tribunales 
nacionales, por ejemplo, en Bosnia y Herzegovina, así como en la República Democrática 
del Congo (onu, 2012).
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Todo ello reaviva el miedo, sentimiento que se instaló en sus 
cuer pos desde hace muchos años. El miedo se incrementa ante 
de terminadas circunstancias del contexto, como la presencia de 
sol dados en retenes de la policía. Como dice Mariana Maquín: 
“Tam bién seguimos pensando (…) si siempre va a haber control, 
así como hubo en aquellos tiempos; en los registros que han puesto 
ahora, que no hay sólo policías sino también soldados” (SZ-01, 
en trevista, 20/06/12). Ha sido por medio de un esfuerzo consciente, 
in dividual y colectivo, que las mujeres han podido afrontar el miedo.

Son muchos los retos que aún es necesario remontar para alcan-
zar justicia. Sin embargo, las mujeres de Sepur Zarco no renuncian. 
La indignación, la conciencia de que se cometió una enorme injusticia 
con tra ellas, sus familias y sus comunidades, conforman la fuerza 
in terior que les permite seguir adelante en la ardua lucha por la 
jus ticia.

Mujer de Sepur Zarco declarando en el Tribunal de Justicia, en audiencia como 
an ti cipo de prueba. Ciudad de Guatemala, 2012. Fotografía: Sandra Sebastián/
Alianza Rompiendo el Silencio y la Impunidad.
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CaPítulo V
las mujeres de lote oCho

Nosotros somos de Guatemala y nos merecemos esta tierra.
Esmeralda Pop

las Violaciones a los derechos humanos

la narración de los hechos

El 17 de enero de 2007, los pobladores de la comunidad Lote Ocho 
o Chacpaylá, de El Estor, Izabal, quienes forman parte del pueblo 
maya q’eqchi’, fueron desalojados de manera violenta a petición de 
la Compañía Guatemalteca del Níquel (cgn). En el desalojo 
participaron cientos de guardias de la seguridad privada de esta 
empresa, así como agentes de la Policía Nacional Civil (pnc) y del 
ejército, quienes perpetraron múltiples violaciones a los derechos 
humanos. La comunidad está asentada en terrenos disputados por 
la cgn, los cuales la población q’eqchí reivindica como parte de 
sus tierras ancestrales.

Los abusos cometidos contra la población de Lote Ocho forman 
parte de un conjunto de desalojos y otros hechos de violencia 
llevados a cabo por la cgn contra varias comunidades q’eqchi’s del 
Valle del Polochic. Actualmente la empresa minera enfrenta reclamos 
por tierra de 19 comunidades, 11 de las cuales han sufrido la mayor 
violencia.
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Antecedentes sobre la empresa extractiva de níquel

La Compañía Guatemalteca del Níquel (cgn) está asentada en el 
mu  nicipio de El Estor, departamento de Izabal, en donde ejecuta 
el Proyecto Fénix. Este proyecto, ubicado a orillas del lago de Izabal, 
es  tá compuesto por una mina de níquel a cielo abierto, una planta 
pro  cesadora y una concesión de tierras para la exploración que 
cu  bre casi 250 km2.

Esta empresa minera, que originalmente se llamó Exmibal y es 
de larga data en la región, ha sido señalada en numerosas ocasiones 
de haber cometido graves violaciones a los derechos humanos. En 
el informe de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico se 
documenta que, en junio de 1978, empleados de la Exmibal estuvieron 
involu crados en la ejecución extrajudicial de cuatro personas cerca 
de la mina.

La cgn fue adquirida en 2004 por la empresa canadiense Skye 
Re sources, mientras que en 2008 estas dos empresas, junto con el 
Pro yecto Fénix fueron compradas por la transnacional HudBay 
Mi nerals, también registrada en Canadá. A la vez Skye Resources 
fue renombrada como HMI Nickel. Posteriormente hmi Nickel se 
fu sionó con HudBay, lo cual significa que HudBay Minerals es le-
gal mente responsable de los hechos de violencia cometidos por sus 
sub sidiarias en la comunidad Lote Ocho en 2007.

En 2011 Hudbay Minerals vendió la cgn a la empresa Solway 
Group, de capital ruso, que es su actual propietaria. Aun cuando 
Sol way afirma que no tiene vínculos con Hudbay Minerals, continúa 
de fendiendo los intereses de esta última, como se explicará más 
adelante.

El arrasamiento de la comunidad

En enero 2007 se dieron dos desalojos forzosos y extrajudiciales 
en la comunidad Lote Ocho. Los hechos que aquí se narran tuvieron 
lu gar durante el segundo desalojo, ejecutado el 17 de enero por 
agen tes de la guardia privada de la cgn, junto con agentes de la 
Po licía Nacional Civil y soldados del Ejército. Éstos irrumpieron 
en la comunidad fuertemente armados, rodearon las casas, lanzaron 
bom bas lacrimógenas, dispararon armas de fuego, y con excesiva 
vio lencia ejecutaron el desalojo, sin notificación previa de los ór-
ganos competentes.
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Durante el desalojo los agentes privados y estatales quemaron 
las viviendas, las camas, mesas y bancos, ropa de uso personal, así 
co mo el maíz almacenado en las casas para el consumo diario de 
las familias. Destruyeron también las piedras de moler el maíz y los 
co males para preparar las tortillas, los cuales tienen no sólo un valor 
eco nómico, sino un significado simbólico importante en la cultura 
in dígena. A la vez los agresores consumieron alimentos y robaron 
bienes de la comunidad. “El día del desalojo la policía llegó. Que-
maron mi casa. Destruyeron todo(...) nos hicieron mucho daño. 
Has ta las láminas de la iglesia se llevaron los militares” (L8-08, en-
trevista, 24/05/12).

Los guardias privados y agentes estatales tardaron en quemar 
las viviendas y enseres por la humedad del ambiente, ya que ese día 
ha bía llovido. Más tarde llevaron una motosierra para cortar los 
hor cones de las viviendas y destruir otros inmuebles de uso comu-
nitario como la iglesia. Así se consumó la destrucción y quema de 
la comunidad Lote Ocho. “El 17 de enero del 2007 volvieron como 
a las 4 de la tarde. Les costó, probaron varias veces quemar fuego 
por que llovió. Se regresaron como a las 8 de la noche; usaron mo-
tosierra” (L8-H, entrevista grupal, 24/05/12).

Las violaciones sexuales

El día del desalojo prácticamente sólo estaban en la comunidad las 
mu jeres, los niños y las niñas, ya que los hombres se encontraban 
rea lizando labores agrícolas en terrenos aledaños.30 Esto, además 
de ser resultado de la división sexual del trabajo en una comunidad 
cam pesina, obedecía a que, ante la amenaza latente de desalojo, 
pre valecía en la comunidad la idea de que las mujeres con su presencia 
po drían impedirlo, ya que por su condición serían respetadas. Por 
esa razón, muchas de las mujeres se quedaron en la comunidad de 
una manera consciente, como una forma de defensa del territorio. 
“Las mujeres se quedaron en sus casas como una estrategia para 
in tentar impedir el desalojo y la destrucción” (Marta García, en-
trevista, 23/11/12).

Sin embargo, al irrumpir en la comunidad, los efectivos armados 
de la cgn, la pnc y el ejército, lejos de respetar a las mujeres, se 
en sañaron contra ellas, a quienes violaron sexualmente en forma 

30. Con la excepción de un hombre que se encontraba enfermo.
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brutal, masiva y múltiple. Algunas mujeres fueron violadas hasta 
por diez hombres. Muchas estaban embarazadas. Fueron violadas 
ya sea en sus casas, o bien en las cercanías del asentamiento cuando 
in tentaban escapar.

Las mujeres fueron violadas a punta de pistola y de forma si-
multánea al saqueo, la destrucción de las viviendas y de la comunidad 
en tera. Es decir, era un contexto en que los victimarios tenían el 
con trol total de la situación.

Cuando a mí me violaron tenía siete meses de embarazo. En lo 
que a mí me violaban, uno de mis hijos agarró a mi hija que tenía año 
y medio, mientras otros policías quemaban mi ropa. Traté de gritar, 
pe ro ellos me dijeron “no grités”. Mis tortillas las tiraron al suelo, 
mis hijos se quedaron sin comida, habían bananos maduros, también 
se los comieron (Tribunal de Conciencia, 2010: 52).

Antes de la violación sexual, las mujeres fueron sometidas a 
in te rrogatorios sobre el paradero de sus esposos, particularmente 
los que eran integrantes del Comité de Tierras. En ese contexto la 
vio lación sexual formó parte de un acto de tortura. Esmeralda Pop 
re lata lo ocurrido:

Ya habían rodeado el salón comunal y también mi casa. Preguntaron 
por mi esposo. Lo que les dije es que: “¿Para qué quieren a mi esposo? 
No sotros ya llevamos tiempo de estar aquí. ¿Para qué quieren saber 
dón de está mi esposo? Nosotros somos de Guatemala y nos merecemos 
esta tierra. La empresa (cgn) no es de Guatemala”. “Callate”, me 
dije ron. Allí en ese momento le echaron gasolina a mi casa y la que-
maron. Ese día mi esposo andaba limpiando cardamomo (L8-14, 
entrevista, 25/05/12).

El sufrimiento de las mujeres se profundizó por el hecho de 
haber sido violadas sexualmente frente a sus hijas e hijos menores. 
Al hacer esto los perpetradores cometieron tortura no sólo contra 
las mujeres, sino también contra los niños y niñas, que fueron for-
zados a presenciar actos de violencia tan horrendos contra sus 
ma dres.

Algunas mujeres lograron huir montaña adentro; otras llegaron 
has ta la aldea Cahaboncito a la media noche, después de evadir el 
cer co policial. Sin embargo, en su mayoría no pudieron escapar, ya 
que por estar acompañadas de hijos pequeños, tuvieron una dificultad 
ma yor para desplazarse.
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las consecuencias

Desplazamiento forzado de la comunidad

Después de la destrucción de la comunidad, los pobladores de Lote 
Ocho se vieron forzados a desplazarse montaña adentro, aproximada-
mente dos kilómetros hacia arriba. Establecer un nuevo asentamiento 
im plicó reconstruir parte de la infraestructura básica comunitaria. 
Tu vieron que desmontar el área, acondicionar el terreno, construir 
vi viendas, ubicar y acondicionar fuentes de agua, así como construir 
un camino peatonal. Este camino, que es el único modo de acceder 
a la comunidad, conecta con la brecha de terracería propiedad de 
la cgn.

El desplazamiento significó para la comunidad el agravamiento 
de sus ya precarias condiciones de vida. En el nuevo asentamiento 
se encuentran más aislados de los poblados vecinos, así como de 
los centros educativos y otras redes de servicios básicos municipales. 
La población carece de una red de distribución de agua a las viviendas; 
el acceso a la energía eléctrica es ahora más distante. No hay escuela, 
y por la distancia de los centros educativos muchos niños y ado-
lescentes no pudieron continuar estudiando. Marcela Carchá expresa: 
“Tenemos muchas necesidades. No tenemos agua potable(...). Mis 
hi jos ya no están estudiando porque nos venimos para acá y aquí 
no hay escuela para ellos” (L8-04, entrevista 24/05/12).

Pese a estas carencias, así como a los riesgos de nuevos desalojos, 
la comunidad mantiene la decisión de permanecer en el nuevo 
asen tamiento que levantó, como una forma de continuar con su 
lu cha por la defensa de la tierra y el territorio.

Graves secuelas físicas y psicosociales en las mujeres

Las violaciones sexuales dejaron graves secuelas físicas y psicosociales 
en las mujeres, como dolores en todo el cuerpo, hemorragias conti-
nuas, abortos forzosos, partos prematuros, muerte de niños durante 
el parto, así como incapacidad para volver a concebir. Ninguna de 
ellas ha contado con la ayuda médica necesaria para atender todas 
estas afecciones. Esmeralda Pop cuenta la experiencia vivida por 
ella:

Dos militares me persiguieron. Por mí pasaron dos soldados que 
me violaron. Yo tenía ocho meses de embarazo (...) Tres días después 
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me dieron dolores. Yo pensé en ese momento que eran los dolores 
del parto, pero el niño nació muerto (L8-14, entrevista, 25/05/12).

Entre las principales secuelas psicosociales destacan el silencio 
for zado, la vergüenza y la culpabilización social. Durante varios 
años las mujeres de Lote Ocho guardaron silencio ante sus esposos 
y el resto de la comunidad sobre la violación sexual. Debieron callar 
y lidiar solas con los temores, las culpas y las vergüenzas. Algunas 
de ellas cuando tomaron la decisión de contarlo al esposo, fueron 
cul pabalizadas por no haber impedido la violación. “Yo intenté huir 
pero fuimos perseguidas por los militares. Eso yo le explique a él” 
(L8-12, entrevista, 25/05/12).

Reina Tactic, reflexionando sobre las respuestas y actitudes que 
los cónyuges asumieron al saber del ultraje a las mujeres, explica:

Yo en el momento no le conté lo que me había pasado, porque 
los hombres se enojan, porque él no va a entender que fue por el 
de salojo que me hicieron eso. Él lo que va a pensar es que lo que me 
pa só es porque fue mi decisión que me pasó eso, por eso no le conté 
a él (L8-03, entrevista, 24/05/12).

Los abortos forzosos producto de las violaciones sexuales deja-
ron en algunas mujeres daños físicos que les impidieron embarazarse 
de nuevo o bien tardaron varios años antes de hacerlo. En algunos 
ca sos esto ha sido un motivo más de reclamos de los esposos. Es-
meralda Pop comenta:

Quizá otras compañeras les contaron también lo que sus esposos 
han dicho. A mí ya no se me quitaba la hemorragia, él se enojaba 
mu cho conmigo por eso. Cinco años y no me quedaba embarazada. 
Yo busqué un curandero para que me curara, él me sobó y me dijo 
que dentro de un año vas a quedar embarazada. Y así salió porque al 
año yo me embaracé. Ese niño lo tuve por cesárea (...) (L8-14, entrevista, 
25/05/12).

Una vez más se observa cómo, en el marco de los imaginarios 
pa triarcales, la violación sexual es un crimen en el cual las consecuencias, 
particu lar mente la culpa y la vergüenza recaen en las propias víctimas, 
co mo no ocurre con otros hechos delictivos. La violación sexual 
no se interpreta como un problema social ni como una violación a 
los derechos humanos, sino que se considera como un problema 
de la esfera privada. Esta es la causa del silencio forzado para las 
mu jeres.
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Además, como consecuencia de la violación sexual las mujeres 
han perdido liderazgo en el ámbito de la comunidad. “Ellas eran 
li deresas, pero por la violación sexual perdieron autoridad en la 
co munidad” (Marta García, entrevista, 23/11/12). Como explica 
Cynthia Cockburn (2010), la violación sexual tiene como propósito 
no sólo el daño o la destrucción física de las mujeres, sino su aniqui-
lación social, deshonrándolas.31

Las mujeres rompieron el silencio sobre la violación sexual en 
el marco de acciones de apoyo al interior del grupo de mujeres, 
fa cilitadas por organizaciones de derechos humanos que las han 
acom pañado. Sin embargo, no todas se atrevieron a hablar de ello, 
por lo que no se sabe con exactitud cuántas mujeres fueron ul-
trajadas. Se considera que la mayoría no ha querido hablar de lo que 
pasó ese día. Para quienes decidieron denunciarlo, el grupo de mu-
jeres ha sido el único espacio en donde pueden hablar abiertamente 
so bre la violación. En sus familias y en la comunidad debieron 
guardar silencio. Ese silencio forzado les ha causado gran sufrimiento.

Las mujeres han enfrentado conjuntamente con los hombres 
las consecuencias del arrasamiento a su comunidad: el susto comu-
nitario, los miedos ante el riesgo de nuevos desalojos, el trabajo 
re lacionado con el nuevo asentamiento. Sin embargo, ellas han te-
nido que lidiar en soledad con los daños del ultraje a sus cuerpos. 
En la comunidad hay una especie de acuerdo tácito de no hablar 
so bre la violación sexual. Cuando dan cuenta de los daños que dejó 
el desalojo, aparece la destrucción de los bienes de forma porme-
norizada, pero no los daños ocasionados al cuerpo de las mujeres.

(…) en la comunidad se sabe que existió [la violación sexual]. 
Han venido comisiones a buscar a las mujeres para apoyarlas; sufrieron 
do lor; se les habla por separado. Como hombres nunca desmenuzamos 
paso a paso lo que ellas vivieron (L8-H, entrevista grupal, 24/05/12).

En el marco de los patrones patriarcales inmersos en la cultura, 
la violencia contra las mujeres está legitimada socialmente, por lo 
cual tiende a minusvalorarse e invisibilizarse. Además, para hablar 
de la violencia sexual es necesario abordar la sexualidad, la cual está 
atra vesada por múltiples relaciones de poder. Al respecto, la or-
ganización de mujeres Kaqla (2004: 84) afirma que antes de la 
co lonización “los pueblos antiguos vivían la sexualidad de una for-
ma plena, sin los tabúes que hemos interiorizado y hechos nuestros 

31. Traducción de las autoras.
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ahora; y que nos hace temer abordar la sexualidad en la familia, la 
es cuela y la iglesia (…)”.

Secuelas en los niños y niñas

Los hechos de violencia perpetrados durante el desalojo, particular-
mente las violaciones sexuales a las mujeres, dejaron en los niños 
y niñas severas secuelas, incluyendo la muerte. Adela Quim, quien 
per dió dos hijos como resultado del desalojo violento, compartió 
con mucho dolor este testimonio:

Cuando me querían violar yo intenté huir, pero me persiguieron. 
Mi niña estaba conmigo cuando los militares me agarraron, cuando 
su frí la violación. Me quedé allí tirada y desmayada pues no recuerdo 
na da. Mi esposo me llegó a buscar y la niña de tres años le enseñó 
don de estaba. Yo no recuerdo nada. Yo estaba embarazada de nueve 
me ses, mi hijo nació muerto. Cuando desperté ya no tenía a mi hijo, 
a él lo había enterrado la gente de la comunidad. Yo ya no lo vi. La 
ni ña de tres años se enfermó después del desalojo y murió del susto. 
Le daba fiebre, le buscamos medicina pero ya no se curó. Por eso me 
due le mucho recordar porque mis dos hijos los perdí por nuestra 
lu cha que estamos haciendo (L8-13, entrevista, 25/05/12).

Una labor pendiente consiste en analizar y atender las consecuen-
cias que tienen en la vida de las niñas y los niños el haber sido 
tes tigos de las violaciones sexuales a sus madres, hechos perpetrados 
con saña y brutalidad, en el contexto de la destrucción total de su 
co munidad. Es importante también abordar el impacto social que 
es tos graves crímenes tienen, a corto y largo plazos, al interior de 
las comunidades, por lo que resulta indispensable impulsar procesos 
de reflexión colectiva que involucren a mujeres y hombres, incor-
porando en el análisis las causas sociales de la violencia sexual y 
sus consecuencias.

análisis de las causas

En este estudio se evidencia cómo la imposición de la extracción 
del níquel por medio de la violencia, de parte una empresa minera 
trans nacional, ha dejado como resultado graves violaciones a los 
de rechos humanos y horrendos crímenes contra las mujeres, los 
ni ños y niñas, la comunidad entera.



85Mujeres indígenas: clamor por la justicia

Particular daño causaron a las mujeres las violaciones sexuales 
per petradas contra ellas por los guardias privados, soldados y policías 
du rante el desalojo violento, incluyendo las secuelas físicas y psi-
cosociales. Para comprender integralmente las causas de estos crí-
me nes, debe tenerse en cuenta cómo en los cuerpos de las mujeres 
q’eqchi’s se articularon viejos sistemas de opresión, de género y 
ra cial, con los objetivos de la acumulación capitalista depredadora 
en esta etapa neoliberal.

El binomio despojo de tierras – violación sexual

Al analizar las causas del desalojo y las violaciones sexuales, las 
mu jeres de Lote Ocho expresan con contundencia que esos graves 
he chos de violencia tuvieron por objeto el despojo de tierras. Al 
ha cerlo reivindican el sentido de legitimidad que su comunidad 
tiene sobre las tierras donde viven y trabajan. Tania Chub afirma:

Los desalojos empezaron por la tierra. Ellos no querían que no-
sotros hiciéramos nuestras casas aquí, porque dicen que es de ellos 
el terreno. Pero aquí venimos nosotros porque aquí hemos trabajado 
des de tiempos de nuestros abuelos y bisabuelos (…). Por eso vinieron 
a sacarnos (L8-01, entrevista, 24/05/12).

Cuando las mujeres de Lote Ocho hablan de sus luchas por la 
tie rra, al igual que lo hacen las de Sepur Zarco, viene a su mente la 
me moria histórica sobre la explotación económica que vivieron sus 
an tepasados en las fincas cafetaleras, así como sus historias de des-
pla zamiento en busca de tierras.

Es importante remarcar que para el pueblo q’eqchi’ la tierra es 
con cebida no sólo como la base para el sustento económico, sino 
que tiene un particular significado como parte de la cosmovisión 
ma ya. En esta cosmovisión “todos los seres vivos son dependientes 
en tre sí... la naturaleza, el cosmos y los seres humanos, los que se 
vin culan al universo formando parte de lo material y lo inmaterial” 
(Cumes, s.f.: 22). Amelia Tec lo sintetiza de esta forma: “Nosotros 
per tenecemos a la tierra, pero ellos [la cgn] no lo miran así” (L8-
12, entrevista, 25/05/12).

Sobre las violaciones sexuales durante el desalojo, las mujeres 
afir man que estos crímenes son resultado de la lucha que libra la 
co munidad en defensa de la tierra. El hecho de que las violaciones 
se xuales se hayan producido de manera simultánea al arrasamiento 
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del asentamiento, les reafirma tal convicción. Carmen Ical relata lo 
que le respondió a su esposo, en el marco de una discusión en la 
cual él la culpó por la violación sexual:

Eso que pasó es por la lucha que traemos [por la tierra]. En esa 
lu cha es que los policías no nos respetaron, violaron nuestros derechos, 
nos abusaron. No fue por mi culpa que eso pasó, fue por la lucha que 
nosotros estamos haciendo (L8-02, entrevista, 24/05/12).

En efecto, la violación sexual fue utilizada por HudBay Minerals 
y los agentes estatales como herramienta para el despojo de tierras. 
Cons tituyó una agresión que se ejerció sobre el cuerpo de las mujeres 
pa ra quebrantar la resistencia de la comunidad Lote Ocho y forzarla 
a abandonar las tierras en disputa, así como para doblegar las luchas 
co lectivas de comunidades campesinas q’eqchi’s por el acceso a la 
tie rra en el Valle del Polochic.

De acuerdo con Marta García (entrevista, 8/07/12), en el 
desalojo de esta comunidad las mujeres hicieron la de fensa de la 
tierra con su propio cuerpo. Al analizar la forma en que la empresa 
minera perpetró el desalojo violento, se hace evidente que las mujeres 
sufrieron los mayores daños, ya que fueron violadas se xualmente 
en forma brutal y, junto a sus hijos e hijas, afrontaron la destrucción 
de su comunidad. Además, ellas han tenido que so por tar las secuelas 
físicas y psicosociales de las violaciones sexuales, que perduran 
hasta la fecha.

Sobre la idea prevaleciente en la comunidad antes del desalojo, 
que las mujeres por su condición serían respetadas, resulta significativo 
no tar que esta misma lógica privó entre las comunidades rurales 
que fueron arrasadas por el ejército durante el conflicto armado. 
Sin embargo, tal como ocurrió en el pasado, en Lote Ocho los 
agen tes del Estado y, además, los guardias de la empresa minera, 
no tuvieron ninguna consideración con las mujeres, sino las atacaron 
con particular saña. Hace falta hacer acopio de la memoria histórica 
pa ra comprender cómo el despojo de tierras siempre ha estado 
acom pañado de violencia sexual contra las mujeres, e incorporar 
es te aprendizaje en las estrategias comunitarias de defensa de la 
tie rra y el territorio.
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Territorio-cuerpo, racismo, militarización

Los ataques sexuales contra las mujeres de Lote Ocho hacen evidente 
la lógica patriarcal de concebir a las mujeres como propiedad mas-
culina. Acorde con esto, los hombres que perpetraron las violaciones 
se xuales contra las mujeres de Lote Ocho buscaban demostrar po-
der sobre los campesinos organizados en defensa de la tierra, por 
me dio de la conculcación violenta de los cuerpos de “sus” mujeres. 
Es te patrón se exacerba en contextos ya sea de militarización o 
gue rra. Al respecto, Stasa Zajovic (citada en Cockburn 2007: 231) 
ex presa que en esas situaciones la propiedad de los hombres enemigos 
se confisca, a la vez que el territorio mismo se ocupa a través de la 
co lonización de los cuerpos femeninos.32 Por medio de las violaciones 
se xuales a las mujeres de Lote Ocho, HudBay Minerals buscaba no 
so lamente expulsar a la comunidad de las tierras en disputa, sino 
tam bién marcar control sobre el territorio. Rita Segato (2006) explica 
que a través de la violación sexual las mujeres son expropiadas del 
con trol sobre su espacio-cuerpo, con lo cual los perpetradores im-
plantan una insignia de soberanía, que expresa el control territorial.

El racismo contra los pueblos indígenas facilitó la perpetración 
de las violaciones sexuales contra las mujeres de Lote Ocho, ya que 
la jerarquía racial profundiza la condición de inferioridad social de 
las mujeres. Al respecto, Emma Chirix (2010: 279) expresa:

En un país racializado como Guatemala, la violencia contra las 
mu jeres indígenas aún se minimiza y se oculta en otras formas de 
vio lencia social (...). La violación ha sido parte de la estrategia de 
co lonización y eso explica en parte por qué no se le considera como 
acto criminal.

Andrea Smith (2005: 1, 3) remarca que la violencia de género 
es una herramienta del racismo y el colonialismo y que la violencia 
se xual ha sido diseñada también para destruir pueblos.33

La prevalencia de condiciones de militarización tuvo un fuerte 
im pacto en el desalojo a la comunidad Lote Ocho. Como ya se ex-
plicó, los guardias privados de la cgn, los policías y soldados pu-
sieron en práctica tácticas militares similares a las utilizadas en la 
po lítica contrainsurgente en el pasado reciente. Los patrones se 
re pitieron en el modus operandi de las violaciones sexuales y en el 

32. Traducción de las autoras.

33. Ibid.



88 Luz Méndez Gutiérrez – Amanda Carrera Guerra

arrasamiento de la comunidad. En ello influyen varios factores. Por 
un lado, es evidente que en el ejército y la policía perviven las doc-
trinas, la formación militar y las prácticas heredadas del conflicto 
ar mado. Esta tendencia se ha profundizado durante los últimos 
años. Por otro lado, agrava la situación la política de la transnacional 
HudBay Minerals de contratar a ex oficiales del ejército para dirigir 
la seguridad privada de su proyecto minero en Guatemala, ya que 
es tos últimos trasladan la mentalidad y la experiencia militarista y 
re presiva adquiridas en las filas del ejército.34

En síntesis, las violaciones sexuales, perpetradas en forma masi-
va y brutal, contra las mujeres q’eqchís de la comunidad Lote Ocho 
fue ron la demostración de poder de una empresa transnacional, 
co mo parte de la globalización capitalista neoliberal, contando para 
ello con la complicidad de instituciones de seguridad estatales y en 
un contexto de creciente militarización. Al mismo tiempo, fueron 
una forma de violencia extrema de carácter patriarcal, así como una 
ma nifestación de la subordinación de las mujeres indígenas en el 
mar co de la jerarquía racial imperante en Guatemala.

Los hombres que violaron sexualmente a las mujeres durante 
el desalojo violento de la comunidad Lote Ocho actuaron amparados 
por un poder multiplicado. Representaban el poder económico del 
ca pital transnacional, el poder político y militar del Estado, así como 
el poder patriarcal y racial. El revestimiento de ese poder con firió 
a los agresores certeza de impunidad e hizo posible que actuaran 
con tanta saña contra las mujeres.

Las violaciones sexuales contra las mujeres de Lote Ocho, por 
la forma en que fueron perpetradas, constituyen graves violaciones 
a los derechos humanos y crímenes de lesa humanidad, tanto en el 
de recho interno como en la normativa internacional. En estos crí-
menes tienen responsabilidad los perpetradores directos y las en-
tidades privadas y estatales de las cuales ellos formaban parte, esto 
es, HudBay Minerals y su subsidiaria, la Compañía Guatemalteca 
del Níquel, así como la Policía Nacional Civil y el Ejército de Gua-
temala. Estas últimas instituciones, lejos de cumplir con su mandato 
legal de proteger los derechos humanos de las ciudadanas y los 

34. Mynor Padilla, teniente-coronel retirado del ejército y ex-jefe de la seguridad 
privada de la cgn, está siendo procesado legalmente en Guatemala por el asesinato 
del profesor Adolfo Ich durante una protesta comunitaria pacífica contra la empresa 
minera.
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ciudadanos guatemaltecos, se sumaron a hechos delictivos en defensa 
de intereses económicos transnacionales.

la lucha de las mujeres  
de lote ocho por la justicia

significados y prioridades

Uno de los significados de justicia que tiene especial importancia 
pa ra las mujeres de Lote Ocho es la develación de la verdad sobre 
la violencia que sufrieron en la defensa de la tierra. Eso las ani ma 
a trascender múltiples barreras y denunciar públicamente los hechos, 
a nivel nacional e internacional. Amelia Tec, con vehemencia, expre-
sa: “Que quede escrito todo lo que nos pasó a nosotras, para que 
algún día se sepa esto, lo que nos pasó a las mujeres en la lucha por 
la tierra” (L8-12, entrevista, 25/05/12).

Para las mujeres de Lote Ocho la lucha por la justicia está indi-
solublemente unida a la lucha por la tierra. La aspiración de tener 
cer teza jurídica sobre la tierra donde viven es su prioridad. Aunque 
no es una idea homogénea ni estática, la mayoría de ellas ubica la 
bús queda de resarcimiento y justicia principalmente como un medio 
pa ra que sus familias obtengan los títulos de propiedad sobre la 
tierra. En lo inmediato, buscan impedir nuevos desalojos por parte 
de la empresa extractora de níquel.

Las prioridades en la búsqueda de justicia están determinadas 
en primer lugar por las condiciones de vida de las mujeres. La tierra 
ha estado en el centro de su problemática histórica, ya que tiene 
que ver con la sobrevivencia de ellas, sus familias y su comunidad. 
Ade más, para el grupo la conciencia de tener derechos como mujeres 
es algo reciente en sus vidas; algo a lo cual se acercaron a partir del 
acom pañamiento que han tenido de las organizaciones sociales 
des pués de los hechos de violencia.

estrategias: organiZación de mujeres  
y construcción de alianZas

En el camino que las mujeres de Lote Ocho han seguido para alcan-
zar justicia, han sido determinantes la conformación del grupo de 
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mujeres y el establecimiento de alianzas con organizaciones sociales 
en los ámbitos local, nacional e internacional.

Inmediatamente después del desalojo las mujeres de Lote Ocho 
no recibieron ningún tipo de solidaridad. “Las organizaciones so-
cia les no nos habíamos dado cuenta de la brutalidad contra las 
mu jeres en los desalojos” (Marta García, entrevista, 23/11/12). 
Lue go se acercaron a la comunidad representantes de algunas orga-
nizaciones de derechos humanos y tomaron conciencia de lo que 
allí había ocurrido. A partir de entonces éstas comenzaron a propor-
cionar apoyo a las mujeres, por medio de acompañamiento psicosocial 
y talleres de formación sobre derechos humanos, lo que las fortaleció.35

Tras varios meses de reuniones del grupo conformado sólo por 
mu jeres, ellas encontraron el clima de confianza necesario para 
ha  blar por primera vez de las violaciones sexuales que vivieron en 
el de salojo. Así, las reuniones de mujeres se convirtieron en el 
espacio don de ellas pudieron romper el silencio, tomar conciencia 
sobre sus derechos y elevar su autoestima. Celia Yalibat sostiene:

Cuando las mujeres salimos a una capacitación sobre los derechos, 
apren demos. Pero si las mujeres no salen, no saben, no aprenden que 
hay leyes que amparan a las mujeres. Yo sí he salido y si alguien me 
quiere hacer algo, ya sé lo que tengo que hacer para defenderme. 
(L8-09, entrevista, 25/05/12).

Después de los hechos de violencia, las mujeres no presentaron 
una demanda legal en Guatemala por falta de confianza en el sistema 
de justicia estatal. La complicidad de las fuerzas de seguridad del 
Es tado con la empresa transnacional impide que las mujeres vean 
al ternativas de justicia en el ámbito nacional: “(...) fueron las autori-
dades los que nos fueron a desalojar. Quiere decir que todas las 
au toridades estuvieron de acuerdo con el desalojo. Por eso no pen-
sa mos en ir a poner una denuncia porque aquí no vale eso” (L8-15, 
entrevista 26/06/12).

En la falta de confianza hacia la justicia estatal influye también 
la percepción de que ésta no brinda protección ni justicia a las mu-
je res en casos de violencia machista en el ámbito familiar: “Cuando 
la mujer es golpeada por su esposo, tampoco la ayudan. La ley no 
funciona para nosotras las mujeres” (L8-19, entrevista, 26/06/12).

35. El grupo de mujeres ha contando con el acompañamiento de las organizaciones 
De rechos en Acción y Equipo de Estudios Comunitarios y Acción Psicosocial (ecap).
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Por otro lado, en cuanto a la posibilidad de que la empresa mi-
ne ra rinda cuentas ante el sistema de justicia estatal, un obstáculo 
se halla en que la legislación guatemalteca no tiene normas que 
res ponsabilicen a las empresas cuando sus trabajadores realizan 
ac tos criminales (Marta García, entrevista, 08/07/12).

La justicia comunitaria tampoco fue una alternativa para las 
mu jeres de Lote Ocho. Es evidente que el desbalance de poder 
en tre la comunidad y la empresa minera transnacional, inviabiliza 
la posibilidad de someter a ésta a prácticas de justicia comunitaria. 
Sin embargo, tampoco se impulsó algún mecanismo que significara 
re sarcimiento moral para las mujeres por los serios daños de los 
que fueron objeto durante el desalojo. Como se explicó antes, la 
vio lencia sexual contra las mujeres en el desalojo no ha sido abier-
tamente abordada en la comunidad. Por ello, las mujeres no buscaron 
algún tipo de apoyo en el ámbito comunitario.

Cuando se vislumbró la posibilidad de presentar una demanda 
le gal a nivel internacional, varias de las mujeres que fueron víctimas 
de violación sexual tomaron la decisión de hacerlo. Ellas comprenden 
las razones por las cuales otras compañeras decidieron no hacerlo. 
“(...) decidimos poner la denuncia. Nosotras si lo vemos como una 

Mujeres de Lote Ocho durante una actividad de apoyo psicosocial, 2010. Fotografía: 
Mónica Pinzón/ecap.
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violación a nuestros derechos y una violación sexual. Las otras tal 
vez por miedo y vergüenza no quieren decir y denunciar” (L8-12, 
en trevista, 25/05/12).

La demanda legal en Canadá

El 28 de marzo de 2011 once mujeres de la comunidad Lote Ocho 
pre sentaron una demanda legal en Ontario, Canadá, exigiendo re-
sar cimiento por las violaciones sexuales masivas de las que fueron 
objeto durante el desalojo perpetrado por la Compañía Guatemalteca 
del Níquel en su comunidad. La demanda fue dirigida contra las 
em presas canadienses HudBay Minerals Inc. y HMI Nickel Inc. por 
la conducta negligente de su subsidiaria en Guatemala, que no 
adoptó las medidas necesarias para prevenir el uso de la violencia 
por parte de su personal de seguridad durante el desalojo, lo cual 
causó serios daños físicos y psicológicos a las mujeres.

En la demanda legal, para el grupo de mujeres de Lote Ocho 
ha sido estratégica la solidaridad de dos entidades canadienses: 
Rights Action (Derechos en Acción), organización defensora de 
los derechos humanos, y la pequeña firma de abogados Klippenstein’s, 
que ha representado a las demandantes en forma ad honorem.

La demanda se presentó por negligencia porque en Canadá no 
hay leyes que permitan responsabilizar debidamente a las compa-
ñías por su ac tuación en otros países (Grahame Rusell, entrevista, 
17/07/13). Pa ra las organizaciones canadienses que están apoyando 
la demanda de las mujeres, ésta constituye también una forma de 
luchar por trans formar las leyes en su propio país, a fin obligar a 
las empresas trans nacionales a respetar los derechos humanos en 
los países donde de sarrollan sus actividades extractivas.

Además de la demanda de las mujeres de Lote Ocho, otras dos 
más fueron presentadas en Canadá contra HudBay Minerals por 
ac ciones represivas de su empresa subsidiaria en Guatemala, que 
cul minaron en graves crímenes contra habitantes q’eqchi’s en El 
Es tor, Izabal. Una fue presentada por Angélica Choc, por el asesinato 
de su esposo, el profesor Adolfo Ich, a manos de guardias de la 
cgn durante una manifestación pacífica, que buscaba impedir un 
de salojo en la comunidad Las Nubes. Otra demanda fue presentada 
por German Chub, a quien las lesiones graves producidas con armas 
de fuego por guardias de la cgn lo dejaron parapléjico. Se trata 
en tonces de tres demandas presentadas en Canadá.
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Pasaron dos años entre mociones y amparos. Dos elementos 
de fondo que se discutieron fueron: uno, si Canadá podía tener la 
ju risdicción o no por hechos cometidos en otro país; dos, si Hudbay 
po día ser responsable por la actuación de una subsidiaria o no. En 
fe brero de 2013 la empresa minera retiró la objeción respecto a la 
ju risdicción, lo que fue un importante avance legal (Grahame Rusell, 
entrevista, 17/07/13).

El 22 de julio de 2013 la Corte Superior de Justicia de Ontario, 
Ca nadá, dirigida por la Jueza Carole Brown, emitió un fallo aceptando 
que en ese país se juzgue a la empresa HudBay Minerals por las 
acu saciones de violaciones sexuales contra las mujeres de Lote 
Ocho, así como las contenidas en las otras dos demandas legales. 
Ac tualmente las tres demandas se hallan en fase preliminar.

El fallo emitido por la corte de Canadá tiene una gran relevancia, 
ya que es la primera vez en la historia legal de ese país que se admite 
juz gar a una empresa ahí registrada por abusos cometidos en otros 
países. Con esto las mujeres de Lote Ocho están sentando un prece-
dente histórico en la búsqueda de caminos alternativos para el 
acceso a la justicia por violencia sexual. Al mismo tiempo, con esto 
se sienta un importante antecedente en las luchas sociales dirigidas 
a impedir que empresas extractivas transnacionales continúen vio-
lando los derechos humanos y depredando los recursos naturales 
en Guatemala y en otros países.

Para las integrantes del grupo de mujeres de Lote Ocho, la de-
manda legal las ha empoderado, ya que ha requerido su participación 
en un conjunto de actividades en Guatemala y Canadá. Así, las di-
rigentes del grupo han fortalecido su liderazgo en la lucha por al-
canzar justicia. En conferencias de prensa, entrevistas, videos, ellas 
denunciado la violencia sexual vivida, así como los obstáculos que 
están enfrentando en su lucha por la justicia.

En noviembre de 2012 dos representantes del grupo de mujeres 
de Lote Ocho viajaron a Canadá para participar en las preaudiencias. 
Allí, por separado, respondieron a los interrogatorios de los abogados 
de HudBay Minerals. Las mujeres dieron muestras de mucha fortaleza 
y determinación al ratificar los hechos de violencia cometidos contra 
ellas. (Grahame Rusell, entrevista, 17/07/13).

Además, el grupo de mujeres percibe que la demanda legal ha 
ser vido para detener nuevos desalojos de la cgn en su comunidad. 
Es ta es una idea que las mujeres mencionan con frecuencia: “Por 
no sotras es que ya se paró el desalojo. Sí, por la fuerza y la lucha 
de nosotras paró el desalojo” (L8-19, entrevista, 26/06/12). Para 
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ellas esta convicción es un fuerte aliciente para seguir adelante con 
la demanda legal.

obstáculos

Son muchos los obstáculos que las mujeres de Lote Ocho confrontan 
en su lucha por la justicia, entre ellos el clima de inseguridad preva-
leciente en la región del Valle del Polochic. Sin embargo, el mayor 
obstáculo ha sido la campaña de difamación, hostigamiento e in-
timidaciones que la Compañía Guatemalteca de Níquel ha lanzado 
con tra ellas, con el objeto de forzarlas a retirar la demanda legal en 
Ca nadá. Esta campaña se intensificó en 2013, cuando fue emitido 
el fallo del Tribunal de Ontario aceptando el inicio del juicio en ese 
país.

La campaña de difamación de la cgn incluye la dispersión de 
ru mores, señalando que las mujeres ya recibieron fuertes sumas de 
di nero, en calidad de indemnización. Amelia Tec explica:

Tanto mujeres como hombres de la comunidad han dicho que 
no sotras ya recibimos 24,000 quetzales cada una. Pero nosotras no 
he mos recibido nada de ese dinero. Hay veces que no tenemos como 
pa gar nuestro pasaje. Nosotras hemos salido de aquí caminando cuatro 
ho ras a pie. Hemos hecho el esfuerzo de estar allá (L8-12, entrevista, 
25/05/12).

Como parte de esa campaña contra las mujeres, la empresa mi-
nera hizo una propuesta de negociación a algunos integrantes del 
Co mité de Tierras de la comunidad. Mostrándoles fotos de las di-
rigentes del grupo de mujeres, pidió a los hombres que las convencieran 
de retirar la demanda legal en Canadá, como una condición para 
reiniciar el diálogo sobre la disputa de tierras. Además, en diversas 
oca siones, les han ofrecido a los hombres dinero y trabajo a cambio 
del retiro de la demanda. Virginia Bol relata lo ocurrido en una 
reunión entre funcionarios de la cgn e integrantes del Comité de 
Tierras, de la cual fueron excluidas las mujeres:

Ellos, los de la Compañía, les dijeron a los del Comité: “Los in-
vi tamos sólo a ustedes porque ustedes conocen a estas mujeres”. Y 
mos trando las fotos: “lo que queremos es que ustedes vayan a convencer 
a estas mujeres que por ellas, por su culpa ya no podemos seguir con 
nuestro trabajo”. Ellos dijeron que por la denuncia ellos no pueden 
seguir con las pláticas con el Comité (L8-15, entrevista 26/06/12).
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La cgn además lleva a cabo acciones intimidatorias dirigidas 
a despojar a las mujeres de la solidaridad nacional e internacional. 
Así lo denuncia Amanda Xol:

La cgn no quiere que recibamos aquí en la comunidad a los 
com pañeros ni a los de Canadá (...). Por ejemplo vino en días pasados 
una organización de Canadá para saber sobre los desalojos. Esa orga-
nización llevó toda la información. En Canadá lo publicó y por eso 
está enojada la cgn contra nosotras. (L8-05, entrevista, 24/05/12).

Esta campaña ha tenido un fuerte impacto en las vidas del grupo 
de mujeres demandantes, ya que temen represalias violentas de la 
cgn. Además, esto intensificó el control social comunitario sobre 
ellas. Todo esto las ha forzado a restringir su movilidad dentro y 
fuera de la comunidad, afectando así su desarrollo organizativo. 
“Ca da día estamos luchando para enfrentar la situación en que es-
ta mos. Realmente hay controles sobre lo que hacemos ahora nosotras 
(...). Tenemos miedo ante los empresarios” (L8-15, entrevista 
26/06/12).

Las maniobras de la cgn también han repercutido debilitando 
la unidad en la comunidad. Ante los ofrecimientos hechos a los 
di rigentes se han conformado dos grupos; uno apoya a las mujeres, 
mien tras que el otro se pronuncia porque ellas retiren la demanda. 
Es to último ocurre a pesar de que tales ofrecimientos carecen de 
cre dibilidad, ya que en ocasiones anteriores la empresa ha engañado 
e incluso estafado a la comunidad.36

Grahame Rusell, dirigente de Derechos en Acción, opina que 
las presiones de la cgn, táctica que la empresa ha utilizado en varias 
oca siones, se han intensificado porque Solwey, la actual propietaria 
de la mina, está a punto de lanzarse a la extracción intensiva de 
mi neral. Presionan para desalojar a la gente, ya que el níquel está 
en la montaña, donde se encuentran las comunidades Lote Ocho 
y Lote Nueve (Entrevista, 17/07/13).

La campaña de intimidaciones y difamación de la empresa 
trans nacional atenta contra el derecho de las mujeres a la justicia, 
lo cual constituye otra forma de violencia contra ellas, así como un 
de lito. Además, tales acciones conforman una violación a los 

36. Hace unos años la cgn vendió ocho caballerías de tierra a la comunidad, por lo 
que los campesinos q’eqchi’s pagaron el monto de Q54.000.00. Sin embargo, violando 
lo pactado, la empresa se negó a extender la escritura por el terreno pagado, así como 
a emitir un documento que respaldara a los campesinos por los pagos efectuados. 
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derechos ciudadanos de las mujeres, particularmente sus derechos 
de organización, locomoción y libertad de expresión.

La negociación que la empresa minera ha propuesto a dirigentes 
co munitarios de convencer a las mujeres para que retiren la demanda 
le gal en Canadá, a cambio de prebendas materiales, además de obe-
decer a la lógica de poder de una empresa transnacional, se inscribe 
en lo que autoras feministas señalan como pactos patriarcales sobre 
el control de las mujeres. En este caso se trata de una negociación 
al rededor de la impunidad por crímenes sexuales que atentan contra 
la dignidad, la libertad y la integridad de las mujeres.

Por último, es necesario remarcar los múltiples daños que la 
em presa minera está causando a las mujeres de Lote Ocho en su 
co tidianidad. El hecho de vivir encerradas en terrenos controlados 
por la cgn, la cual obstaculiza la movilización de las mujeres, ha 
agu dizado sus precarias condiciones de vida, ya que les dificulta 
des plazarse fuera de la comunidad para buscar servicios de atención 
a la salud para ellas, sus hijos e hijas, así como otro tipo de actividades 
eco nómicas y sociales. Se confirma así que la globalización neoliberal 
tie ne repercusiones diferenciadas por género, profundizando la 
con dición de opresión de las mujeres.

Mujeres de Lote Ocho y Angélica Choc, dirigente local de El Estor, Izabal, 
denunciando, en conferencia de prensa, las intimidaciones de la cgn, 2013. 
Fotografía: Claudia Hernández/ecap.



97

CaPítulo Vi
PerCePCiones de mujeres q’eqChi’s 

sobre la justiCia Comunitaria

El derecho ancestral o maya está conformado por un conjunto de 
nor mas y principios que regulan las relaciones de convivencia entre 
las personas, las familias y las comunidades. Tiene como sustento 
prin cipal la cosmovisión maya y sintetiza la sabiduría de las co-
munidades. El diálogo, la consulta y la búsqueda de consenso son 
elementos centrales en los procesos de aplicación de justicia. Sin 
em bargo, el derecho maya no es estático, sino cambiante de acuerdo 
con las condiciones históricas. (Solís, 2013).

En los acuerdos de paz se dio reconocimiento a la normatividad 
tra dicional de los pueblos indígenas, lo cual sirvió de base para el 
im pulso de importantes procesos dirigidos al rescate y fortalecimiento 
de las prácticas ancestrales de justicia. Al mismo tiempo, a partir 
de los acuerdos de paz, fueron creados un conjunto de mecanismos 
que también contribuyen a la aplicación de la justicia en el ámbito 
co munitario. Entre los diversos espacios desde los cuales se imparte 
jus ticia en la comunidad, resaltan los Consejos de Ancianos, las 
Al caldías Indígenas, las Alcaldías Auxiliares, los Consejos Comunitarios 
de Desarrollo (Cocode), así como otros comités conformados según 
las particularidades de cada comunidad.
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comparando el sistema  
de justicia comunitaria con el estatal

Mujeres q’eqchi’s de Sepur Zarco, al analizar las respuestas de la 
jus  ticia tanto comunitaria como estatal hacia las mujeres, empiezan 
ha  ciendo una comparación entre el pasado y el presente, partiendo 
del impacto del conflicto armado en los dos sistemas de justicia. 
Así opina Esperanza Caal:

Estamos en un tiempo muy difícil todavía para las mujeres. Si 
to  davía hoy estamos en esta situación, antes era más difícil. En aquel 
tiem  po el gobierno es el que mandó a hacer lo que sufrimos (…) no 
po  díamos pensar en buscar justicia en un juzgado, pues son los mismos 
que nos hicieron el daño. Y menos pensar en la justicia de la comunidad 
por  que lo que pasó es que los militares tenían a los comités como sus 
pro  pios cómplices (SZ-02, entrevista, 21/06/12).

Los avances que han tenido las mujeres de Sepur Zarco en el 
pro  ceso penal en curso por violación y esclavitud sexual –resultado 
de diez años de luchas colectivas y formando parte de alianzas–, 
no les hace perder de vista los obstáculos que enfrentan las mujeres 
in  dígenas frente al sistema de justicia estatal, como producto de las 
dis  criminaciones étnica y de género: “(...) pues si llego sola no me 
van a escuchar, porque soy indígena” (SZ-10, entrevista, 17/05/12). 
“Si yo hubiera ido sola a denunciar ante las autoridades no me hu-
bie  ran aceptado porque hay discriminación a las mujeres” (SZ-09, 
en trevista, 21/06/12).

La jueza de paz de un municipio del Valle del Polochic reconoce 
los obstáculos que enfrentan las mujeres indígenas para el acceso 
a la justicia estatal:

La mayoría de las mujeres que acuden al juzgado no hablan es-
pa ñol. Aquí no hay intérprete y no hablo el idioma de aquí. No hablar 
el idioma es una dificultad grande porque no se entiende qué dicen; 
vie nen hablan mucho y no les entiendo nada. Aunque haya traducción, 
hay información que no se traslada durante la traducción y puede ser 
una buena información para la prueba (Jueza de paz, entrevista, 
19/01/13).

La jueza alude no sólo a una dificultad cotidiana, sino a un 
pro  blema de importantes dimensiones, como lo es el enfoque jurí-
dico monista del sistema de justicia (Quim, 2013). El actual sistema 
de justicia estatal adolece de un enfoque jurídico plural, tal como 
se requiere en un país diverso en culturas, comunidades, pueblos, 
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lenguas, lo cual resulta en un trato discriminatorio y desventajoso 
pa ra los indígenas y sobre todo para las mujeres indígenas.

Al mismo tiempo, la justicia estatal requiere invertir tiempo y 
di nero. “Yo creo que la diferencia de la justicia de los indígenas es 
que allí mismo se busca una solución, sin perjudicar a ninguna de 
las partes. En cambio si se acude a la justicia ladina, no sólo se ne-
cesita de tiempo y dinero (…)” (SZ-01, entrevista, 20/06/12 ).

Una alcaldesa indígena de Quiché resalta la gratuidad y la rapidez 
de la justicia maya, así como el carácter reparador de este sistema 
de justicia:

Es un servicio gratuito a la comunidad (...). En la justicia Maya 
se repara el daño. La justicia indígena es rápida. Para obtener justicia 
la gente no necesita invertir dinero. No necesita tiempo para viajar a 
las ciudades (Alcaldesa indígena de Quiché, entrevista, 12/08/12)

Las distancias del sistema de justicia estatal para las mujeres 
in dígenas no se miden sólo en términos de distancias físicas. Es 
no table también por ser cosmogónicamente alejado de ellas, tal 
co mo ha sido analizado por organizaciones indígenas que impulsan 
la incorporación del pluralismo jurídico en el actual sistema de jus-
ticia oficial.

la justicia comunitaria: atraVesada  
por las relaciones desiguales de género

La justicia comunitaria, al igual que la justicia estatal, está atravesada 
por las relaciones desiguales de género, lo cual constituye un obs-
táculo para el acceso de las mujeres a la justicia. Académicas indígenas 
se ñalan que la justicia comunitaria generalmente no incorpora los 
de rechos de las mujeres. Ana María Álvarez, en entrevista publicada 
por Esthela Tzorin (2009), afirma que las normas del derecho maya 
conllevan una visión masculina, en tanto quienes imparten la justicia 
en su mayoría son hombres; esto en particular dificulta el abordaje 
de la violencia sexual, que tiende a mantenerse como un problema 
oculto.

Las mujeres de Sepur Zarco valoran que ahora en sus comunidades 
cuenten con comités donde se escucha a las mujeres, pero señalan 
crí ticamente el tratamiento que las autoridades comunitarias dan a 
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la violencia contra las mujeres, particularmente la violación sexual, 
la cual no se percibe como un delito.

Al menos ahora es escuchada la voz de las mujeres, existen comités, 
aun que con respecto a la violencia sexual muchos de ellos no lo miran 
co mo un delito. Lo miran como algo que les pasa a las mujeres (...). 
Por ejemplo, yo recuerdo cuando pasó lo de mi hija, que mi esposo 
ha bía intentado abusar de ella, acudí al alcalde del lugar. Él [me dijo]: 
“Mejor esconde el problema porque eso va ser vergüenza para vos y 
tu hija” (SZ, entrevista grupal, 20/06/12).

Mujeres de Lote Ocho también señalaron que cuando se presentan 
ca sos de violencia contra las mujeres perpetrada en el ámbito fa-
miliar, ellas generalmente no obtienen apoyo en la comunidad. Por 
el contrario, tienden a ser culpabilizadas. Virginia Bol afirma:

Cuando hay violencia entre la familia, lo primero que hacen [las 
mu jeres] es buscar el apoyo de la autoridad en la comunidad, pero lo 
que pasa es que dicen: “La mujer es la culpable”. Entonces va para 
abajo la mujer, con ella queda todo (L8-15, entrevista, 26/06/12).

La utilización del diálogo para resolver problemas de violencia 
se xual fue objeto de señalamientos críticos, así como el hecho de 
que no se le asignara la misma importancia que a otros delitos. An-
drea Cu opina:

Yo considero que la violencia sexual es un delito, pero los Cocode 
mi ran que es algo que se resuelve a través del dialogo. No es como 
un asesinato, que eso si lo traería el comité a la justicia de Panzós o 
La Tinta porque sería algo grave que pasaría (SZ-04, entrevista, 
15/05/12).

Estos testimonios dan idea de por qué la justicia comunitaria 
aún no es vista por las mujeres como una alternativa, ante las ausen-
cias del sistema estatal, para acceder a la justicia por violencia contra 
ellas, especialmente por la violencia sexual en sus familias y co-
munidades.

Sin embargo, los actuales procesos de rescate y fortalecimiento 
de la justicia comunitaria basada en el derecho indígena son vistos 
con expectativa por parte de las mujeres. “Un apoyo a las mujeres 
des de las autoridades comunitarias ahora mismo no existe, pero si 
hu biera un proceso de preparación hacia las autoridades comunitarias, 
pienso que si se podría lograr algo” (SZ-02, entrevista, 21/06/12).
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Esperanza Caal se pronuncia porque las mismas mujeres promue-
van cambios ante las autoridades comunitarias con el fin de que 
és tas reconozcan los derechos de las mujeres:

Las autoridades comunitarias no están capacitadas en este mo-
mento para responderles a las mujeres y no están preparadas para 
res ponder a las mujeres en caso de violación a sus derechos de una 
mujer. Por eso, ante eso, yo he tratado de sensibilizar a otras mujeres 
para que le hagamos ver eso a las autoridades (SZ-02, entrevista, 
21/06/12).

Con los testimonios anteriores se evidencia que la justicia comu-
nitaria tiene grandes potencialidades de convertirse en una alternativa 
pa ra las mujeres indígenas. No obstante, es necesario incorporar 
las miradas, las necesidades y las demandas de las mujeres

Los esfuerzos que diversos actores llevan a cabo en Guatemala 
pa ra el fortalecimiento de la justicia comunitaria, constituyen una 
opor tunidad para la incorporación del enfoque de género en este 
ám bito. Es necesario impulsar procesos de reflexión que permitan 
com prender, en primer lugar, cómo las desiguales relaciones de 
gé nero están presentes en todos los espacios de la sociedad, y la 
for ma en que se articulan con los otros sistemas de dominación. A 
par tir de esto es posible avanzar en el abordaje de las causas, las 
ma nifestaciones y las consecuencias de la violencia contra las mu-
jeres, particularmente la violencia sexual. Ello viabilizará que las 
mujeres indígenas empiecen a encontrar en la justicia comunitaria 
una ventana en donde se dé respuesta a sus demandas de justicia.
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CaPítulo Vii
ConClusiones

El despojo de tierras y la violación sexual de mujeres indígenas ha 
si do un binomio recurrente en la historia de Guatemala. Este estudio 
per mite visualizar cómo este patrón se repitió en los dos casos aquí 
ana lizados. La violación sexual y la esclavitud sexual contra las mu-
jeres q’eqchís de Sepur Zarco, durante el conflicto armado, constituyó 
una herramienta para poner fin a las luchas campesinas por la pro-
piedad de la tierra. En la comunidad Lote Ocho las violaciones 
se xuales contra mujeres q´eqchís fueron también utilizadas como 
he rramienta para el despojo de tierras, en el marco de la profundización 
del modelo extractivista neoliberal.

A través de esta investigación se evidencia cómo en el desalojo 
violento y las violaciones sexuales contra las mujeres de Lote Ocho, 
los perpetradores actuaron con patrones y métodos similares a los 
uti lizados por las fuerzas del Estado contra las mujeres y la comunidad 
Sepur Zarco, en el marco del conflicto armado. Esto fue posible 
por la persistencia de las causas estructurales que subyacen en tales 
crí menes. Papel central juega la opresión de género, que asigna a 
las mujeres una condición de inferioridad social y tiene en la violación 
se xual una poderosa herramienta para ejercer la dominación. En 
es cenarios de guerra y militarización los cuerpos de las mujeres se 
con vierten en parte del territorio enemigo a dominar y controlar.

Además, las estructuras de poder que hicieron posible la per-
vivencia de la violencia sexual contra las mujeres q´eqchís proceden, 
por un lado, del acendrado racismo contra los pueblos indígenas, 
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que profundiza la discriminación de las mujeres y facilita la 
perpetración de la violencia contra ellas; por el otro, de la conflictividad 
derivada de la aguda desigualdad en la estructura de propiedad y 
tenencia de la tierra, la cual se ha profundizado con el extractivismo 
neoliberal. Al mismo tiempo, la creciente militarización así como 
la persistencia de la impunidad, resultado de las políticas estatales 
en los sistemas de seguridad y justicia, terminaron de construir el 
escenario que hizo posible tan graves hechos de violencia sexual 
contra las mujeres de Lote Ocho.

La violación sexual de mujeres de Sepur Zarco constituyó un 
ar ma de guerra en la estrategia contrainsurgente del Estado, en el 
con texto del conflicto armado. Al igual que en el resto del país, las 
mu jeres fueron víctimas de violación sexual y otros graves crímenes, 
co mo parte de los ataques a la población civil. Los delitos de vio-
lación sexual, esclavitud sexual, tortura y desaparición for zada 
per pe trados por miembros del ejército contra las mujeres y sus 
familiares, constituyen crímenes de lesa humanidad y crímenes de 
guerra, los cuales tienen carácter imprescriptible.

Durante el conflicto armado el sistema patriarcal fue instrumental 
a los objetivos de la contrainsurgencia, dado que le proveyó un 
sistema de relaciones de poder que otorga a los hom bres una posición 
de supremacía, a costa de la subordinación de las mujeres. En Sepur 
Zarco fueron utilizados mecanismos espe cíficos de la dominación 
patriarcal, articulados con las otras estruc turas de poder.

El sistema de trabajo forzado al cual fueron sometidas las mu-
jeres q’eqchi’s en el destacamento militar de Sepur Zarco, además 
de ser una forma de explotación económica extrema, fue también 
una aguda expresión del racismo contra las mujeres indígenas. La 
es clavización doméstica profundizó las condiciones de pobreza y 
mar ginación social de las mujeres, sus hijos e hijas. Tanto la esclavitud 
do méstica como la sexual significaron para las mujeres la exacción 
fí sica y emocional, a niveles que las llevaron al borde de la sobrevivencia.

Las bases estructurales para la esclavización sexual y doméstica 
de las mujeres q’eqchi’s en el destacamento militar de Sepur Zarco 
se hallan en el entretejido formado por las opresiones de género, 
eco nómica y étnica que impactan la vida de las mujeres indígenas. 
Sobre este entramado se montaron las tácticas militares contrainsur-
gentes desplegadas por el ejército, en el contexto del conflicto 
ar mado. Todo ello se tradujo en la expropiación de la fuerza de 
tra bajo y el cuerpo erotizado de las mujeres, a través de formas de 
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violencia extrema, constituyendo así uno de los capítulos más omi-
nosos del conflicto armado.

La violación sexual, perpetrada en forma masiva y brutal, contra 
las mujeres q’eqchís de la comunidad Lote Ocho, fue utilizada como 
he rramienta para el despojo de tierras por parte de la empresa 
trans nacional HudBay Minerals, a través de su subsidiaria en Gua-
temala, la Compañía Guatemalteca del Níquel, contando para ello 
con la complicidad de la Policía Nacional Civil y el Ejército. Con 
ello buscaban quebrantar la resistencia de la comunidad y forzarla 
a abandonar las tierras en disputa, así como doblegar las luchas 
co lectivas de comunidades campesinas q’eqchi’s por el acceso a la 
tie rra en el Valle del Polochic. Además, a través de la violación se-
xual a las mujeres, los perpetradores buscaban afirmar control sobre 
el territorio.

Las violaciones sexuales contra las mujeres de Lote Ocho cons-
tituyeron una demostración de poder de la empresa transnacional, 
en el marco de la profundización del modelo extractivista neoliberal. 
Fue también una forma de violencia extrema de carácter patriarcal, 
así como una manifestación de la subordinación de las mujeres 
in dígenas en el marco de la jerarquía racial imperante en Guatemala.

Los hombres que violaron sexualmente a las mujeres durante 
el desalojo de Lote Ocho actuaron amparados por un poder mul-
tiplicado. Representaban el poder económico del capital transnacional, 
el poder político y militar del Estado, así como el poder patriarcal 
y racial. El revestimiento de ese poder otorgó a los agre sores certeza 
de impunidad e hizo posible que actuaran con tanta atrocidad contra 
las mujeres.

Este estudio evidencia cómo el modelo extractivista neoliberal, 
está teniendo graves impactos en la vida de las mujeres y las comu-
nidades del Valle del Polochic. Para las mujeres de Lote Ocho, la 
im posición de la extracción del níquel por medio del desalojo vio-
lento y militarizado, ha generado graves violaciones a los derechos 
hu manos y crímenes sexuales. Todo ello profundiza la marginación 
de las mujeres y las desigualdades de género.

Tanto las mujeres de Sepur Zarco como las de Lote Ocho si-
guiendo caminos diferentes, están abriendo brecha en la bús queda 
de justicia para poner fin a la impunidad por los graves crí menes 
de los cuales fueron objeto. Ellas son protagonistas de pro cesos 
legales de carácter estratégico, formando parte de alianzas con 
organizaciones de mujeres y de derechos humanos.
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La querella penal que las mujeres de Sepur Zarco presentaron 
en el sistema de justicia estatal, por violación sexual y esclavitud 
se xual durante el conflicto armado, junto a otros graves crímenes, 
por su significado e implicaciones constituye un litigio de carácter 
em blemático. Se trata de la primera vez que un tribunal nacional 
aborda un proceso penal enfocado en violación y esclavitud sexual 
durante el conflicto armado, con lo cual se busca poner fin a la 
impunidad total que existe por tales crímenes. Esto, además, tiene 
impacto internacional, ya que son muy pocos los casos de violencia 
sexual en contextos de guerra que han sido juzgados en cortes del 
país donde se originaron los hechos. Así, la lucha de las mujeres de 
Sepur Zarco constituye un aporte a los esfuerzos que se llevan a 
cabo a nivel mundial para erradicar la impunidad por violencia 
sexual durante conflictos armados, una de las más generalizadas y 
masivas violacionesa los derechos humanos de las mujeres.

La demanda legal que las mujeres de Lote Ocho interpusieron 
y fue admitida en el sistema de justicia de Canadá por las violaciones 
se xuales grupales y atroces perpetradas contra ellas por guardias 
de seguridad de la Compañía Guatemalteca del Níquel, subsidiaria 
de la multinacional canadiense HudBay Minerals, constituye un 
pre cedente histórico en la búsqueda de caminos alternativos para 
ob tener justicia por violencia sexual contra las mujeres. Este fallo 
sien ta también un significativo precedente en las luchas dirigidas a 
im pedir que empresas extractivas transnacionales continúen violando 
los derechos humanos y depredando los recursos naturales en Gua-
temala y en otros países.

Además, ambos procesos legales constituyen una significativa 
con tribución a las luchas por la prevención y erradicación de la 
vio lencia sexual y otras formas de violencia contra las mujeres en 
la etapa actual, en tanto la impunidad perpetúa estas violaciones a 
los derechos humanos.

En los dos casos las principales estrategias utilizadas en las lu-
chas para alcanzar justicia han sido el desarrollo organizativo de 
gru pos de mujeres y la construcción de alianzas. Los grupos de 
mu jeres han sido herramientas fundamentales, ya que les han per-
mitido a sus integrantes romper el silencio sobre la violencia sexual, 
to mar conciencia de sus derechos y potenciar sus fortalezas. Además, 
los grupos de mujeres han sido un espacio para la reflexión sobre 
las causas de la violencia sexual, contribuyendo así a superar algunas 
de las consecuencias psicosociales de la violación sexual, como los 
sen timientos de vergüenza y culpa.
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La construcción de alianzas ha sido una estrategia de crucial 
im portancia en la búsqueda de justicia, ya que, ante los desniveles 
abis males de poder entre las víctimas y los perpetradores, ningún 
gru po u organización por sí sola podría enfrentar la tarea enorme 
de promover el fin a la impunidad por tan graves crímenes de vio-
len cia sexual, que son crímenes de trascendencia nacional e in terna-
cional. Se trata entonces de luchas colectivas, en las cuales las 
mu jeres q’eqchi’s son el centro de los procesos de búsqueda de 
jus  ticia, contando con el acompañamiento de organizaciones de 
mujeres y de derechos humanos, para las cuales estos procesos 
for  man parte su compromiso político por la erradicación de la 
vio lencia de género, la emancipación de las mujeres, así como la 
cons trucción de la paz y la democracia. Estas alianzas conforman 
la fuerza motriz dirigida a poner fin a la impunidad por esos exe-
crables crímenes.

Las luchas que libran los dos grupos de mujeres q’eqchi’s para 
alcanzar justicia constituyen un aporte significativo a la acción po-
lítica del movimiento de mujeres en favor de sus derechos; así 
tam bién, a las luchas de los pueblos indígenas con tra la discriminación 
étnica y el racismo; y a las luchas del cam pesinado y otras clases 
sociales subalternas en la defensa de la tierra y el territorio, ante la 
profundización del modelo extractivista, en la etapa actual de 
globalización neoliberal.

Son múltiples los obstáculos que las mujeres de los dos grupos 
en frentan en la búsqueda de justicia, particularmente el contexto 
de violencia y conflictividad en el Valle del Polochic, producto del 
despojo de tierras impulsado por empresas nacionales y transnaciona-
les, así como el crecimiento de la economía criminal, con su cauda 
de violencia delincuencial. Para las mujeres del grupo de Sepur 
Zar co, un obstáculo de particular peso es el tener que convivir en 
las mismas comunidades con varios de los perpetradores de la vio-
lencia sexual vivida. Para las mujeres de Lote Ocho el mayor obstáculo 
ha sido la campaña de difamación, hostigamiento e intimidaciones 
que la Compañía Guatemalteca de Níquel ha lanzado contra ellas, 
con el objetivo de forzarlas a retirar la demanda legal contra HudBay 
Minerals en Canadá.

Las mujeres protagonistas de estos procesos legales se están 
transformando a si mismas, constituyéndose en sujeto histórico 
que exige justicia por los crímenes cometidos contra ellas y sus 
familiares. Con esto, están construyendo caminos inéditos, 
contribuyendo a llevar justicia a otras mujeres. A la vez estas luchas 
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son un aporte a los procesos de transformaciones sociales dirigidos 
a deslegitimar la violencia sexual contra las mujeres, a sustraer el 
estigma y la vergüenza de los hombros de las víctimas, trasladándolos 
a los perpetradores. Se trata de contribuciones a las luchas por 
construir sociedades en las cuales mujeres y hombres puedan vivir 
en libertad, igualdad y respeto a su dignidad.
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